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EDITORIAL

La Universidad, foro del conocimiento, ha sido protagonista de las grandes transformaciones de la humanidad, a través de 
los desarrollos científicos y tecnológicos; pero, a su vez, ella misma ha sido transformada por tales desarrollos. Es decir, 
el avance científico y tecnológico respecto de la Universidad actual despliega una fuerza centrípeta y centrífuga a la vez. 

Con el advenimiento de la informática y de la cibernética y, más concretamente con el vertiginoso impulso de éstas, la 
Universidad actual reviste unas características apenas insospechadas en otras épocas. Las más destacadas, son quizá la 
descentralización de las aulas de clase; el surgimiento de nuevas carreras y la adaptación de los modelos y los métodos 
pedagógicos.

Con relación a las aulas de clase, hemos pasado de un modelo eminentemente presencialista  y  de claustro, a un modelo 
semi presencial e inclusive virtual en algunos casos y, a la adopción de nuevos espacios educativos, cada vez más alter-
nativos.  

De otro lado, las necesidades resultantes del proceso de globalización han permitido la creación de nuevas carreras profe-
sionales y por sobre todo, de novedosos programas de post-pofesionalización y, se ha facilitado y fomentado el intercam-
bio cultural. La universidad es por excelencia la llamada a interpretar lo fenoménico y las necesidades que van surgiendo 
de las mutaciones y los fenómenos sociales, científicos y tecnológicos.  En esa tarea hermenéutica van surgiendo nuevos 
saberes y nuevos mercados para esos saberes; de ahí que la Universidad se perfila como esa respuesta constante a las 
dinámicas de una sociedad que no descansa en su transcurrir.

Finalmente, los modelos y los métodos pedagógicos han tenido que ser adaptados a las exigencias del mundo moderno y, 
el protagonismo y la participación de los estudiantes resultan amplificados  y favorecidos.  En éste último contexto, la in-
vestigación cada vez encuentra su sede natural en la vida universitaria.  En algún tiempo, la investigación estaba relegada 
a personas de las que se pregonaba un excepcionalísimo cuociente intelectual; poco a poco, por fortuna la investigación 
se ha ido democratizando y ha pasado a ser una labor diaria y un patrimonio de la sociedad académica en general. Atrás 
quedaron los monopolios investigativos, y lo que hoy nos asiste es un fecundo potosí de jóvenes ávidos por conocer lo 
desconocido, por inventar lo ignoto y por reformular la sociedad.

La investigación es una tarea temprana que va desde los semilleros a los grandes centros de investigación.  En la investi-
gación actual hay roll para todos, tanto para el amateur, como para el maestro de  ciencia. Es un verdadero engranaje que 
no distingue castas intelectuales, sino saberes graduales.  Es desde luego la investigación, el motor de las grandes trans-
formaciones, pero también fruto de incesantes avances e innovaciones.  En ese sentido y siendo que la investigación es el 
quehacer de la universidad actual, podemos afirmar que a través de la investigación, la universidad es tanto una fuerza de 
cambio, como una fuerza cambiante.  El reto es hacer que los modelos y métodos pedagógicos entren en sintonía plena 
con este doble papel de las Universidades.

Blanca Raquel Cárdenas
Decana de la Facultad de Derecho
Corporación Universitaria de Colombia IDEAS
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Resumen
Como justi�icación de la investigación que se pretende reali-
zar,  vale decir que en las estructuras administrativas de las 
democracias contemporáneas, se han creado organismos pa-
ralelos al lado de las tres ramas tradicionales, desvirtuando 
así la clásica concepción del Estado de derecho, es así como 
estas autoridades  “fuera del aparato” se especializan en el 
tratamiento y manejo de materias sensibles, tales como ser-
vicios públicos: telecomunicaciones, electricidad, gas, agua 
potable, televisión,  así como la garantía de derechos indivi-
duales o colectivos, la información, etc.

  laidnum acimónoce acitílop lautca al ed otneimilpmuc nE
surge la necesidad de crear organismos encargados de per-
mitir un equilibrio y garantizar la competencia del sector. La 
actividad reguladora continúa a cargo del Estado, a través 
de autoridades independientes.

Palabras Clave
Autoridades administrativas independientes, autonomía, 
descentralización, presupuesto, creación legal, jurispruden-
cial. 

INDEPENDENT ADMINISTRATIVE AUTHORITIES

Abstract 
As justi�ication for the research to be carried out, namely 
that the administrative structures of contemporary demo-
cracies, parallel bodies have been created next to the three 
traditional branches, thereby undermining the classic con-
ception of the rule of law authorities so how are you “out of 
the machine” specializing in the treatment and management 
of sensitive materials, such as utilities, telecommunications, 
electricity, gas, water, television, and the guarantee of indivi-
dual or collective rights, information, etc.
In compliance with the current global economic policy arises 
the need for agencies to allow a balance and ensure competi-
tion in the sector. Regulatory activity by the State continues 
through independent authorities.

Key words
Independent administrative authorities, autonomy, decen-
tralization, budget, legal development, jurisprudence.
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INTRODUCCIÓN
En este artículo se pretende establecer las principales ca-
racterísticas de las entidades denominadas como Autori-
dades Administrativas Independientes determinando sus 
fundamentos constitucionales, legales y jurisprudenciales; 
inicialmente, conociendo los orígenes de las autoridades 
administrativas independientes desde el Derecho Compa-
rado, para luego establecer una clasi�icación de las mismas 
de acuerdo a su grado de creación, sea este Constitucional, 
Legal y Jurisprudencial, para así de�inir desde la jurispru-
dencia el concepto de Regulación y las funciones que de él 
se desprenden.
Por otra parte es de resaltar que el nacimiento de este tipo 
de organismos ha sido también el re�lejo de un cambio en la 
concepción de la política pública y económica, esto es, pro-
cesos de privatizaciones iniciados en los gobiernos de M. 
Thatcher y R. Reagan, que permitieron el cuestionamiento 
de la presencia del poder público en el mercado.
De igual forma, es preciso señalar que, la actual coyuntura 
mundial, ha permitido la so�isticación de los servicios de 
telecomunicaciones y la facilidad como estos servicios in-
gresan a cada Estado, es un fenómeno que caracteriza el 
proceso de globalización y lo que se ha conocido como la 
era de la informática, era que al parecer aún carece de re-
gulación especializada, dando así cabida a el tipo de orga-
nismos que hoy son objeto de estudio en el presente trabajo.
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1. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS
INDEPENDIENTES, DERECHO COMPARADO. 

Para hablar del fenómeno de las Autoridades Administra-
tivas Independientes en Colombia, es preciso señalar que 
este tipo de organismos no son de creación originaria del 
estado colombiano, estos cómo muchos otros fenómenos 
jurídicos de nuestro estado, tienen un origen que, obliga a 
estudiar esta forma de administración de una forma com-
parada, para establecer el por qué, y de allí sus fines en 
nuestro Estado colombiano. Estas autoridades tienen un 
origen norteamericano, las cuales se desarrollaron poste-
riormente en el Reino Unido, Francia, España y, obviamen-
te, en  los países latinoamericanos. 
Comenzando la exposición es de señalar que un primer fe-
nómeno de las autoridades administrativas independien-
tes se vislumbra a través del sistema jurídico del common 
law, en el Reino Unido, se abrió paso la figura de de los 
Quangos: Quasi autonomous non gouvernmental organiza-
tions; son  organismos públicos que, fuera de la estructura 
de los departamentos ministeriales, disfrutan del nivel más 
alto de autonomía.

Dentro de sus principales funciones se pueden destacar la 
función Reguladora,  Prestadora de servicios, Asesora, o 
Cuasijudicial.
Los Quangos son la forma tradicional de organización de 
los poderes públicos en el Reino Unido son organismos con 
un alto grado de autonomía, su creación es una estrategia 
para limitar el ámbito de actuación del otro poder Corona o 
parlamento o del Gobierno.
Los Quangos se pueden dividir, para efectos de nuestro es-
tudio en  
           
        • Next Steps Agencies (NSA)
Creadas a partir de 1988 bajo el modelo de descentraliza-
ción funcional por servicios
              
        • Non –Departamental Public Bodies (NPDB):
Organismos que cumplen una función Pública, pero que no 
son departamentos Ministeriales ni forman parte de ellos 

   Tomado de la Cátedra Autoridades Administrativas Inde-
pendientes, Universidad Colegio Mayor del Rosario, especia-
lización en Derecho Constitucional,  Autoridades Administra-
tivas en el Derecho Comparado.

1

1

por lo que no disfrutan de las prerrogativas propias de la 
corona y sus funcionarios Tienen un nivel de autonomía 
superior a las NSA.
Siguiendo con el sistema anglosajón, otra fuente de las au-
toridades administrativas independientes la encontramos 
a través de las Independent Agencies, en los Estados Uni-
dos de Norte América.
Este tipo de agencias disfrutan de un nivel de autonomía 
superior al de las  executive agencies, su función principal  
consiste en regular y controlar la actividad privada en un 
determinado sector económico, tienen como característi-
cas principales  las de no recibir órdenes o instrucciones 
del poder ejecutivo, Se organizan en torno a un órgano co-
legiado cuyos miembros son nombrados por el Presiden-
te, con la ratificación del Senado y solamente pueden ser 
removidos por el Presidente en los supuestos que fije el 
congreso; se distinguen por su no pertenencia a alguna de 
las trece Secretarías y por la limitación presidencial para 
intervenir en ellas, quien no puede nombrar a más de la 
mitad de los commissioners requiriendo en todo caso la 
aprobación del Senado. En compensación, se permite al 
Presidente el nombramiento del director o Chairman.
A diferencia de Inglaterra, en norteamérica no se preten-
de que estas comisiones sean apolíticas o neutrales, hecho 
que se considera imposible, aunque sí son dotadas de un 
amplio componente técnico y una suficiente independen-
cia que les permita realizar su labor. 
El sistema jurídico continental, de igual forma aportó como 
fuente para las autoridades administrativas independien-
tes que estudiamos en Colombia, El Estado Francés, a tra-
vés de Les autorités administratives indépendentes, ór-
ganos de la administración central que se diferencian del 
resto de los órganos administrativos por disfrutar de una 
autonomía cualificada frente al gobierno este tipo de orga-
nismos tienen las siguientes características:

• Desempeñan la función de regulación social Inter-
vienen en un determinado sector y velan por el co-
rrecto funcionamiento del mismo 

• Disfrutan de una autonomía cualificada (indepen-
dencia) para el ejercicio de la misma. 

• Se encuentran desprovistas de personalidad jurídi-
ca propia, y escapan al poder jerárquico central.

• Presentan atribuciones consultativas: apoyo de la 
función estatal a través de conceptos y la publicación 
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de un informe anual del sector: poder de influencia

• Presentan un poder de decisión ejecutoria, es decir, 
un poder de decisión.

• No son creadas por la Constitución, pero la misma 
respalda su existencia.|

• El uso de este tipo de estructuras administrativas 
tiene como objetivo brindar un tratamiento más mi-
nucioso a cierto tipo de asuntos, por medio de órga-
nos independientes de la jerarquía administrativa. 
Sin embargo, su utilización excesiva puede desembo-
car en descargar al poder político de sus funciones 
naturales de responsable de la toma de decisiones 
administrativas, respecto al sistema administrativo 
en su conjunto, el origen de algunas dificultades fu-
turas podría encontrarse en el desarrollo excesivo de 
las autoridades administrativas independientes. Para 
que esta fórmula sea eficaz, deberá utilizarse única-
mente en aquellos sectores en los que esté plenamen-
te justificada por la naturaleza de los debates en cues-
tión o el tipo de poderes que es necesario ejercer. La 
regulación, si bien es apropiada en algunos sectores, 
no constituye una forma de administración que pueda 
utilizarse de forma general. Por ello, y para conservar 
su naturaleza esencial, las autoridades administrati-
vas independientes no deben proliferar. 

Finalmente, concluyendo este breve estudio compara-
do, es preciso indicar el caso de España, en donde ésta 
figura objeto de estudio, se denomina como las admi-
nistraciones independientes cuyo origen obedece a 
que en determinados ámbitos el gobierno ha perdido 
las notas de neutralidad y pluralismo. En consecuen-
cia se han creado organismos con poderes propios, es 
decir, sin control final por parte del gobierno, y cuya 
permanencia esté asegurada por la ley.

A continuación y sólo por utilizar un método de estu-
dio, podemos analizar el fenómeno, de las Autorida-
des Administrativas Independientes en Colombia uti-
lizando una categoría que hable de su creación, así las 
cosas, podemos definir este fenómeno jurídico, como 
entidades Administrativas de creación constitucional, 
legal y jurisprudencial.

2. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DE CREA-
CIÓN CONSTITUCIONAL

2.1. BANCO DE LA REPÚBLICA
2.1.1. Antecedentes

En el año de 1871 comienza a funcionar el sistema finan-
ciero colombiano sin la presencia de una banca central. Así 
en cada estado federado existía un banco que tenía la facul-
tad de emitir billetes, otorgar créditos y ser depositario de 
los recursos del Tesoro.
Mediante la Constitución política de 1886, se denominan a 
estos bancos,  bancos de emisión. De igual forma, otorga al 
presidente la facultad de ejercer sobre ellos la función de 
inspección y vigilancia.
De conformidad con el Decreto 104 de 1886 y Ley 87 de 
1886.  Se dispone que la unidad monetaria y de cuenta na-
cional fuera para todos los efectos legales el billete del Ban-
co Nacional y de curso forzoso. En consecuencia los demás 
bancos dejan de prestar la función de emisión 
La reforma constitucional de 1968.  Adopta la tesis de la 
unidad del banco de emisión y en el ordinal 14 del artículo 
120 de la Constitución se le otorga al Presidente de la Re-
pública la facultad de ejercer sobre él la intervención ne-
cesaria.

La Constitución Política de 1991 y la Ley 31 de 1992, defi-
nieron las características del Banco central que hoy en día 
conocemos, esto es, dicho ente es una persona de derecho 
público, continuará funcionando como organismo estatal 
de rango constitucional con un régimen legal propio, de na-
turaleza propia y especial, Autonomía administrativa, pa-
trimonial y técnica, de igual forma, se define que el Banco 
de la República ejercerá las funciones de banca central. 
La junta directiva, está compuesta por siete miembros, El 
Ministro de Hacienda y Crédito Público quién la Preside, El 
Gerente General del Banco y 5 miembros más, de dedica-
ción exclusiva, nombrados por el Presidente de la Repúbli-
ca.

Por su parte, el Consejo de Administración, que está inte-
grado, por los cinco miembros de dedicación exclusiva de la 
junta directiva, sus funciones, básicamente consisten: 
Estudiar y adoptar las políticas generales de administra-
ción y operación del Banco; determinar las facultades para 
la contratación, la ordenación de gastos e inversiones y la 
autorización de traslados o disposición de activos del Ban-



REVISTA JURIDICA IDEAS DE IDEAS 

8

co. De igual forma, determinar el régimen salarial y presta-
cional de los trabajadores del Banco y estudia, aprueba y 
pone en ejecución proyectos especiales relacionados con la 
operación del Banco

2.2 COMISIÓN NACIONAL DE TELEVISIÓN
En el año de 1954 fue inaugurado el servicio público de te-
levisión, servicio prestado con exclusividad por el Estado, 
el año siguiente, fue  creada  la televisora nacional, entidad 
que  se encarga del funcionamiento y operación del nuevo 
medio.  La Empresa privada únicamente comercializa los 
espacios.
Mediante la Constitución Política de 1991en sus  artículos 
20, 75, 76 77 y 365 y la promulgación en 1995 de la Ley 
182, Por la cual se reglamenta el servicio de televisión, y 
se formulan políticas para su desarrollo, se democratiza el 
acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televi-
sión, se promueven la industria y actividades de televisión, 
se establecen normas para contratación de los servicios, se 
reestructuran entidades del sector  y se dictan otras dispo-
siciones en materia de telecomunicaciones. 
Las características principales de esta entidad consisten en 
ser una persona jurídica de derecho público con autonomía 
administrativa, patrimonial  y técnica, y con la independen-
cia funcional necesaria para el cumplimiento de las atribu-
ciones que le asignan la Constitución, la ley y sus estatutos. 
La Junta Directiva de la Comisión está compuesta por 5 
miembros, los cuales serán elegidos o designados por un 
período de 2 años, reelegibles hasta por el mismo período, 
de la siguiente manera:

• 2 miembros serán designados por el Gobierno Na-
cional

• 1 miembro será escogido entre los representantes 
legales de los canales regionales de televisión, según 
reglamentación del Gobierno Nacional para tal efecto. 

• 1 miembro de las asociaciones profesionales y sindi-
cales legalmente constituidas y reconocidas con per-
sonerías jurídicas vigentes por los siguientes gremios 
que participan en la realización de la televisión: Ac-
tores, directores y libretistas, productores, técnicos, 
periodistas y críticos de televisión, elegidos democrá-
ticamente entre las organizaciones señaladas. 

• 1 miembro por las ligas y asociaciones de padres de 
familia, ligas de asociaciones de televidentes, facul-

tades de educación y de comunicación social de las 
universidades legalmente constituidas y reconocidas 
con personería jurídica vigente. Elegidos democráti-
camente entre las organizaciones señaladas. 

La Corte Constitucional, en sentencia C-497/95, refiriéndo-
se al ámbito de autonomía de la CNTV, no le otorga el ca-
rácter de órgano superior del Estado en cuanto no formula 
discrecionalmente la política del Estado en este sector, sino 
que ejecuta la que sobre el particular determine la ley, de 
igual forma, no le concede un ámbito ilimitado de compe-
tencias, ya que toda entidad pública como perteneciente a 
un Estado de derecho está sujeta a límites y restricciones y 
ejerce funciones dentro del campo prefijado de la Constitu-
ción y la ley.
No obstante lo anterior, no la homologa a una simple enti-
dad descentralizada del orden nacional – la autonomía de 
la CNTV tiene un plus que la sustrae al control de tutela or-
dinario y cuyo alcance es el necesario para cumplir de ma-
nera independiente su función constitucional y legal, vale 
decir, sin intromisiones e influencias del poder político.
La Constitución Política en sus artículos 76 y 77, le otorga 
autonomía administrativa, patrimonial y técnica a la Comi-
sión Nacional de Televisión, pero jurisprudencialmente la 
Corte Constitucional ha venido limitando el alcance de esta 
autonomía.
En la sentencia C- 497 – 1995, la Corte Constitucional co-
lombiana, define en términos negativos las características 
de la autonomía administrativa de la Comisión, es decir, 
mediante la definición limitó el alcance de la autonomía, 
resaltando primero al legislador como director de las po-
líticas en materia de televisión, y teniendo en cuenta que 
el Estado colombiano está organizado bajo los principios 
de un Estado de derecho, las actuaciones de la CNTV deben 
someterse a la Constitución y a la Ley, 
A su vez establece que la autonomía de la CNTV consiste 
tan sólo en un sometimiento a un control de tutela menos 
estricto al que están sometidas las entidades descentrali-
zadas comunes, lo cual según la Corte, le permite a esta en-
tidad cumplir con sus funciones constitucionales y legales 
“sin intromisiones ni influencias del poder político”.
En la sentencia C-200 de 1998, la Corte Constitucional al 
pronunciarse sobre la exequibilidad del inciso segundo del 
art. 17 de la Ley 335 de 1996, hace más estricto su plantea-
miento inicial, afirmando que la CNTV tan sólo puede ejer-
cer válidamente las actividades que le hayan sido asigna-
das por la Constitución y la ley y agrega que este organismo 
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tan sólo tiene a su cargo la dirección de la política que en 
materia de televisión determine la ley, estableciendo �inal-
mente en la sentencia C-351 de 2004 un deber de sumisión 
de la Comisión Nacional de Televisión al legislador respec-
to de las políticas generales de televisión y de la regulación 
y funcionamiento de la misma.
En la sentencia C-351 de 2004, sin embargo se aborda el 
tema de la facultad de regulación otorgada por el artículo 
77 de la Constitución Política, estableciendo que esta facul-
tad desplaza a la potestad reglamentaria del Gobierno en la 
materia referente a la televisión y a la le da un carácter de 
exclusivo y excluyente respecto de posibles regulaciones de 
autoridades administrativas. 
Queda claro que para la Corte Constitucional, la Comisión 
Nacional de Televisión está subordinada a las decisiones 

  .rodalsigel le aczelbatse euq nóisivelet ed acitílop al erbos
Otro punto distinto es la autonomía de esta entidad frente a 
las demás entidades administrativas.  En la sentencia C-445 
de 1997, el juez constitucional establece que la Comisión 
mantiene autonomía orgánica y funcional en relación con 
el gobierno. Otro aspecto de la autonomía de esta entidad 
es la independencia que tienen sus decisiones, las cuales 
tan sólo están sometidas a los controles políticos, �iscales y 
judiciales normales y a las cuales están sometidas las deci-
siones de cualquier otra entidad.

2.2.1.  Autonomía Patrimonial
Otra fase de la autonomía de la Comisión Nacional de Te-
levisión, es la autonomía patrimonial, la cual ha sido es-
tudiada por la Corte Constitucional en la sentencia C-560 
de 2001.  Mediante esta sentencia se de�ine la autonomía 
patrimonial como la posibilidad que tiene el organismo 
autónomo de “disponer sin interferencias de sus propios 
recursos” . Pero esta autonomía está limitada por el prin-
cipio de unidad presupuestal al cual se deben someter las 
entidades estatales, el cual según la Corte, prevalece sobre 
el principio de autonomía de los órganos autónomos e in-
dependientes que establece la Constitución.

2.2.2. Autonomía Técnica
Por último, la autonomía técnica establecida en la Consti-
tución política, fue estudiada por la Corte Constitucional, 
mediante la sentencia C-310/96, en la cual reconoció esta 

2

2

3

3    Sentencia C-560 de 2001, M.P. Jaime Córdoba 
Treviño.

     Sentencia C-1153 de 2005.M.P. Dr. Marco 
Gerardo Monroy Cabra

facultad de la Comisión, la cual consiste en la gestión y con-
trol del espectro electromagnético, pero determinó con 
base en el artículo 113 C.P. que esta función debe ejercerla 
en coordinación con el Ministerio de Comunicaciones, el 
cual mantiene las funciones de regular el espectro electro-
magnético en las frecuencias en las que pueden operar on-
das diferentes a las de la televisión.  Esta posición es rati�i-
cada por la corte en la sentencia C-1153 de 2005, en la cual 
establece que la autonomía técnica de la Comisión para 
“regular los elementos técnicos, logísticos y organizativos, 

  ”avisivelet nóisime y nóiccudorp reiuqlauc ed selbaciderp
no admite discusión.

3.1. COMISIONES DE REGULACIÓN
Creadas en su mayoría por la Ley 142 de 1994, las comi-
siones de regulación de servicios públicos fueron creadas 
como entes interventores del Estado en la economía. Las 
facultades regulatorias generales de las comisiones se re-
�ieren a la de�inición de criterios de e�iciencia y calidad, la 
política tarifaria y establecimientos de los regímenes tari-
farios, la garantía de la libre competencia, la de�inición de 
metodologías de costos y de evaluación de viabilidad em-
presarial y la determinación sobre el régimen de subsidios 
y contribuciones.

Las comisiones de regulación se crean por la Ley 142 de 
1994 como unidades administrativas especiales, con inde-
pendencia administrativa, técnica y patrimonial, sin perso-
nalidad jurídica y adscritas al respectivo Ministerio, siendo 
las siguientes: Comisión de Regulación de Agua Potable 
y Saneamiento Básico, adscrita al Ministerio del Medio 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Comisión de 
Regulación de Energía y Gas Combustible, adscrita al Mi-
nisterio de Minas y Energía, y Comisión de Regulación de 
Telecomunicaciones, adscrita al Ministerio de Comunica-
ciones. Hacen parte del sector Central. 
El tema de regulación es un tema que debe ser analizado 
con mayor precisión, partiendo del modelo de estado co-
lombiano, en donde si bien es cierto se garantiza la libre 
competencia, no es menos cierto la labor de intervención 
en la economía por parte del Estado, de tal suerte, que sin 
abarcar la órbita de libre competencia de los particulares, 
el Estado interviene para garantizar la libre competencia, 



REVISTA JURIDICA IDEAS DE IDEAS 

10

el control de precios, La explotación de recursos naturales, 
el uso del suelo, la producción, distribución utilización y 
consumo de los bienes los servicios públicos y privados.
De conformidad con el artículo 333 de la Carta Política, 
la actividad económica y la iniciativa privada son libres, 
dentro de los límites del bien común, la libre competencia 
es un derecho de todos que supone  responsabilidades, la 
empresa, como base del desarrollo tiene una función social 
que implica obligaciones, el Estado, por mandato de la ley, 
impedirá que se obstruya    o se restrinja la libertad econó-
mica y evitará o controlará   cualquier abuso que personas 
o empresas hagan de su posición  dominante en el mercado 
nacional.
Según el artículo 334 de la Constitución Política La direc-
ción general de la economía estará a cargo del Estado. La 
intervención del Estado tiene como objetivo Racionalizar la 
economía para: Mejorar la calidad de vida de los habitan-
tes, distribuir equitativamente las oportunidades y los be-
neficios del desarrollo, preservar un medio ambiente sano 
de manera especial, el Estado intervendrá para dar pleno 
empleo a los recursos humanos y  asegurar a todas las per-
sonas el acceso a los bienes y servicios básicos.
Vale en este punto anotar los mecanismos con los que cuen-
ta el Estado para lograr sus propósitos de intervención en 
la economía, a saber:

Leyes Generales, Marco o Cuadro (Artículo 150, nu-
meral 19) El congreso dicta normas generales y señala en 
ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el 
gobierno en materia de:

• Organización del crédito público

• Regular el comercio exterior y señalar el régimen de 
cambio internacional

• Modificar, por razones de política comercial los 
aranceles, tarifas y demás disposiciones concernien-
tes al régimen de aduanas

• Regular las actividades financiera, bursátil, asegu-
radora y cualquiera otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de los recursos capta-
dos del público

• Fijar el régimen salarial y prestacional de los em-
pleados

• Leyes de intervención económica (Artículo 
150, numeral 21)

• Previstas en el artículo 334.  Estas leyes deben preci-
sar: Los fines y alcances de la intervención económica 
y los límites a la libertad económica

• Leyes Ordinarias 

• Relacionadas con el Banco de la República y con las 
funciones que le compete desempeñar a su Junta Di-
rectiva (Artículo 150, numeral 22).

• Que regirán el ejercicio de las funciones públicas y 
la prestación de los servicios públicos ( artículo 150, 
numeral 23). 

3.2.1. Desarrollo jurisprudencial del
concepto de regulación

 Sentencia C-1162 del 6 de septiembre
de 2000:

• La regulación no es ni el ejercicio de función legisla-
tiva ni tampoco de la potestad reglamentaria

• Campo de la regulación:  Desarrollo con arreglo a la 
ley, los reglamentos y las políticas gubernamentales 
de las actividades de intervención y dirección técnica, 
en materias que, por involucrar intereses superiores, 
no se pueden abandonar al libre juego del mercado

• Regulación (En General) : Desarrollo de la potestad 
de policía para establecer los contornos de una activi-
dad específica, en un ámbito en el que han desapare-
cido los monopolios estatales. Fines: Asegurar la libre 
competencia y determinar aspectos técnico-operati-
vos que buscan asegurar la prestación eficiente de los 
servicios

• Regulación (En materia de servicios públicos domi-
ciliarios): Forma de intervención estatal en la econo-
mía para corregir los errores de un mercado imper-
fecto y delimitar el ejercicio de la libertad de empresa, 
así como para preservar la sana y transparente com-
petencia, con el fin de lograr una mejor prestación de 
aquéllos, y sin que tal función implique la asunción de 
competencias legislativas o reglamentarias.  
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3.1.2.  Características de la función de
regulación

Sentencia C-150 de 2003:
• Es una función segmentada por sectores de activi-
dad económica o social

• Su ejerce bajo criterios técnicos relativos  a las ca-
racterísticas del sector y a su dinámica propia

• Es una actividad continua. Comprende el seguimien-
to de la evolución del sector correspondiente e impli-
ca la adopción de decisiones y actos adecuados tanto 
a orientar la dinámica del sector hacia los �ines como 
a permitir el �lujo de la actividad socio-económica.

•  Exige, usualmente, la concurrencia de, por lo me-
nos, dos ramas del poder público.

• Es ejercida de manera continua por un órgano que 
cumple el régimen de regulación �ijado por el legisla-
dor, que goza de una especial autonomía constitucio-
nal o independencia legal, para desarrollar su misión 
y cuyo ámbito de competencia comprende distintos 
tipos de facultades

• La función de regulación se puede
manifestar en:

• Facultades normativas de regulación

• Facultades que, en principio, carecen de efectos ju-
rídicos

• Facultades de protección de los derechos de las per-
sonas.

4. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DE CREA-
CIÓN JURISPRUDENCIAL

4.1. ENTES UNIVERSITARIOS AUTÓNOMOS
El Artículo 69 de nuestra constitución, nos indica que en 
nuestro Estado Social de Derecho se garantiza la autono-
mía universitaria. Las universidades podrán darse las di-
rectivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con 
la ley.
La ley establecerá un régimen especial para las universida-

des del Estado.

El Estado fortalecerá la investigación cientí�ica en las uni-
versidades o�iciales y privadas y ofrecerá las condiciones 
especiales para su desarrollo.
Por su parte, el artículo 28 de la Ley 30 de 1992 indica que 
la autonomía universitaria consagrada en la Constitución 
Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, 
reconoce a las uuniversidades el derecho a:

• Darse y modi�icar sus estatutos.
• Designar sus autoridades académicas y administra-
tivas 
• Crear, organizar y desarrollar sus programas acadé-
micos.
• De�inir y organizar sus labores formativas, académi-
cas, docentes, cientí�icas y culturales.
• Otorgar los títulos correspondientes 
• Seleccionar a sus profesores 
• Admitir a sus alumnos y 
• Adoptar sus correspondientes regímenes y 
• Establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el 
cumplimiento de su misión social y de su función ins-
titucional. 

Entre tanto, el artículo 57 de la misma norma señala que las 
universidades estatales u o�iciales deben organizarse como 
entes universitarios autónomos, con régimen especial y 
vinculados al Ministerio de Educación Nacional en lo que se 
re�iere a las políticas y la planeación del sector educativo. 

Los entes universitarios autónomos tendrán las siguientes 
características:

• Personería jurídica 

• Autonomía académica, administrativa y �inanciera.

• Patrimonio independiente, y Podrán elaborar y 
manejar su presupuesto

El carácter especial del régimen de las universidades esta-
tales u o�iciales, comprenderá la organización y elección: 
De directivas. Del personal docente y administrativo, el 
régimen �inanciero, de contratación y control �iscal, y  su 
propia seguridad social en salud



REVISTA JURIDICA IDEAS DE IDEAS 

12

4.1.1. Desarrollo Jurisprudencial Concepto de 
Autonomía Universitaria

Sentencia C-220/97
Consideraciones de la Corte: 

• Esa autonomía que el constituyente le reconoció a 
las universidades, tiene como objetivo principal pro-
tegerlas de la interferencia del poder político central, 
al igual que ocurre por ejemplo con el organismo es-
tatal que creó para el manejo de la  televisión, no obs-
tante eso no implica, como lo ha dicho la Corte, que 
sean ajenas e independientes del mismo Estado:

• Ese tipo de autonomía, entendida como capacidad 
de autodeterminación ajena a la injerencia del poder 
ejecutivo, se hace viable en la estructura del Estado en 
los términos del artículo 113 de la C.P. , el cual estable-
ce, que además de los órganos que integran las ramas 
del poder público, existen otros, autónomos e inde-
pendientes, para el cumplimiento de las demás fun-
ciones del Estado, entre ellos el Banco de la República 
(art. 371 C.P.); la denominada Comisión Nacional de 
Televisión (art. 77 C.P.), y las universidades del Estado 
(art. 69 C.P.), organismos todos a los que el Constitu-
yente dotó de autonomía, no obstante su carácter de 
organismos de derecho público, sujetos a un régimen 
legal propio, lo que quiere decir que exigen por parte 
del legislador un tratamiento especial, que les permi-
ta efectivamente ejercer esa prerrogativa.

Vale la pena aclarar que la autonomía entregada por la Car-
ta a la entidad encargada del manejo de la televisión, no le 
da el carácter de órgano superior del Estado ni le concede un 
ámbito ilimitado de competencias [tampoco a las universi-
dades del Estado], pues cualquier entidad pública por el sim-
ple hecho de pertenecer a un Estado de derecho, se encuentra 
sujeta a límites y restricciones determinados por la Consti-
tución y la Ley.” (Corte Constitucional, sentencia C-310 de 
1996,  M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa).

4.2. COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL
Las normas Constitucionales que regulan la Comisión Na-
cional del Servicio Civil son: El Art. 130 y 125 C.P. y el Título 
V de la Constitución., por su parte La Comisión Nacional del 
Servicio Civil ha sido regulada legalmente por las siguien-
tes normas Ley 443 de 1998 y  la Ley 909 de 2004. 

De acuerdo con lo establecido por el art. 130 de la C.P. y el 
art. 8 de la Ley 909 de  2004 dispone que la Comisión está 
conformada por tres miembros, nombrados para un perío-
do de cuatro años y de dedicación exclusiva, previo concur-
so público y abierto convocado por el Gobierno Nacional y 
realizado en forma alterna por la Universidad Nacional y 
el ESAP.

La Constitución de 1991 dedicó varios artículos a la regu-
lación del empleo público y específicamente a la carrera 
administrativa, creando en el artículo 130 la Comisión Na-
cional del Servicio Civil con las funciones de administrar y 
vigilar la carrera.

Por las dificultades presentadas para la implementar el 
desarrollo de lo dispuesto por la Constitución Política, el 
Gobierno Nacional planteo una reforma que se concretó en 
la ley 443 de 1998, la cual busco hacer más operativa la 
acción de la Comisión Nacional del Servicio Civil.

En vigencia de esta Ley, la Corte Constitucional se pronun-
ció en varias oportunidades sobre la autonomía de esta Co-
misión,  y en sentencia C-372 de 1999, reiterada en otros 
pronunciamiento , manifestó lo siguiente:“Se trata en reali-
dad de un ente autónomo, de carácter permanente y de nivel 
nacional, de la más alta jerarquía en lo referente al manejo 
y control del sistema de carrera de los servidores públicos, 
cuya integración, período, organización y funcionamiento 
deben ser determinados por la ley.”.

La Corte Constitucional cambió todo el planteamiento pre-
visto por la Constitución Política para la Comisión Nacional 
del Servicio Civil y por ende, la voluntad misma del Cons-
tituyente, al señalar en la fallo precedente que no podría 
garantizarse un régimen de carrera administrativa con un 
organismo inserto dentro de la misma Rama Ejecutiva, por 
lo cual, debe dotársele de personería jurídica, con autono-
mía administrativa, patrimonial y técnica para administrar 
los regímenes de carrera, con excepción de los especiales 
previstos en la misma Carta Política. Posteriormente, La 
Comisión Nacional del Servicio Civil del art. 130 de la C.P. se 
organizó mediante la Ley 909 de 2004 que, si bien, viene a 
llenar los vacíos que con ocasión de diversas sentencias de 

4

   Sentencias C-479 de 1992, C-195 de 1994, C-030 
de 1997 y C-406 de 1997.

4
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la Corte Constitucional pesan sobre las normas de carrera 
administrativa, exigió un examen completo de la situación 
del empleo público, y con relación a la carrera administrati-
va, se conforma la Comisión Nacional del Servicio Civil con 
clara sujeción a los mandatos de la Constitución Política y 
a los pronunciamientos de la Corte Constitucional, a la cual 
se le atribuye la naturaleza de órgano independiente de las 
ramas del poder público, de carácter permanente, dotado 
de personería jurídica, autonomía administrativa y patri-
monio propio.

Es una Comisión compuesta por tres miembros selecciona-
dos mediante concurso público como garantía de mérito y 
competencia para el desarrollo de sus funciones, de auto-
nomía y de total independencia, lo que garantiza la obje-
tividad y transparencia de los procesos de selección, que 
buscaba el constituyente de 1991. 

Pero, no obstante la autonomía de que goza la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, su integración, período, organi-
zación y actividad debe desarrollarse bajo los parámetros 
que establezca la ley, pues tal autonomía implica que des-
empeña funciones de manera independiente, mas no que 
se trate de una entidad que no deba gobernarse por el or-
denamiento jurídico colombiano frente al cual el Congreso 
de la República juega un papel esencial, como órgano de 
representación popular y a quien le corresponde manifes-
tar la voluntad soberana a través de las leyes. Por lo demás, 
la Ley 909 en sus artículos 13 y siguientes establece la au-
tonomía administrativa y patrimonial de que goza este or-
ganismo, autorizando a la Comisión para adoptar su propio 
reglamento de organización y funcionamiento y dotándolo 
de la facultad de administrar su patrimonio. 

4.3. LAS CORPORACIONES AUTÓNOMAS
REGIONALES C.A.R.

En la reforma Constitucional de 1968, se crearon como es-
tablecimientos públicos; sin embargo, en la Constitución de 
1991 y, específicamente en la Ley 99 de 1993, se estableció 
su naturaleza jurídica:
“Son entes corporativos de carácter público, creados por 
ley, integrados por entidades territoriales, que por sus ca-
racterísticas constituyen geográficamente un mismo eco-
sistema o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica 
o hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa y 
financiera, patrimonio propio y personería jurídica”.
El artículo 23 de la Ley 99 de 1993, establece que el fin de 

las CAR  es la de administrar los recursos naturales renova-
bles y propender por el desarrollo sostenible, de conformi-
dad con las disposiciones legales y las políticas del Ministe-
rio del Medio Ambiente.
 La misma ley establece que se exceptúa la Corporación Au-
tónoma Regional del Río Grande de la Magdalena, creada 
por el artículo 331 de la C.P., cuyo régimen especial lo es-
tablecerá la ley. 
Las características principales de este tipo de entidades 
consisten básicamente en que no se encuentran adscritas 
ni vinculadas a ningún Ministerio ni Departamento Admi-
nistrativo, gozan de cierta autonomía, y aúnan los criterios 
de organismos descentralizados territorialmente o por ser-
vicios.
De igual forma, ocupan un lugar intermedio entre la Nación 
y las entidades territoriales, y entre la administración na-
cional y la descentralizada por servicios o territorialmente, 
y cumplen funciones policivas, de control, fomento, relacio-
nadas con el medio ambiente, y con el aprovechamiento de 
los recursos naturales renovables.

4.3.1. Desarrollo jurisprudencial
Ha sido debatida la autonomía de la CAR, por ejemplo en 
la sentencia C-593 de 1995 la Corte señala que son “Las 
corporaciones autónomas regionales son entidades admi-
nistrativas del orden nacional que pueden representar a la 
Nación dentro del régimen de autonomía que les garantiza 
el numeral 7 de la Constitución …, sin que estén adscritas ni 
vinculadas a ningún Ministerio o Departamento Adminis-
trativo;”   señalando la importancia de su autonomía en la 
medida en que se encargan de la atención y el cumplimien-
to autónomo de fines precisos y se encargan de mediar las 
relaciones entre el gobierno y las entidades territoriales.
Más adelante la Corte Constitucional mediante sentencia 
C-275 de 1998, dijo que estas corporaciones no son organi-
zaciones autónomas, y por el contrario señala que se trata 
de “personas jurídicas del orden nacional” , que cumplen 
cometidos públicos de interés del estado y que además “go-
zan de un régimen de autonomía” . Y comprara esta auto-
nomía con la del Banco de la República y la de la Comisión 
Nacional de Televisión.

5

    Corte Constitucional, Sentencia C-593 de 
1995 MP. Dr. FABIO MORÓN DÍAZ
    Corte Constitucional, Sentencia C-275 de 
1998 MP. Dra. Carmenza Isaza de Gómez
    Ibidem
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Posteriormente en Sentencia C-578 de 1999,  señala que 
las CARs se consideran como “una organización adminis-
trativa con identidad propia, autonomía e independencia” 
; y por lo tanto forman parte de la Estructura del estado de 
acuerdo a lo enunciado en el artículo 113 inciso 2, como 
personas jurídicas autónomas con identidad propia.
En Sentencia C-994 de 2000 la Corte Constitucional se pro-
nunció sobre la autonomía de las Corporaciones en cuanto 
a la modificación de la planta de personal que las confor-
man reiterando su autonomía y concluyendo que no se les 
puede exigir concepto previo del Departamento Adminis-
trativo de la Función Pública, porque se les desconocería su 
autonomía reconocida en la Constitución Política.
 En este orden de ideas la Corte ha resaltado al autonomía 
de estas entidades dentro del marco de la organización del 
Estado, mostrando en su jurisprudencia y desarrollando la 
constitución, que se les reconoce a las CARs como tales y 
por lo tanto no es debido desconocer esta condición.
 Sentencia C-423 de septiembre 29 de 2004:
En concepto de la Corte las CAR cuentan con una naturale-
za especial, y aúnan los criterios de descentralización por 
servicios –planificación y desarrollo- y descentralización 
territorial, más allá de los límites de las división político-
administrativa.
Señala que si bien pueden hacer parte de más de un depar-
tamento, éstas no pueden ser creadas por las Asambleas 
Departamentales o los Concejos Municipales, porque la 
C.N. No faculta a que estos organismos tengan influencia en 
otro ente territorial, lo cual generaría un desconocimiento 
del principio de legalidad.

8

   Corte Constitucional, Sentencia C-578 de 1999 MP. Dr. 
ANTONIO BARRERA CARBONELL

8

• Para la Corte las CAR son personas jurídicas del 
orden nacional, que cumplen cometidos públicos de 
interés del Estado, y que con la promulgación de la 
constitución de 1991, gozan de un régimen de auto-
nomía.

CONCLUSIONES
Los Organismos autónomos e independientes en Colombia 
son aquellos organismos, entidades, comisiones o agencias 
sin personería jurídica que hacen parte del Estado y que 
operan al lado de las ramas del Poder Público, o de institu-
ciones con personería jurídica de derecho público, que sin 

pertenecer a las ramas del poder público, gozan de un de-
terminado grado de autonomía, como es el caso del Banco 
de la República o la Comisión Nacional de Televisión.
Con la aparición de este tipo de organismos se evidencia 
un claro abandono por parte de la Constitución de 1991 
de la estructura tripartita inspirada en el derecho francés 
y la concepción de Estado de  Montesquieu, y se plantea 
un paso más allá, para crear nuevas organizaciones, deno-
minadas paralelas o periféricas, que constituyen una nueva 
forma de administración, con el fin de cumplir otras funcio-
nes del Estado, de una manera más especializada. 
Su campo de acción se enmarca básicamente, en áreas sen-
sibles a la intromisión de las Ramas del Poder Público o de 
los principales sectores económicos de la comunidad, para 
lo cual se  requiere de la aplicación del principio de impar-
cialidad o neutralidad en sus decisiones.
Igualmente, se han instituido para aquéllas áreas económi-
cas o sociales (como la prestación de servicios públicos o la 
garantía y protección de los derechos fundamentales) que 
por su complejidad, vulnerabilidad y avances tecnológicos, 
exige de conocimientos técnicos y especializados. Sus fun-
ciones pueden ser de regulación, de gestión de determina-
dos servicios públicos, de control o de defensa de derechos 
fundamentales. 

Características:

• Son entidades con o sin personería jurídica, de derecho 
público, creadas por la Constitución o con sujeción a ella 
por la Ley, que en principio no pertenecen a ninguna de las 
tradicionales Ramas del poder público, entre ellas la rama 
ejecutiva, por lo que no dependen de las orientaciones, de-
cisiones o directrices de la suprema autoridad administra-
tiva ni están en principio adscritos o vinculados a ninguna 
dependencia de la administración en términos de jerarquía.

• Por el hecho de gozar de autonomía e independencia y por 
tener funciones separadas, no por ello deben desatender al 
principio de colaboración armónica que debe predicarse 
de tales órganos así como de los que integran las Ramas y 
Organizaciones del Poder Público, para el cumplimiento de 
los fines que rigen para la función administrativa y dentro 
de los principios que la orientan, en orden al cumplimiento 
de los cometidos estatales. 

• Adicionalmente y por regla general, se trata de órganos 
en cuyos mecanismos de dirección sus miembros pueden 
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o no ser nombrados por el ejecutivo, sean ellos de carácter 
colegiado o no, y por un período determinado, sin que por 
ello pueda considerárseles de libre nombramiento y remo-
ción, ni tampoco dependientes del mismo, toda vez que el 
límite impuesto para dichas autoridades está dado por la 
Constitución Política o por su Ley de creación. 

• No se pueden asimilar los órganos autónomos e indepen-
dientes del modelo de un Estado Unitario a los órganos 
autónomos e independientes de un Estado que tiene una 
forma distinta y que por lo mismo, tiene unos principios de 
organización diferentes, como en efecto ocurre, so pena de 
incurrir en yerros de fondo que impiden la instrumentali-
zación y articulación de los mismos. 

• La Corte Constitucional colombiana en la Sentencia C-150 
de 2003, proferida con motivo de la revisión de constitucio-
nalidad de algunas normas contenidas en las Leyes 142 de 
1994, 286 de 1996, 632 de 2000 y 689 de 2001, ha inter-
pretado la Autonomía e Independencia como dos concep-
tos que se predican de la clase de órgano u organización de 
que se trate; es decir, para la Corte, los órganos gozan de 
autonomía cuando su origen es de  carácter constitucional 
y gozan de independencia cuando su origen es de creación 
legal. 
Las actuaciones autónomas de los órganos autónomos e 
independientes están limitadas por el principio estable-
cido en el artículo 113 de la Constitución Política de co-
laboración armónica entre las funciones de los diferentes 
organismos estatales para el cumplimiento de sus fines.  
Mediante el establecimiento de este principio en el título 
sobre la Organización del Estado, se ha definido el deber 
ser de las actuaciones estatales, cambiando el principio de 
pesos y contrapesos entre los diferentes organismos, por el 
principio de separación de las funciones del Estado entre 
diferentes entidades para facilitar el cumplimiento de los 
fines estatales.
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RESUMEN
A continuación se destacan los procesos que regula el código 
los cuales son seis, el primero es un proceso general o común, 
cuando no haya proceso general aplicable, en segundo lugar 
los procesos administrativos derivados del ejercicio del Dere-
cho de petición ante las autoridades; este derecho tiene deri-
vados, como lo son el derecho de petición de interés general, 
interés particular o concreto, de información y de consulta. 
En el tercer lugar se encuentra el proceso administrativo 
derivado del ejercicio del derecho de petición ante los parti-
culares. El cuarto es el proceso administrativo sancionatorio 
que no tenga regulación especial, el quinto proceso regulado 
por el código, es el proceso administrativo de cobro coactivo 
y el último proceso es el  proceso administrativo para aplicar 
la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte 
de las autoridades. 

Palabras  Clave
Código de procedimiento Administrativo y de la jurisdicción 
contenciosa administrativa, nula Poena sine legen, reforma-
tio in pejus, non bis in idem.

CHANGES IMPLEMENTED IN THE NEW CODE OF 
ADMINISTRATIVE PROCEDURE AND

ADMINISTRATIVE JURISDICTION

Abstract
The following highlights the processes that regulate the code 
which is six, the �irst is a general or common process when 
there is no generally applicable process, second administra-
tive proceedings arising from the exercise of the right to pe-
tition the authorities, this right has derivatives, such as the 
right to petition interest, interest, or speci�ic, information 
and consultation. In third place is the administrative process 
derived from the exercise of the right to petition individuals. 
The fourth is the administrative sanction process that does 

not have special regulations, the �ifth process regulated by 
the code, is the administrative process and coercive collec-
tion of the last process is the administrative process to im-
plement the decisions of the Council of State to others by the 
authorities.

Key Words
Administrative Procedure Code and the administrative court, 
no poena sine legen, reformatio in pejus, non bis in idem.

INTRODUCCIÓN
A través de la Ley 1437 del 2011, el Congreso de la Repúbli-
ca expide el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, cuya �inalidad es proteger 
y garantizar los derechos y libertades de las personas en 
sede administrativa, la primacía de los intereses generales, 
la sujeción de las autoridades a la Constitución y demás 
preceptos del ordenamiento jurídico, el cumplimiento de 
los �ines estatales, el funcionamiento e�iciente y democráti-
co de la administración, y la observancia de los deberes del 
Estado y de los particulares. 

Este Código comenzará a regir el dos (2) de julio del año 
2012, y sólo se aplicará a los procedimientos y las actua-
ciones administrativas que se inicien, en dicha fecha, así 
como a las demandas y procesos que se instauren con pos-
terioridad a la entrada en vigencia del mismo. Sin embargo 
en caso de que uno de los dos códigos tenga normas desfa-
vorables o más favorables para una acción especí�ica, será 
posible aplicar cualquiera de los dos, esto a partir del 2 de 
Julio de 2012.

De tal forma que aquellos procedimientos y actuaciones 
administrativas, así como las demandas y procesos que se 
encuentran en curso a la vigencia de la Ley, seguirán rigién-
dose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico 
anterior.
Es pues la misión del nuevo código eliminar las acciones, 

  .senoisneterp onis senoicca nanimoned es on ay lauc ol rop
Acorde  a lo anterior, en una demanda podrían ejercitarse 
distintas acciones y también distintas pretensiones.  Por 
tanto para el año 2012 sería incluso posible en una misma 
demanda presentar una acción de nulidad, una acción con-
tractual y también una acción de reparación directa, todas 
con el propósito que persigue la demanda.
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1. Identificación de aspectos fundamentales 
en los que se basa el nuevo código.

• Busca resolver la ambigüedad entre el ámbito públi-
co y el privado para efectos de acceso a la información 
y a los servicios.

• Ejercer el Derecho de petición ante Organizaciones e 
Instituciones Privadas.

• Procura que el desarrollo  de los Procedimientos 
sean más ágiles a través de la inclusión de la oralidad 
en el trámite de las actuaciones administrativas.

• Aplicación Uniforme de las Sentencias del Consejo 
de Estado en sede administrativa y judicial,  para una 
mayor seguridad jurídica.

• Compromiso de las tres ramas del poder público 
para el cumplimiento de las sentencias.

• Prohíbe proferir fallos inhibitorios.

• Permite y promueve mayor comunicación entre ad-
ministración y los ciudadanos.

Derecho de Petición: 
De acuerdo con el nuevo Código, el derecho de petición 
puede ser presentado de manera escrita, verbal o por cual-
quier otro medio idóneo, introduciéndose de esa manera 
el mundo de la informática, o la Internet. De acuerdo con 
este artículo, se incorporan tecnologías para elevar peti-
ciones a la administración y obtener de ella una respuesta. 
No obstante lo anterior, surgen inquietudes respecto de la 
legitimidad de los medios electrónicos, y en ese sentido, a 
la viabilidad de la petición.
Se introduce además, la posibilidad de presentarlo ante or-
ganizaciones e instituciones privadas, cuyo trámite y reso-
lución se regirá por las mismas normas establecidas para 
la presentación de derechos de petición ante autoridades.
Ese mecanismo –una de las herramientas más útiles del 
ciudadano en su diálogo con el Estado – podrá ejercerse, 
incluso, de manera oral o haciendo uso de las tecnologías 
de información y comunicación.
“Con una novedad, que lo hace aún más efectivo: Se esta-
blece que toda solicitud que presenten las personas a las 
autoridades –así no lo digan expresamente se entiende rea-

lizada en ejercicio de este derecho”.
Además, se contempla la posibilidad de ejercer el derecho 
de petición no sólo frente a entidades públicas, sino ante 
organizaciones privadas que cumplan funciones adminis-
trativas y ante personas naturales en casos de indefensión 
o subordinación. También podrá ejercerse este derecho 
ante cajas de compensación familiar e instituciones del Sis-
tema de Seguridad Social Integral de carácter privado.

Tratamiento a la Información Confidencial: 
En cuanto a la reserva de la información, se considera que 
la reserva constitucional o legal se mantiene; si bien el prin-
cipio general es el de la publicidad, existen excepciones. En 
ese sentido, se mantiene la reserva en virtud de la ley esta-
tutaria del Habeas Data, Ley 1266 de 2008, cuyo objeto es 
desarrollar el derecho constitucional que tienen todas las 
personas a conocer, actualizar y rectificar las informacio-
nes que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos, y 
los demás derechos, libertades y garantías constitucionales 
relacionadas con la recolección, tratamiento y circulación 
de datos personales, sin perjuicio de normas especiales 
que disponen la confidencialidad o reserva de ciertos datos 
o información registrada en bancos de datos de naturaleza 
pública, para fines estadísticos, de investigación o sanción 
de delitos o para garantizar el orden público.
Se resalta en la anterior Ley el principio de confidenciali-
dad, en virtud del cual todas las personas naturales o jurí-
dicas que intervengan en la administración de datos per-
sonales que no tengan la naturaleza de públicos están 
obligadas en todo tiempo a garantizar la reserva de la in-
formación, inclusive después de finalizada su relación con 
alguna de las labores que comprende la administración de 
datos, pudiendo sólo realizar suministro o comunicación 
de datos cuando ello corresponda al desarrollo de las ac-
tividades autorizadas en la presente ley y en los términos 
de la misma.
No obstante lo anterior, resalta el artículo 27 del nuevo Có-
digo que el carácter de reservado de una información o de 
determinados documentos no será oponible a las auto-
ridades judiciales ni a las autoridades administrativas 
que siendo constitucional o legalmente competentes 
para ello, los soliciten para el debido ejercicio de sus 
funciones. En ese sentido, corresponde a dichas autorida-
des asegurar la reserva de las informaciones y documentos 
que lleguen a conocer.
Sin embargo, con ello podrían surgir algunos inconvenien-
tes, como por ejemplo, relacionados con los conceptos 
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realizados y suministrados para casos determinados por 
los asesores externos de estas entidades u organizaciones 
privadas. Dichos conceptos, en virtud del anterior artícu-
lo, ¿podrían entonces ser solicitados por las autoridades 
ambientales dentro de los trámites sancionatorios, o por 
los jueces dentro del curso de una demanda? Si ello fuese 
así, se estaría claramente violando el secreto profesional, 
lo que atentaría contra lo establecido en la Constitución 
Política.

Deber de información al Público: 
Se introduce en el nuevo Código, la posibilidad para cual-
quier persona interesada de participar en los diferentes 
proyectos de regulación, por parte de cualquier autoridad 
dentro del territorio Nacional.
Según el artículo segundo del nuevo Código, se entiende 
por autoridades los organismos y entidades que confor-
man las ramas de poder público en sus distintos órdenes, 
sectores y niveles, a los órganos autónomos e independien-
tes del Estado y a los particulares cuando cumplan funcio-
nes administrativas.
De acuerdo con lo anterior, tenemos entonces que por dis-
posición de la Ley 1437 de 2011, es deber de las distintas 
autoridades que vayan a promulgar alguna regulación, pu-
blicarla a través de los distintos medios impresos y elec-
trónicos que disponga, a fin de que los interesados puedan 
conocerla y dar sus opiniones, sugerencias o alternativas.
Si bien se considera loable la anterior disposición, es me-
nester indicar que no es claro el alcance de la misma, ya que 
no se establece qué ocurriría en caso que una autoridad no 
cumpla con la misma; en ese sentido, ¿podría alguien ale-
gar la nulidad de un acto administrativo de carácter general 
por violación al deber de información al público estableci-
do en el numeral 8 del artículo 8 de la presente Ley?

Deber de aplicar la jurisprudencia de manera
unificada y extendida: 
De acuerdo con el nuevo Código, es deber de las autorida-
des aplicar uniformemente la ley, la Constitución, los regla-
mentos y las sentencias de unificación jurisprudencial del 
Consejo de Estado a las situaciones que tengan supuestos 
fácticos y jurídicos iguales.
Pero además, dichas autoridades deberán extender los 
efectos de las sentencias de unificación jurisprudencial, en 
la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten 
y acrediten los mismos supuestos fácticos y jurídicos.
Respeto de la anterior disposición, surgen las siguientes 

inquietudes, a saber:

• ¿Se refiere sólo a las sentencias producto del recurso 
extraordinario de unificación? o cualquiera que haya 
sido proferida.
• ¿Solamente se puede aplicar la disposición a las sen-
tencias del Consejo de Estado?

Según el artículo 270 de la Ley 1437 de 2011, se entiende 
por sentencias de unificación jurisprudencial aquellas que 
profiera o haya proferido el Consejo de Estado por impor-
tancia jurídica o trascendencia económica o social o por 
necesidad de unificar o sentar jurisprudencia; las proferi-
das al decidir los recursos extraordinarios y las relativas al 
mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A 
de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de la 
Ley 1285 de 2009.

La obligatoriedad del precedente
jurisprudencial es ley. 
La discusión no es nueva. Desde mediados de los noventa, 
la Corte Constitucional puso sobre la mesa una tesis que, 
para muchos, venía traída de los cabellos: la obligatoriedad 
de sus precedentes jurisprudenciales. Una figura propia del 
Derecho anglosajón que, hasta entonces, parecía incompa-
tible con la tradición continental europea que ha inspirado 
al Derecho colombiano.
 
De hecho, a pesar de los varios pronunciamientos de la Cor-
te sobre el tema, el artículo 230 de la Constitución mantie-
ne, incólume, una máxima de la que se agarran los críticos 
del precedente para atacar la doctrina que, por vía de ju-
risprudencia, terminó imponiendo la Corte: “Los jueces, en 
sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del 
derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad 
judicial”.
 
El texto de esta disposición es tan claro, que no parece ne-
cesario consultar su espíritu. Sin embargo, la Corte Cons-
titucional decidió que por “imperio de la ley” debía en-
tenderse no solo la ley en sentido formal, sino también su 
interpretación, que, en últimas, determina el contenido y el 
alcance de los preceptos legales.
 
Pero el asunto no paró ahí. La Corte también señaló que 
reconocerle fuerza vinculante a la jurisprudencia de la 
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Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura (no solo 
a la suya) le daba mayor coherencia al sistema jurídico, ga-
rantizaba el derecho a la igualdad e implicaba una mayor 
seguridad jurídica. Un argumento duro de combatir para 
los contradictores de la obligatoriedad del precedente.
 
Ahora, con la expedición de las leyes 1395 del 2010 (Ley 
de Descongestión Judicial) y 1437 del 2011 (nuevo Código 
Contencioso Administrativo –CCA–), la discusión vuelve a 
tomar fuerza. ¿Estas normas legalizan la obligatoriedad del 
precedente jurisprudencial? 

Son varios los artículos en los que las normas citadas se 
refieren de manera expresa o tangencial a la obligatorie-
dad del precedente. La Ley 1395 dispone que las entida-
des públicas, en determinados casos, tendrán en cuenta los 
precedentes jurisprudenciales que, en materia ordinaria o 
contencioso administrativa, se hayan proferido en cinco o 
más casos análogos. Además, permite que jueces, tribuna-
les y cortes no tengan en cuenta los turnos para fallo cuan-
do existan precedentes jurisprudenciales y que las salas 
especializadas decidan los recursos de apelación cuando se 
requiera establecer un precedente.
 
Por su parte, el nuevo CCA, que entrará en vigencia el 2 
de julio del 2012, incorpora la figura de la extensión de 
la jurisprudencia del Consejo de Estado, en desarrollo de 
un nuevo mandato que obliga a las autoridades a tener en 
cuenta las sentencias de unificación de ese alto tribunal, al 
adoptar sus decisiones.
 
Además, el código incluye el recurso extraordinario de uni-
ficación de jurisprudencia, que busca “asegurar la unidad 
de la interpretación del derecho, su aplicación uniforme y 
garantizar los derechos de las partes y de los terceros que 
resulten perjudicados con la providencia recurrida”.

Intervención de terceros:
Frente a la intervención de terceros, establece el artículo 
38 de la Ley 1437 de 2011 lo siguiente:

Artículo 38. Intervención de terceros. Los terceros podrán 
intervenir en las actuaciones administrativas con los mis-
mos derechos, deberes y responsabilidades de quienes son 
parte interesada, en los siguientes casos:

1. Cuando hayan promovido la actuación administrati-
va sancionatoria en calidad de denunciantes, resulten 
afectados con la conducta por la cual se adelanta la 
investigación, o estén en capacidad de aportar prue-
bas que contribuyan a dilucidar los hechos materia de 
la misma.

2. Cuando sus derechos o su situación jurídica puedan 
resultar afectados con la actuación administrativa 
adelantada en interés particular, o cuando la decisión 
que sobre ella recaiga pueda ocasionarles perjuicios.

3. Cuando la actuación haya sido iniciada en interés 
general.

Parágrafo. La petición deberá reunir los requisitos previstos 
en el artículo 16 y en ella se indicará cuál es el interés de par-
ticipar en la actuación y se allegarán o solicitarán las prue-
bas que el interesado pretenda hacer valer. La autoridad que 
la tramita la resolverá de plano y contra esta decisión no 
procederá recurso alguno.
Al respecto, surgen inquietudes frente a la restricción im-
puesta a los terceros, quienes sólo pueden intervenir den-
tro de las actuaciones administrativas en los escenarios 
establecidos en la Ley. En ese sentido, no podría un tercero 
intervenir en una actuación administrativa si no se cumple 
con alguno de los tres presupuestos anteriormente seña-
lados.
No obstante lo anterior, teniendo en cuenta que el nuevo 
Código se aplicará en lo no previsto en los procedimientos 
regulados en leyes especiales, frente a la intervención de 
terceros en materia ambiental, se deberá tener en cuenta lo 
establecido en el artículo 69 de la Ley 99 de 1993, el cual no 
restringe de ninguna manera la participación de un tercero.

Recursos contra los actos administrativos:
Establece el nuevo Código, al igual que el aún vigente, que 
por regla general, contra los actos definitivos procederán 
los recursos de reposición, apelación y queja, suprimiendo 
los de súplica y consulta que se encuentran actualmente.
En cuanto a los dos primeros, la Ley 1437 de 2011 esta-
blece que procederán dentro de los 10 días siguientes a la 
notificación personal, por aviso, o al vencimiento del tér-
mino de publicación, según sea el caso. Nótese que se au-
menta en 5 días adicionales el término para interponerlos 
respecto de lo establecido en el actual Código Contencioso, 
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beneficiando así al particular que deba hacer uso se ellos.

Notificación de los actos administrativos:
Según el nuevo Código, la notificación de los actos adminis-
trativos de carácter particular y concreto deberá ser perso-
nal, por aviso, por conducta concluyente o por publicidad, 
a saber:

• Notificación personal: Las decisiones que pongan 
término a una actuación administrativa se notificarán per-
sonalmente al interesado, a su representante o apoderado, 
o a la persona debidamente autorizada por el interesado 
para notificarse. En la diligencia de notificación se entre-
gará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del 
acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los 
recursos que legalmente proceden, las autoridades ante 
quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo. Es 
de resaltar, que el incumplimiento de cualquiera de es-
tos requisitos invalidará la notificación.

Introduce el nuevo Código las diferentes modalidades en 
las que puede efectuarse la notificación personal, a saber:

• Por medio electrónico: Siempre y cuando el interesa-
do acepte ser notificado de esta manera.

• En estrados: Toda decisión que se adopte en audiencia 
pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndo-
se dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y 
de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron no-
tificadas. A partir del día siguiente a la notificación se con-
tarán los términos para la interposición de recursos.
Sólo en caso que no exista otro medio eficaz de informar al 
interesado, se le enviará una citación a la dirección, al nú-
mero de fax o al correo electrónico que figuren en el expe-
diente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que 
comparezca a la diligencia de notificación personal.
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario 
señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la 
página electrónica o en un lugar de acceso al público de la 
respectiva entidad por el término de cinco (5) días.

• Notificación por aviso: Si no pudiere hacerse la noti-
ficación personal al cabo de los cinco (5) días del envío de 
la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá 
a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que 
figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro 

mercantil, acompañado de copia íntegra del acto adminis-
trativo. 

Al igual que como si fuese por notificación personal, el avi-
so deberá indicar la fecha y la hora del acto que se notifica, 
la autoridad que lo expidió, los recursos que legalmente 
proceden, las autoridades ante quienes deben interponer-
se, los plazos respectivos y la advertencia de que la notifi-
cación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al 
de la entrega del aviso en el lugar de destino.
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, 
el aviso, con copia íntegra del acto administrativo, se publi-
cará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de 
acceso al público de la respectiva entidad por el término 
de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación 
se considerará surtida al finalizar el día siguiente al retiro 
del aviso.

• Notificación de los actos de inscripción o regis-
tro: En cuanto a los actos de inscripción realizados por las 
entidades encargadas de llevar los registros públicos, éstos 
se entenderán notificados el día en que se efectúe la corres-
pondiente anotación. Si el acto de inscripción hubiere sido 
solicitado por entidad o persona distinta de quien aparezca 
como titular del derecho, la inscripción deberá comunicar-
se a dicho titular por cualquier medio idóneo, dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la correspondiente anotación.

• Notificación por conducta concluyente: Sin el lleno 
de los requisitos establecidos en la Ley no se tendrá por he-
cha la notificación, ni producirá efectos legales la decisión, 
a menos que la parte interesada revele que conoce el acto, 
consienta la decisión o interponga los recursos legales.

Puede verse entonces que el nuevo Código trae una nueva 
modalidad de notificación (por aviso) e introduce como 
medio de notificación personal el medio electrónico, lo 
que supone va a agilizar los trámites administrativos, be-
neficiando así a los particulares y a las mismas autoridades, 
este medio es útil siempre y cuando el peticionario lo con-
venga, el sujeto destinatario debe aceptar si quiere ser no-
tificado vía electrónica además de proporcionar su correo 
y la información necesaria, solo en este caso será posible 
hacer la utilización de esta tecnología.
No obstante lo anterior, han surgido inquietudes respecto 
de si este mecanismo, entre otros que introduce el nuevo 
Código, corresponden a verdaderos instrumentos de des-
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congestión, para lo cual algunos consideran, que no sólo no 
van a descongestionar los procesos judiciales y administra-
tivos, sino que podrían incluso volverse un obstáculo den-
tro del respectivo proceso, teniendo en cuenta que Colom-
bia aún no se encuentra lista para dar ese paso avanzado a 
la modernidad tecnológica y no se cuenta con los medios 
necesarios para proteger la identidad y veracidad de las ac-
tuaciones que se surtan a través de estos mecanismos. 

CONCLUSIONES
El nuevo Código de procedimiento administrativo contem-
pla elementos novedosos, cuya implementación pretende 
incidir en el mejoramiento de la gestión pública. Si bien la 
nueva Ley pretende ir de la mano con la tecnología y los 
avances de un mundo moderno, sólo con la práctica en el 
tiempo podremos saber si los elementos surtieron el efec-
to deseado, o si por el contrario, se revelan los temores de 
algunos expertos en la materia, quienes indican que el país 
aún no está preparado para tan altos ministerios.
No obstante lo anterior, no se pueden desconocer los es-
fuerzos legislativos para mejorar la gestión de las autorida-
des y garantizar que se surtan de manera adecuada y eficaz 
los trámites de los particulares, pero no se debe olvidar que 
la Ley por sí misma no surtirá efectos si alguno de los esla-
bones de la cadena a la que pertenece la Ley no funciona de 
manera adecuada.
Existen actualmente 32 principios que orientan la actua-
ción administrativa, entre ellos, El estado social de dere-
cho, el cual es muy importante en el nuevo código, pues el 
estado, no solo debe respetar los derechos, sino garantizar 
su efectividad a los ciudadanos Colombianos. Soberanía 
popular, pues la nación es soberana y el estado debe velar 
por ello. Participación, el estado debe garantizar la partici-
pación de todos y todas en las decisiones que les concier-
nen. Supremacía constitucional, la  constitución es la base 
principal de toda ley y debe asegurarse el cumplimiento de 
la misma. Discriminación positiva, igualdad, principio de 
protección especial, principio de acceso a las autoridades 
administrativas, entre otros, deben ser garantizados a los 
ciudadanos por el estado y está estipulado en el nuevo có-
digo que se espera inicie su proyección en 2012. 

Por otra parte los derechos que se contemplan entre otros 
aspectos esta el de ser tratado con el respeto y la considera-
ción debida a la dignidad de la persona humana, en el caso 
de personas en situación de discapacidad, niños, mujeres 
en estado de embarazo y adultos mayores, es permitido 

hacer una diferenciación que promueva la mejor atención 
para estos casos sin ser una discriminación negativa. Para 
los ciudadanos es permitido y contemplado como derecho, 
presentar una alegación, en caso que no se contemple se-
ría violación al derecho de audiencia y podría ser causa de 
anulación del proceso.

Sin perjuicio de los derechos de los ciudadanos, también 
hay deberes, en primer lugar está, Acatar la Constitución 
y las leyes, en segundo lugar es deber de los ciudadanos 
actuar conforme al principio de buena fe absteniéndose de 
emplear maniobras dilatorias en las actuaciones, y de efec-
tuar o aportar, a sabiendas, declaraciones o documentos 
falsos o hacer afirmaciones temerarias entre otras conduc-
tas.  En consecuencia debe entonces ejercer con responsa-
bilidad sus derechos y abstenerse de reiterar solicitudes 
improcedentes.

Existe dentro del código un artículo acerca de las prohibi-
ciones de las autoridades, en el cual se mencionan las si-
guientes: Negarse a recibir peticiones, o pedir constancias 
sobre las mismas. Negarse a recibir los escritos, las decla-
raciones, o liquidaciones privadas necesarias para cumplir 
con una obligación legal. La cual no opta para prevenir al 
peticionario sobre eventuales diferencias de su actuación 
o del escrito que presenta. Además está prohibido exigir la 
presentación personal de peticiones, recursos o documen-
tos, cuando la ley no lo exige o cualquier actuación o recur-
so que la ley no exija.

No hay que desconocer que el nuevo Código nos introdu-
ce, por ejemplo, a un mundo virtual que supone agilizar los 
trámites y descongestionar los estrados, pero tampoco hay 
que olvidar que el mundo virtual es una realidad parcial, 
que no ha llegado a todo el territorio nacional, e incluso a 
muchas autoridades, y que en ese orden de ideas habría 
primero que modernizar la realidad en la que vivimos, para 
pretender luego modernizar el ordenamiento jurídico que 
nos regula, a efectos de proteger y garantizar los derechos 
y libertades de las personas, la primacía de los intereses 
generales, la sujeción de las autoridades a la Constitución y 
demás preceptos establecidos en la nueva Ley.
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EL DESCONOCIMIENTO CREA DESIGUALDAD

           oreroF orecA serdnA locyaM
                alidrA zeugirdoR nahtanoJ
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Universidad La Gran Colombia 

Resumen
En la Constitución Política de Colombia se habla de igualdad, 
los ciudadanos deben tener el mínimo de igualdad de con-
diciones en cualquier parte del territorio colombiano, por 
lo tanto el estudio de  la relación laboral entre empleador 
y trabajador se hace importante para determinar si existe 
una igualdad, en el ámbito laboral,  para poder comprender 
mejor este tema tan importante lo que se busca es tratar de 
hacer una recolección de información con el �in de poder de-
terminar que tanto saben las personas sobre el contrato de 
trabajo, ya que la mayoría de los ciudadanos tiene un tra-
bajo y  estos se encuentra regidos por el contrato de traba-
jo, por lo tanto las personas tienen un contrato de trabajo, 
pero que tanto saben de este, este desconocimiento permite 
muchas veces que los empleadores les vulneren derechos que 
como trabajadores tienen, que por lo general no reclaman 
estos derechos sino se callan y dejan que se les quebrante sus 
derechos laborales, de esta forma se estaría creando una des-
igualdad entre empleador y trabajador ya que este puede te-
ner el conocimiento, pero de una forma antitética, contraria 
a la norma, se calla para violar derechos de los trabajadores.

Palabras Clave
Empleador, trabajador, derecho laboral, desigualdad, con-
trato de trabajo, subordinación laboral.

THE IGNORANCE CREATE INEQUALITY

Abstract
In Colombia’s Constitution speaks of equality, citizens must 
have a minimum level playing �ield in any part of the country, 
therefore the study of the employment relationship between 
employer and employee is important to determine whether 
there is an equality in the workplace, to better understand 
this important issue which is sought is trying to make a co-
llection of information in order to determine how much peo-
ple know about the employment contract, as the majority of 
citizens have a job and these are governed by employment 
contract, so people have an employment contract, but both 

know this, this lack of knowledge often allows employers to 
violate their rights as workers have, that usually do not claim 
these rights but are silent and let them violates their rights 
at work, in this way would be creating a mismatch between 
employer and employee as it may have the knowledge, but 
in a way antithetical, contrary to the rule, shuts to violate 
workers’ rights.

Key Words
Employer, worker, labor law, inequality, labor contract, 
labor subordination.

INTRODUCCIÓN
La percepción del contrato de trabajo por parte de los tra-
bajadores y empleadores,  como puede afectar el desarrollo 
del contrato de trabajo  a partir de la vulneración de de-
rechos por parte del empleador, los trabajadores muchas 
veces no se interesan o desconocen las normas que con-
sagran el contrato de trabajo y por el desconocimiento se 
crea una vulneración de  derechos por parte de  los emplea-
dores creando una desigualdad invisible, esta se mani�iesta 
en diferentes situaciones, en muchas ocasiones este desco-
nocimiento es la que crea la desigualdad.

MATERIAL Y MÉTODO
Los Derechos Laborales en Colombia se encuentran re-
gulados en el Código Sustantivo del Trabajo, así como las 
recomendaciones y convenios rati�icados con la OIT (Orga-
nización Internacional del Trabajo). Pero no hay que olvi-
dar que los Derechos de los trabajadores nacen en la con-
tratación que es un acuerdo bilateral entre el empleador y 
el empleado ya sea por contrato de trabajo aquel  que en 
Colombia comienza en 1934, cuando se  promulgo la Ley 
10 que en su Articulo 13 decía que todo contrato de traba-
jo con empleados particulares se desarrollaría por escrito, 
luego en el Decreto Reglamentario 652 de 1935 también 
fundaba que los contratos de trabajo entre patrones y em-
pleados se consignarían por escrito, inmediatamente la Ley 
6 de 1945, decía que hay contrato de trabajo entre quien 
preste un servicio personal bajo la continua dependencia 
de otro, mediante remuneración, y quien recibe tal servi-
cio, poco después el Decreto 2127 de 1945, introdujo los 
tres elementos considerados necesarios para que se de un 
contrato de trabajo, como son la actividad del trabajador; la 
dependencia del trabajador respecto del patrono; y el pago 
de un salario, más tarde en 1950 cuando se dieron los pri-
meros avances hacia la expedición de un Código Sustantivo 



REVISTA JURIDICA IDEAS DE IDEAS 

24

del Trabajo dando lugar a los Decretos 2663 y 3743 que re-
gularon tanto el derecho individual como el Colectivo para 
que luego en 1961 la Ley 141 transformo esos decretos en 
legislación permanente y últimamente ha sufrido cambios 
menores con la Ley 65 de 1966, Ley 11 de 1984 y posterior-
mente, una reforma sustancial mediante la Ley 50 de 1990, 
dicho contrato es definido en la actualidad como: “aquel 
por el cual una persona natural se obliga a prestar un ser-
vicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la con-
tinuada dependencia o subordinación de ésta y mediante 
remuneración.”  o a término fijo o indefinido o uno de pres-
tación de servicios el cual surge en Colombia por medio de 
la ley 80 de 1993 por la cual se expide el Estatuto General 
de Contratación de la Administración Pública, y el cual es 
determinado de la siguiente forma: “es un negocio atípico e 
innominado por carecer de una regulación normativa en el 
marco de las disposiciones que gobiernan el derecho priva-
do, lo cual ha permitido considerar que el contrato civil de 
prestación de servicios puede tener fuente en el mandato 
que, como se sabe, es aquel contrato en el que una perso-
na confía la gestión de uno o más negocio a otra, que se 
hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera”.  Los 
derechos laborales son especialmente garantizados por el 
Estado en el orden constitucional, pero resulta inquietante 
conocer por medio de la experiencia y el diario vivir de ca-
sos en los cuales se infringe los más mínimos derechos de 
trabajadores, como por ejemplo la simulación de contrato 
sopesado con el principio de la primacía de la realidad o 
contrato realidad el cual consiste en que así se firme entre 
el empleador y el trabajador cualquier modalidad de con-
trato, siempre primaran los hechos para poder encasillarlo 
dentro de la verdadera modalidad  a la realmente pertene-
ce dicha relación laboral, dicha infracción de derechos crea 
una inclinación de la balanza a favor del empleador, entre 
tanto que el trabajador queda en condiciones de desprotec-
ción en parte por desconocimiento de sus Derechos o por 
conservar su empleo.

Para lograra establecer de una manera efectiva los alcan-
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     RODRIGUEZ GARRETA, Jaime. Guía Teórico Práctica de 
Derecho Laboral y su Procedimiento. Bogotá: Doctrina y 
Ley Ltda., 2009, p 51.
    BOHORQUEZ YEPES, Carlos A. El Contrato De Presta-
ción De Servicios De La Administración Pública. Bogotá:
Universidad católica de Colombia,  2009, pág. 61 
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ces de este problema y sus posibles consecuencias en la so-
ciedad, se llevo a cabo una serie de entrevistas y consultas 
sobre los temas que iban surgiendo y los cuales no eran de 
fácil entendimiento para el lector, para así lograr una com-
prensión integral del tema. 
Luego de tener una noción clara del problema lo más idó-
neo para lograr un resultado fidedigno dentro de la inves-
tigación fue sin duda alguna la recolección de información 
entre un numero o conglomerado de personas las cuales 
cumplirían con un perfil, que se determino según la sana 
critica y perspicacia de las personas encargadas de recolec-
tar dicha información, es decir, que como lo que se necesito 
era la opinión o información de la propia persona, esta no 
podría ser cualquiera, puesto que, el problema iba dirigido 
especialmente a la clase obrera, siendo estos los principa-
les a portantes dentro de esta investigación, es decir que la 
materia prima de donde surgió dicha investigación fueron 
las entrevistas que se le hicieron a empleados y trabaja-
dores, entrevistas que conllevaron una serie de preguntas 
que permitieron determinar de una manera precisa unos 
resultados y posibles conclusiones frente al problema plan-
teado.

Dichas preguntas fueron dirigidas a todo tipo de traba-
jadores, mayores de edad hasta los 50 años, de todo tipo 
de estratos y niveles de educación, formales e informales, 
cinco personas: dos mujeres y tres hombres, las dos mu-
jeres entre los 18 y 30 años, dos hombres con las mismas 
características de las mujeres anteriores, y se finalizo con 
un hombre que se que genera empleo es decir un emplea-
dor, para así lograr ver las dos caras del tema en discusión, 
por medio de las siguientes incógnitas: ¿Se encuentra usted 
trabajando actualmente?, ¿Cree usted que su empleo tiene 
carácter formal o informal?, ¿Cumple un horario de traba-
jo y cuál es?, ¿Posee alguna clase de contrato con su em-
pleador y que clase?, ¿Está subordinado al mandato de sus 
jefes?, ¿Cuánto gana por desempeñar sus actividades labo-
rales?, ¿Sabe usted en cuanto esta el salario mínimo men-
sual vigente?, ¿En su lugar de trabajo tiene posibilidades 
de ascenso?, ¿Conoce el contrato de trabajo?, ¿Tiene EPS O 
ARP?, ¿Tiene cesantías?, ¿Tiene prima de servicios?, ¿Tiene 
derecho a vacaciones?, ¿Ha acudido a la jurisdicción labo-
ral para reclamar algún derecho? y finalmente ¿Pertenece 
o ha pertenecido a algún sindicato, sabe en qué consisten?, 
anexando las posibles aclaraciones que el entrevistador 
considerara pertinentes.
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“considero que es un trabajo formal pero no sé porque es 
considerado un trabajo formal”  , “considero que es un em-
pleo formal porque es un trabajo seguro”  “tengo un empleo 
informal ya que no dependo de un empleador sino que yo 
respondo por mí, a diferencia del formal que siempre se 
está bajo el mandato de un empleador” , a excepción de la 
misma persona que dio una buna noción del contrato de 
trabajo, manifestó de manera muy clara y precisa dicha de-
finición de la siguiente forma: “es un empleo formal y la 
diferencia entre el empleo formal consiste en que el em-
pleador le da los derechos de la seguridad social y en el in-
formal no se le conocen esos derechos”.

c. Subordinación
Se observa que todos reconocen que deben obedecer las 
órdenes de su jefe o empleador es decir se encuentran todo 
el tiempo cumpliendo ordenes y horarios de trabajo prees-
tablecidos por el empleador, excluyendo a la persona que 
es independiente, puesto que esta no se encuentra bajo la 
subyugación de un superior debido a que no es empleada 
de nadie, dispone de su tiempo a su arbitrio. Esta pregunta 
se hizo para determinar uno de los tres elementos del con-
trato de trabajo y así saber si tal vez una persona que se 
encontrara bajo la modalidad de contrato de prestación de 
servicios, se encontrara bajo la figura de la subordinación 
y así plasmar la simulación y porque el principio de la pri-
macía d el realidad. 

d. Salario
En lo referente a la cuestión planteada frente a los salarios 
se derivó, que solo una persona de los entrevistados preci-
só el valor exacto del salario mínimo, los demás o no sabían 
o daban cifras que no corresponden fundamentándose en 

1. LOS TRABAJADORES

a. Existencia y Noción del Contrato de Trabajo
En las entrevistas se  plasma como hay algunas personas 
que no saben si lo que tienen es un contrato de trabajo o 
que figura de contratación laboral concurre pues contes-
tan “no he tenido mayor conocimiento sobre el tema” ,, 
otros si saben que tienen un contrato de trabajo pero no 
están seguros, también al preguntar una definición sobre 
el tema sus apreciaciones son muy diversas y algunas no 
tienen nada que ver con el contrato de trabajo por ejemplo 
plasmaban de dicho contrato que: “es la forma en que le 
especifican que normas y deberes cumple en cuanto a el 
trabajo que se va a realizar” , “creo que es el método por el 
cual el trabajador se vincula al empleador, puede ser oral 
o escrito” . Además hay que tener en cuanta que ninguno 
de los entrevistados nos definió el contrato de trabajo de 
una manera exacta solo hubo una persona que nos dio dos 
elementos pero no logro definirnos todo aduciendo lo si-
guiente: “es un acuerdo que se hace entre dos partes donde 
se estipulan unas cláusulas y este tiene que cumplir unos 
elemento la subordinación, la remuneración y el otro no 
me acuerdo.” 

b. Formalidad e Informalidad
En lo pertinente a la formalidad e informalidad de la ac-
tividad realizada por las personas entrevistadas, se puede 
deducir que la mayoría de los entrevistados no saben si tie-
nen un trabajo formal o informal aunque hayan contestado 
que la modalidad en la que trabajan es formal, puesto que 
algunos al precisar sobre el por que es formal su actividad, 
no se acercan a la verdadera demarcación de la definición 
de una actividad laboral formal pues dijeron lo siguiente: 
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   SANABRIA LEON DAVID ALEXANDER (Mesero del 
Barrio Modelia), ¿Conoce el contrato de trabajo?.
   SANABRIA LEON DAVID ALEXANDER (Mesero del 
Barrio Modelia), ¿Conoce el contrato de trabajo?.
ACERO DIANA MILENA (Profesora), ¿Conoce el contra-
to de trabajo?.
   ARDILA HERNANDEZ OSCAR JAVIER (Independien-
te), ¿Conoce el contrato de trabajo?.
   RODRÍGUEZ KAREN LIZETH , (Analista Contable),  
¿Conoce el contrato de trabajo?.
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   SANABRIA LEON DAVID ALEXANDER (Mesero del 
Barrio Modelia), ¿Cree usted que su empleo tiene ca-
rácter formal o informal?
    ACERO DIANA MILENA (Profesora), ¿Cree usted que 
su empleo tiene carácter formal o informal?
   ARDILA HERNANDEZ OSCAR JAVIER (Independien-
te), ¿Cree usted que su empleo tiene carácter formal 
o informal?
   RODRÍGUEZ KAREN LIZETH , (Analista Contable), 
¿Cree usted que su empleo tiene carácter formal o in-
formal?
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que no les interesaba tener mayor conocimiento sobre la 
cuestión referente a la vigencia y exactitud de la cifra del 
salario mínimo mensual vigente para este año. Esta incóg-
nita ayudo a determinar el interés y desconocimiento de 
algunos de los entrevistados frente a la suma exacta del 
salario mínimo, pues a todos se les paga el mínimo legal 
vigente o mas de este, pero también habría podido surgir 
el caso de que se les cancelara menos de dicha cantidad y 
no se dieran cuenta vislumbrando dicho desconocimiento.    

e. Prestaciones Sociales
En cuanto a las prestaciones sociales se exteriorizo me-
diante dichas entrevistas, que todos tienen una EPS (Em-
presa Promotora de Salud) y que a los que trabajan para 
un empleador si cumplen con dicha exigencia, pero que no 
se les paga  a algunos la ARP (Aseguradora de Riesgos Pro-
fesionales) respuesta dada por la mayoría sin darle mayor 
importancia, también se ve que a todos excepto la perso-
na independiente, se les cancelan las cesantías, primas de 
servicio y vacaciones en la actualidad, pero es relevante 
vislumbrar la respuesta dada por el mesero de Modelia, 
pues este expreso que antes no se le pagaba las prestacio-
nes sociales, y que sin embargo ejercía las mismas funcio-
nes y exigencias de la actualidad, pues según el, la anterior 
cooperativa que se encargaba de esto, no les cancelaba  lo 
referente a prestaciones sociales.

f. Jurisdicción Laboral Y Sindicatos
Consiguientemente se muestra que ninguno ha participado 
en un sindicato  y tampoco ha acudido a la jurisdicción labo-
ral para solucionar algún conflicto sea por desconocimien-
to o sencillamente porque no se han sentido vulnerados 
en sus derechos, solo una persona logro plasmar en cortas 
palabras y de manera muy general en lo que consistía un 
sindicato aportando que dichos sindicatos consisten en: “la  
reunión de unos trabajadores para reclamar sus derechos”   

2. EL EMPLEADOR
Se considero pertinente entrevistar un empleador para así 
mirar las dos caras del problema planteado y los resultados 
arrojados por dicha entrevista fueron los siguientes:

11

     RODRÍGUEZ KAREN LIZETH , (Analista Conta-
ble), ¿Pertenece o ha pertenecido a algún sindica-
to, sabe en qué consisten?

11

a. Existencia y Noción del Contrato de Trabajo
En lo referente a esta incógnita el entrevistado respondió 
de manera asertiva, describiéndolo con sus palabras, pero 
logrando una definición entendible y verídica de la siguien-
te forma: “Tengo entendido que es cuando dos personas 
tienen una relación económica, por medio de un contrato 
que se suscribe por dos partes, en donde hay una relación 
de subordinación y también una relación de remuneración, 
cuando una persona vende su fuerza de trabajo a otra que 
es el empleador, y este último le paga o le remunera por sus 
servicios” 

Lo que causo curiosidad es que aunque dio una definición 
concreta de lo que es el contrato de trabajo durante la en-
trevista nos hablo que tenia con sus trabajadores un “con-
trato de palabra” con algunos de ellos como: “Con el pana-
dero es un contrato de palabra, ya que él lleva con nosotros 
trabajando 7 años……… Con la señora que trabaja de 6:00 
am hasta 10:00 am hay un contrato de palabra”,  denomi-
nación utilizada en el léxico popular pero que en términos 
jurídicos vendría a ser el contrato verbal.
b. Formalidad e Informalidad
Frente a si un trabajo es formal o informal, el empleador 
respondio de manera exacta y diferenciando las modalida-
des sin recaer en errores, pues expuso que: “empleo for-
mal cuenta con un contrato suscrito ante las dos partes, yo 
como dueño del local y mis empleados, en donde cada uno 
de nosotros se compromete a cumplir unos acuerdos, él 
me vende su mano de obra y yo le pago un dinero mensual 
además de garantizarle por ley salud, pensiones y otras as-
pectos sociales. El empleo informal no cuenta con contrato 
de trabajo, ni un empleo o salario estable, no tiene presta-
ciones ni nada que garantice la ley” 

c. Subordinación
Durante el desarrollo de la entrevista vimos que si existe 
una subordinación de los trabajadores de dicho empleador 
pues siempre están cumpliendo funciones preestablecidas 
por el mismo y además cuando hay que apoyar en otras ac-
tividades deben hacerlo, sea en la panadería o en la casa.
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    PARRA LUIS, Empleador, ¿Conoce el contrato de trabajo?
    PARRA LUIS, Empleador,  ¿qué clase de contratos le tiene 
a sus trabajadores? Explíquelos de que tratan y funciones 
     PARRA LUIS, Empleador, ¿conoce la diferencia entre el 
empleo tiene formal o informal?
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d. Salario
Frente a los salarios se vio que el empleador tiene un cono-
cimiento previo de dicha cantidad pues exteriorizo la cifra 
exacta del salario vigente aduciendo: 515.000 pesos, fuera 
de salud, pensiones y prestaciones, como aquí en Ubaté no 
se necesita subsidio de transporte este no se le paga”  
También se vio que el empleador tiene plena claridad de las 
cantidades y forma en que cancela el salario a sus emplea-
dos pues analizando la entrevista se encontró lo siguiente: 
“El mínimo a la empleada que trabaja de 8:00 am a 5:00 pm  
….Al panadero se le paga semanalmente $40.000pesos por 
bulto de harina trabajado, por eso su horario es flexible, de-
pende de lo que se venda…… A la señora que nos ayuda con 
el aseo como trabaja tan poquito se le paga 250 pesos mes”     
aseo no, porque creo no es necesario. Porque cada uno de 
ellos lo requirió cuando empezó a trabajar además es por 
seguridad por si se accidentan o algo” . Y consecuentemen-
te frente a al seguro de riesgos profesionales (ARP) expuso: 
“no estoy seguro de lo que es” 
Luego cuando se le pregunto de las cesantías dijo: “No, no 
están estipuladas en el contrato que realizamos”,  y al pre-
guntar por la prima de servicios adujo: “Si, porque tengo 
entendido es un ahorro que uno les tiene durante el año y 
el cual debe ser dado a final de año al trabajador”  y final-
mente en lo que hace referencia a vacaciones contesto: “Si, 
al final de año toman 20 días pagos de vacaciones, anexo a 
esto casi todos descansan los domingos semanal, quincenal 
o mensualmente dependiendo el caso” 

f. Jurisdicción Laboral Y Sindicatos
De acuerdo a este tema el empleador negó haber acudido 
a la jurisdicción ya sea a requerir un derecho o responder 
por el rompimiento de alguno, también agrego que esta de 
acuerdo con los sindicatos y que sin ningún problema los 
dejaría surgir.
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    PARRA LUIS, Empleador ¿Sabe usted en cuanto esta el 
salario mínimo mensual vigente?
    PARRA LUIS, Empleador ¿Cuánto les paga a sus trabajado-
res y cree que es lo justo. de acuerdo a que paga 
    PARRA LUIS, Empleador ¿le paga la  EPS y  ARP a sus 
trabajadores? Si o no  porque
    PARRA LUIS, Empleador ¿le paga la  EPS y  ARP a sus 
trabajadores? Si o no  porque
    PARRA LUIS, Empleador ¿paga cesantías? Si o no  porque
    PARRA LUIS, Empleador ¿paga  prima de servicios? Si o no  
porque 
   PARRA LUIS, Empleador ¿les brinda el  derecho a vacacio-
nes?   
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CONCLUSIONES
De la entrevistas se puede decir que todos conocen algo 
sobre el tema laboral, pero ninguno conoce a fondo y por 
completo dicha cuestión, esto hace que efectivamente se 
les vulnere los derechos sin que se den cuenta, puesto que 
debido a dicho desconocimiento los empleadores pasan 
por encima de los derechos de los trabajadores, también, 
se puede decir que todos están bajo el contrato de trabajo 
a excepción del entrevistado independiente, pues el res-
to cumplen con los tres elementos del contrato de traba-
jo nombrados en el inicio de esta investigación que son la 
subordinación la remuneración y la prestación personal 
del trabajo.
De acuerdo a esto, se puede decir que la mayor influencia 
para que se de la violación de estos derechos se origina 
efectivamente por el desconocimiento de la norma o dere-
chos laborales, y que dicho desconocimiento se causa por 
desinterés de los trabajadores o falta de información o co-
municación sobre estos derechos a los mismos. Otra deduc-
ción referente al tema es que también influye en el medio 
en  que trabaje una persona, para tener habilidad o no so-
bre el tema, pues la persona que trabaja en la empresa lea-
sing contable tiene mucha pericia sobre el contenido, muy 
seguramente porque en su actividad ha tenido que liquidar 
o manejar temas referentes a lo laboral.
Los empleadores tienen bien marcadas las diferencias de 
lo que es un contrato de trabajo con cualquier contrato que 
se les plantee y saben que en el contrato de trabajo se pa-
gan las prestaciones legales de acuerdo a la norma, así no 
la conozcan en su totalidad, estos empleadores son dueños 
de empresas pequeñas y no son asesorados, pero tratan 
de actuar de acuerdo al principio de buena fe, queriendo 
siempre darle lo mejor a sus trabajadores aunque muchas 
veces no actúen de acuerdo con la norma o se hagan los de 
la vista gorda frente a algunas garantías laborales. 
 A grandes rasgos se concluye que los trabajadores se 
preocupan más por el salario, es decir que ganen bien, o 
que se le pague más del mínimo, pero no se preocupan por 
saber si de verdad les cancelan la seguridad social y las 
prestaciones legales como lo estipula la ley o si se les vulne-
ran los derechos que el legislador ha consagrado para ellos.
Ya para finalizar también se puede decir que la mayoría de 
las personas trabajadoras dependientes, están regidas por 
un contrato de trabajo, así se confunda dicha figura laboral, 
esto hace que el principio de la primacía de la realidad se 
imponga ante los hechos  mostrando que no importa la fi-
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gura, mientras se cumplan con los elementos del contrato 
siempre se va a presumir que se esta hablando del contrato 
de trabajo y no importa si se denomina de otra forma  dicho 
contrato como el de prestación de servicios o el de obra, lo 
importante es que siempre van a primar la realidad sobre 
las modalidades de contratación civil y laboral.
Se puede indicar que la desigualdad invisible se da por el 
desconocimiento de las normas laborales y en especial el 
contrato de trabajo, puesto que el no conocer del  temas, se 
convierten en un  grupo vulnerable, los empleadores pasan 
por encima de sus derechos sin que estos se den de cuenta, 
en este momento es donde se crea la desigualdad invisible 
puesto que los trabajadores nunca observan el momento 
en que han sido violentados sus derechos, y siguen labo-
rando como si nada ocurriera.
Este desconocimiento se da por falta de interés de las in-
dividuos ya que muchas veces estos terminan su bachille-
rato e ingresan a trabajar rápidamente y nunca han tenido 
algún contacto básico con la legislación laboral que le los 
pueda instruir en este tema o sencillamente pueden tener 
la posibilidad y no les interesa.
La solución podría ser unas capacitaciones obligatoria para 
el  trabajador donde se expongan lo más relevante de la le-
gislación laboral, y los mecanismos de protección que tiene 
para hacer valer sus derechos, otro seria en las institucio-
nes  educativas mezclando la legislación laboral con la cá-
tedra de constitucional que se dicta en los últimos años del 
bachillerato.
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Resumen
Teniendo en cuenta la ley 975 del 2005 de justicia y paz, 
como normatividad aplicada a las víctimas  y autores del 
con�licto armado, la responsabilidad llamada por parte del 
estado está ligada a una situación de cumplimiento sin dejar 
atrás sus consecuencias dañosas  y perjudiciales, de donde 
se entiende  que el reconocimiento y aceptación por parte de 
quien actúa está directamente relacionada con una forma de 
reparación, tomado como modo de resarcimiento, por parte 
de los autores de la conducta punible, que fue entonces nece-
sario la evocación  por el bienestar de la victimas y para su 
mejor entendimiento, el Ente encargado de reparar el daño 
causado.
Es ineludible hacer referencia a que la investigación, se llevo 
a cabo por medio de la normatividad generada por la Comi-
sión Nacional de Reparación y reconciliación Colombia, ente 
encargado principalmente de la efectividad le la ley de justi-
cia y paz, de donde se obtuvo diversidad de efectos y plantea-
mientos sobre una responsabilidad a cargo del grupo arma-
do al margen de la ley, o del causante de la conducta punible.

Palabras clave
Antijurídicos, Estado, Derecho, Reconocimiento, Responsabi-
lidad

IMPLICATIONS OF THE COLOMBIAN STATE 
LIABILITY IN THE ARMED CONFLICT, TAKING 

INTO ACCOUNT THE LAW OF JUSTICE AND PEACE

Abstract
Taking into account the law 975 of 2005 for justice and pea-
ce, as regulations applied to the victims and perpetrators of 
armed con�lict, the responsibility of the state call is linked to 
compliance without leaving behind harmful and damaging 
consequences, where means that the recognition and accep-
tance of who acts directly related to a form of reparation, 
taken as a means of redress from the perpetrators of the cri-

minal offense, which was then necessary for the welfare evo-
cation of the victims and for better understanding, the body 
responsible for repairing the damage.
Reference is unavoidable that the research was carried out 
by the regulations created by the National Commission for 
Reparation and Reconciliation Colombia, being mainly res-
ponsible for the effectiveness of the law will justice and pea-
ce, where diversity of effects was obtained and approaches 
to accountability by the armed group operating outside the 
law, or the cause of the punishable conduct.
Key words
Illegitimate, State, Laws, Recognition, Responsibility

INTRODUCCIÓN
Inicialmente se hará referencia a la  responsabilidad toma-
da como propia de actuar de las personas y se hace ope-
rante a partir del derecho que es el que determina su debi-
do comportamiento. Establecer la responsabilidad para el 
estado supone necesariamente su aceptación previa como 
persona y sometimiento como tal al derecho. La constitu-

  sol rop odatsE la elbasnopser ecah ,09 olucítra le ne ,nóic
daños  antijurídicos, producto de su actuación u  omisión. 
El cali�icativo de “antijurídicos” trae a la mente la elemental 
suposición de que existen daños jurídicos.
El estado como persona está sometido al derecho y por 
lo tanto al igual que cualquier persona natural o jurídica, 
debe asumir frente a los particulares las consecuencias no-
civas de sus actuaciones o hechos provocados, reparando 
debidamente los daños  y perjuicios causados.
Si el reconocimiento de la responsabilidad en el campo es-
tatal no es problemático, si lo es en cambio el sujeto de la 
misma. En otras palabras, se discute si aquella corresponde 
al Estado, en cuanto tal, o solo a una parte del mismo como 
seria la administración pública. A esto debemos añadir la 
práctica generalizada en la jurisprudencia de responsabili-
zar, en último análisis, a la nación, pero admitir la respon-
sabilidad del Estado exige discernir entre las dos acepcio-
nes del término, como sociedad organizada políticamente, 
o como estructura para el gobierno de la sociedad. 
En el primer caso, se consideraría que la responsabilidad 
se basaría en la disyunción individuo-sociedad siendo esta 
última la que poseería la facultad de decisión político-ad-
ministrativo, los medios o instrumentos para la realización 
de los �ines comunitarios. El segundo caso es cuando no co-
rresponde a la realidad, donde la sociedad o mejor el pue-
blo no son directores y cotidianos gestores de su obligación 
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política, ni sujetos jurídicos y por lo tanto no da elementos 
para establecer una relación bilateral jurídica que sustente 
la responsabilidad de la sociedad.
Sería bueno optar por el segundo caso. En esta se entiende 
que el pueblo es el titular del poder, pero lo despersonaliza 
y lo institucionaliza en una propia entidad que el mismo 
ha creado, dicha entidad adquiere propias características, 
organización y funciones que lo llevan a un grado de inde-
pendencia frente a la sociedad política, con exigencias de 
propia personalidad.
De este modo si se crea una relación de bilateralidad entre 
los asociados y aquella entidad-Estado, que sustentarían el 
sentido de responsabilidad por actuaciones o hechos pro-
ducidos en relación con los primeros.
La misma crítica aquí se muestra en relación con el Estado, 
como sociedad organizada. Condenar a la Nación (hacerla 
responsable), no tiene razón, así sea, como en realidad su-
cede, que gran parte del patrimonio con el cual se indem-
niza, provenga de los particulares. Con base en lo anterior-
mente señalado, el problema más bien se suscita entre el 
estado, como poder institucionalizado y parte de este como 
es la administración. 

FRENTE A LA RESPONSABILIDAD
La tendencia más generalizada se inclina patrimonial no 
hacia la responsabilidad de la administración pública. La 
responsabilidad del Estado se le mira con mucha descon-
fianza, pues ello significaría extenderla a todas las funcio-
nes del poder: legislativa, administrativa y judicial. Esto 
último nos parece, en cambio, lo más apropiado hacia el 
respeto de la dignidad de la persona humana y de desarro-
llo social. De otro modo no se entiende un estado social de 
Derecho. 
Este supone un actuar regido estrictamente por el princi-
pio de legalidad el cual se expresa de manera significati-
va en la constitución. Al respecto es de gran importancia 
la opinión del Dr. Efraín Gómez Cardona “de  modo que la 
responsabilidad del estado es la responsabilidad de lo eje-
cutivo, ósea de la administración en el sentido amplio que 
le asignan  Merkl y J.J Rousseau, comprensiva tanto de lo 
estrictamente administrativo como de lo jurisdiccional y de 
lo “administrativo” o sublegal que haya en la ley. 

La constitución tiende en su artículo 90 por la responsabili-
dad anotada del Estado patrimonialmente,  en cuanto a los 
daños antijurídicos    abriendo la posibilidad para que la 
ley, la jurisprudencia y la doctrina la hagan extensiva a todo 
el campo de su actuación.
El consejo de Estado en sentencia de 1992 se refirió así a la 
responsabilidad del Estado establecida en la constitución:
“Dentro de este universo constitucional no hay duda de que 
el fundamento de la responsabilidad administrativa no se 
da siempre por una conducta dolosa o culposa, que deba 
ser sancionada, sino por el quebranto patrimonial que hay 
que reparar. La atención del Constituyente se desplazó, 
pues, desde el autor o la conducta causante del daño, ha-
cía la víctima misma. Por ello importa más reparar el daño 
causado, que castigar una acción u omisión administrativa 
culpable. La finalidad de la responsabilidad consiste, pues, 
en borrar una culpa, sino en hacer recaer sobre el patrimo-
nio de la Administración, el daño sufrido por el particular.

No hay duda de que a partir del texto constitucional citado 
la responsabilidad se ha tornado en grado sumo objetiva, 
puesto que la culpa ha dejado de ser el fundamento único 
del sistema indemnizatorio, convirtiéndose simplemente 
en uno de los criterios jurídicos de imputación de daños a 
la administración. Por ello es posible, en muchos casos, que 
se tenga derecho a la indemnización de los daños patrimo-
niales ocasionados con una actividad administrativa lícita.”    

En cuanto a la responsabilidad del Estado por los perjuicios 
ocasionados por el conflicto armado; el terrorismo se ma-
nifiesta mediante la ejecución repetida de delitos por los 

1

1    Teoría y sinopsis de la ConstituciónPolítica de 
Colombia  1991

2
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    Constitución Política de Colombia, Bogotá, Leyer 2011
“artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por 
los daños antijurídicos que le sean imputables, causados 
por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido conse-
cuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de 
un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. “consti-
tución Política de Colombia, Leyer, 2011.

    M. P JULIO  CESAR URIBE ACOSTACONSEJO DE ESTADO. 
Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera. 
Sentencia 6789 de 22 de noviembre de 1992. .

2

3
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cuales se crea un Estado de alarma o terror en la colectivi-
dad o en ciertos grupos sociales o políticos. Cuando el aten-
tado es dirigido o concreto contra un elemento representa-
tivo del estado (actos terroristas), se produce en relación 
con los administrados damnificados un desequilibrio de las 
cargas públicas o un daño especial que si bien no está cau-
sado por el estado es padecido en razón de él, y en ese caso 
surge un título de imputación que permite la reparación, en 
cambio si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y 
tiene como fin sembrar pánico y desconcierto social como 
una forma de expresión por sus propias características (el 
conflicto armado), cierra las puertas a una posible respon-
sabilidad Estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo 
y en el espacio, planeado y ejecutado, sigilosamente, y por 
lo mismo, y en principio imposible de detectar por los orga-
nismos encargados de la seguridad pública. 
Es por esto que dentro del conflicto armado se puede dedu-
cir que la responsabilidad del Estado se apoya en el princi-
pio de solidaridad, que se recoge también en el artículo 1 
de la constitución nacional cuando se afirma que Colombia 
es un Estado social de Derecho, fundado en el respeto de la 
dignidad de la persona humana y en la solidaridad de las 
personas que la integran.
En cuanto a los actos perniciosos causados por los grupos 
al margen de la ley, se tienen otras características adiciona-
les, a los definidos como terroristas, en efecto, cuando las 
organizaciones subversivas con supuestas o abiertas pre-
tensiones políticas, incluyen en su plan de acción el ataque 
contra la riqueza pública y privada, su actuar es permanen-
te o latente y su presencia, aunque reconocida, es desco-
nocida, en cuanto a su ubicación geográfica, pues es más o 
menos generalizada en el territorio nacional, actuando de 
modo sorpresivo sobre seguro contra sus blancos elegidos 
a la manera terrorista. El Estado no autoriza ni patrocina, 
ni acepta du responsabilidad por los daños perpetrados 
por la subversión que está al margen de la ley. 
Según Consejo de Estado sala Contenciosa Administrativa:
El Estado responde por sus actos en la medida en que juris-
prudencialmente y según las reglas de la responsabilidad le 
sean imputables, o cuando una ley especial le ordene asis-
tencia, si no a titulo de responsabilidad, si a titulo de solida-
ridad publica, como cuando ocurren desastres catástrofes.         4

5

5

4   JESUS MARIA CARRILLO BALLESTEROS Consejo 
estado, sala de lo contencioso administrativo, sección 
tercera, sentencia enero 27 de 2000 exp: 8490

Es viable que el Estado dentro del principio de solidaridad 
y la obligación residual de reparar puede establecer un 
procedimiento mediante la CNRR para reparar de manera 
anticipada a las víctimas de los grupos armados organiza-
dos al margen de la ley, sin perjuicio de la obligación  de ha-
cerlo que tienen los victimarios y el derecho de repetición 
del estado contra estos. (Decreto nro. 1290 de 22 de abril 
de 2008 reparación individual de victimas)
El Estado además responde solidariamente teniendo en 
cuenta el presupuesto General de la Nación, de manera que 
en este ultimo año ya se tiene como base para efectos de 
indemnización a las víctimas que han accedido al progra-
ma de reparación individual por vía administrativa, 200 
mil millones de pesos para iniciar con el proceso de repara-
ción, a las víctimas.
Adicionalmente esto merece una importancia doble, ya 
que por un lado, es el reconocimiento del Estado al daño 
causado ya sea por actores armados ilegales, o por agen-
tes del Estado. Y en segundo término, porque las victimas 
que sienten temor de confrontar en procesos penales a sus 
victimarios, pueden aspirar a esta reparación sin necesidad 
de hacerlo.
Las víctimas de los grupos armados al margen de la ley 
cuentan con dos tipos de reparación, la vía judicial y la vía 
administrativa, la judicial, es un proceso establecido en 
la ley 795 de 2005, al cual puede acceder la víctima, una 
vez diligencia el formulario, registro de hechos atribuibles 
a grupos organizados al margen de la ley, creado para tal 
efecto por la fiscalía General de la Nación, el cual deberá ser 
entregado por las entidades receptores a la fiscalía. 
Y en la vía administrativa creada por el decreto 1290 de 
2008, tiene por objeto conceder un conjunto de medidas 
de reparación a favor de las personas que hayan sufrido un 
perjuicio causado por la acción de los grupos armados al 
margen de la ley .
Claramente, la identificación a cerca de quien responde por 
los daños antijurídicos, está en cabeza de un ente  cuyo, 
problema es la identificación de las causas y el total resar-
cimiento, aun que en ocasiones los perjuicios morales no se 
compensen con ganancias materiales.
Población: la investigación versa, generalmente sobre los 
grupos armados al margen de la ley, y las victimas producto 
de sus acciones, haciendo un estudio integral, en cuanto a 

     CNRR boletín  comisión nacional de reparación 
y regulación de victimas
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la forma de reparación por daños antijurídicos, acusados 
por la normatividad colombiana. La investigación se ha 
hecho por medio de la Comisión Nacional de Reparación 
y Reconciliación y con ayuda de documentación existente.
Y se ha hecho el respectivo análisis, por medio de la cartilla 
de la CNRR y  jurisprudencia, en donde la idea es no ejercer 
pena contra el autor, sino el principal objetivo es la repara-
ción de la víctima. 

CONCLUSIONES
Para terminar en necesario mencionar que  el  gran propó-
sito general de la reparación y la reconciliación que pro-
pone solidariamente el estado a las víctimas del conflicto 
armado es el equilibrio entre justicia y paz, la credibilidad 
que suscita por el avance en las actuales desmovilizaciones 
y su alcance universal por ser aplicable a miembros de gru-
pos subversivos, convirtiéndose en un instrumento valioso 
para consolidar de manera progresiva la paz y afianzar el 
imperio del Estado social de Derecho.
Finalmente el Estado responderá solidariamente frente a 
las víctimas del conflicto armado, bajo el supuesto de que 
Colombia es un estado social de derecho y por lo tanto debe 
velar por la vida, honra, dignidad, respeto y seguridad de 
los ciudadanos, garantizando sus derechos fundamentales 
bajo el principio de la Legalidad.
Además se debe tener en cuenta que las autorizaciones de 
gastos otorgadas al Gobierno Nacional en virtud de la repa-
ración, se incorporarán en los Presupuestos.
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JUSTICIA TRANSICIONAL COLOMBIA
Y ARGENTINA
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‘‘…no existe reconciliación justa ni duradera si no se 
satisface efectivamente la necesidad de justicia; el 
perdón, acto privado, supone, como condición de toda 
reconciliación, que la víctima conozca al autor de las 
violaciones y que éste haya tenido la posibilidad de ma-
nifestar su arrepentimiento: en efecto, para que pueda 
ser concedido el perdón es menester que haya sido pre-
viamente solicitado’’. Comisión de Derechos Humanos 
de Naciones Unidas. Subcomisión de Prevención de Dis-
criminaciones Y Protección de las Minorías” (Revista 
Pensamiento Jurídico, Nº 17, editorial: Pág. 163.)

Resumen
En el contexto latinoamericano se ha encontrado diferentes 
casos en los cuales se ha aplicado la justicia transicional con 
el objeto de superar la violencia y por esta vía garantiza la 
paz de los países.
En el presente escrito se demostrara como en el caso Colom-
biano y en caso Argentino se ha implementado la justicia 
transicional observando los tres postulados de este (justicia, 
verdad y reparación) cuyos efectos reales constan en hacer 
una con sección del aparato judicial en cuanto a su poder 
punitivo frente a las victimas sin que colateralmente se dé 
una real reparación.
Con el objeto de demostrar la tesis antes planteada es perti-
nente iniciar señalando los postulados básicos así como los 
mínimos de esta, para utilizar ello como canon de lectura 
de la ley 975 en el caso Colombiano y la ley de punto �inal y 
obediencia debida en el caso de Argentina y así demostrar la 
tesis planteada. 
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TRANSITIONAL JUSTICE AND ARGENTINA 
COLOMBIA

Abstract
In Latin America have found several cases in which transi-
tional justice has been applied in order to overcome violence 
and in this way ensures the peace of the country.
In the present paper were shown as in the case of Argentina 
and Colombia has implemented transitional justice by obser-
ving the three postulates of this (justice, truth and repara-
tions) real effects consist in making a cross section of the ju-
diciary in their punitive power against no collateral victims 
are given a real repair.
In order to prove the thesis before it is appropriate to initiate 
signaling raised the basic principles and the minimum is, to 
use it as reading canon law 975 in the case of Colombia and 
the law of due obedience endpoint and in the case Argentina 
and thus demonstrate the submission made.

Key words
Trancisional justice, truth, justice, repair, international hu-
manitarian law, human rights, forgive, forget, comparison of 
justice and argentina colombia transcional, victim and vic-
timizer.

INTRODUCCIÓN
En este artículo inicialmente se hablara de la justicia transi-
cional y la forma en que opera, se mencionaran los elemen-
tos básicos de la misma representados en justicia, verdad y 
reparación. Adentrándonos en el proceso que se surtió en 
cada uno de los países objeto de observación. 
Mencionaremos los efectos judiciales generados por la 

implementación de las normas en cada una de las legisla-
ciones que entraremos a trabajar. En el caso de Colombia 
con la ley de justicia y paz y en el caso de Argentina con la 
ley de punto �inal y obediencia debida; entendida desde el 
derecho a la verdad.

En ambos casos plantearemos la forma en que opera la re-
paración de las víctimas, para el caso de Colombia la ley 
975 de 2005 y para el caso de Argentina la dictadura mi-
litar. Mencionaremos los procesos que se han surtido y 
los efectos que han tenido cada una de las legislaciones; 
entendiendo que las mismas emergen en el año 2005 y al 
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año 2010 cada una de ellas ha surtido un efecto favorable 
y desfavorable que cuestiona la efectividad y eficacia de las 
mismas.

“La expresión ‘justicia transicional’ hace referencia a los 
procesos a través de los cuales se realizan transformacio-
nes radicales de un orden social y político, bien sea por el 
paso de un régimen dictatorial a uno democrático, bien por 
la finalización de un conflicto interno armado y la consecu-
ción de la paz. 

Los procesos de justicia transicional enfrentan importan-
tes dilemas, originados todos en la compleja necesidad de 
equilibrar los objetivos contrapuestos de justicia y paz” 
(RODRIGO, 2006, pág. 13)

La justicia transicional se puede entender como esa nece-
sidad de equilibrio que debe tenerse entre el acceso que 
tienen a la justicia, la verdad sobre las víctimas del conflicto 
armado y las condiciones que impongan los actores arma-
dos para su desmovilización. Presentada esta situación de 
violencia un país requiere una solución para las víctimas 
ofreciéndoles verdad, justicia y reparación a ellos y sus fa-
miliares. 
En razón a eso es procedente la implementación de la justi-
cia transicional, dejando atrás el conflicto armado para así 
restablecer la sociedad.
Colombia y Argentina, ante una violencia generalizada op-
taron por la aplicación de este tipo de leyes. En el caso co-
lombiano, la Ley de Justicia y Paz, y en el caso Argentino la 
ley de Punto Final y Obediencia debida; que serán expli-
cadas más adelante, pretendiendo dar un gran paso en la 
justicia social tanto para las víctimas como para los victi-
marios. 
La verdad busca la protección a las víctimas basada en el 
amparo de los derechos humanos evitando la repetición; 
ahora bien la necesidad de conocer la verdad, constituye 
una condición social regulada en los procesos de paz o 
transición democrática y suelen constituir una condición 
importante para el perdón, o un punto de partida donde 
se plantea que así no se tenga un conocimiento completo 
de la verdad si requiere de la construcción de una verdad 
histórica certera, sin esta el avance de cualquier proceso de 
reconciliación puede ser inviable.
“la justicia (…) en los términos tradicionales del modelo 
transaccional-punitivo implicaría cero impunidad y una 
impunidad total implicaría cero justicia” (HERRERA, Carlos 

Jose, TORRES, Silvania, 2003, pág. 9)

En el sistema tradicional existen tres actores para la apli-
cabilidad de la justicia: el agresor, la víctima y el Estado. El 
círculo inicia de una acción del agresor hacia la víctima, en 
la cual, mediante la consumación de un delito, el agresor 
proporciona a la víctima un sufrimiento o un daño. El Esta-
do proporciona a la víctima un sistema de atención que se 
plasma, fundamentalmente, en el derecho a ser escuchada
(HERRERA, Carlos Jose, TORRES, Silvania, 2003, pág. 10).

“Cualquier delito que no sea procesado conforme a este sis-
tema, es decir, aquel sobre el cual se aplique una pena dis-
tinta a la que positivamente estaba contemplada antes de 
la comisión del mismo, contendrá, en términos generales 
y abstractos esa dosis de impunidad a la que hemos hecho 
referencia. Este sistema de alternatividad penal es uno de 
los mecanismos en los cuales toman cuerpo los sistemas 
de justicia transicional” (HERRERA, Carlos Jose, TORRES, 
Silvania, 2003, pág. 10)

El proceso de reparación es aquella actividad por medio 
del cual se pretende compensar a las víctimas por el daño 
causado por una acción que genera violación a los derechos 
humanos en un período violento.

 Tomando como punto de referencia las actividades de 
restitución donde se pretende recomponer la situación 
anterior a la violación del derecho a modo de ejemplo, el 
desplazamiento forzado por causa de grupos al margen de 
la ley, la política de restitución debe garantizar; el retorno 
del bien y si este, esta usurpado la devolución constituye 
la restitución. La restauración suele hacer referencia a si-
tuaciones en las que se imposibilita el volver a la situación 
anterior.

La justicia transicional en Colombia, se enmarco en una 
época caracterizada por la violencia generalizada prove-
niente de los grupos armados ilegales (guerrilla y paramili-
tares) los cuales, venían de una tradición de más de veinte 
años de enfrentamiento.  Entrada la primera década del 
siglo veintiuno y con la salida del presidente Pastrana con 
su fallido intento de negociación de paz el cual, acrecentó 
el índice de violencia en el país, esto trajo consigo la con-
solidación de la ideología paramilitar que se sustentó en la 
incapacidad del estado para contener la oleada terrorista 
proveniente de las guerrillas y opto por tomar la justicia 
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por su propia mano y de manera violenta.

En el año 2002, entra a la Presidencia de la Republica el se-
ñor Álvaro Uribe Vélez quien, llego con una fuerte promesa 
de paz, donde se mezclaba la fuerza legítima del estado y la 
inversión social.  

Durante el gobierno del presidente Uribe, se iniciaron acer-
camientos de paz con las Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC) con el fin, de desmovilizar a este actor violento. Este 
actor se caracterizó por la realización de masacres y por 
supuestos vínculos ideológico y operativo con las fuerzas 
militares del estado. El Congreso de la Republica tenien-
do en cuenta estos pasos dados por el gobierno nacional, 
encabezo un proceso legislativo con el fin, de dar marcha 
a una ley que permitiera la implementación de la justicia 
transicional. Es así como se radico el proyecto de ley 211 
de 2005 (Senado) el cual, fue el primer movimiento para lo 
que a la larga se convertiría en la ley de justicia y paz.

Durante este mismo periodo, el gobierno realizo fuertes de-
bates en torno a la ley de justicia y paz. También, se venían 
realizando los acercamientos con los grupos de autodefen-
sas los cuales, reclamaban garantías legislativas para poder 
acceder a una desmovilización” (http://www.verdadabier-
ta.com/index.php?option=com_content&id=166)., 2006) 
En la exposición de motivos de la ley de justicia y paz (gace-
ta del congreso número 43 del 11 de febrero de 2005) . Se 
encontraron un sin número de argumentos los cuales de-
sarrollan una serie de tesis que confluyen en un fin común 
para la nación como lo es la paz.
Dicha exposición de motivos arguye que Colombia ha teni-
do una rica historia en cuestión de desmovilizaciones de 
tipo individual y grupal (caso como M-19, Quintín lame, 
EPL) y en razón a eso existen ya antecedentes legislativos 
en cuestión de amnistías, a los alzados en armas pero, te-
niendo en cuenta las realidades actuales en el mundo. Este 
tipo de normatividad no se puede aplicar a aquellos que 
han cometido delitos considerados de lesa humanidad. Es 
claro, que la finalidad última de este proyecto de ley es “La 
no repetición de los hechos” de acuerdo con lo planteado 
en la normatividad de ley de Justicia y Paz. Y es por eso, que 
se hace necesaria la verdad dentro de los procesos ya que 
esta complementa la comparecencia ante los entes judicia-
les y permite que se equilibren la justicia y la verdad.
La ley de justicia y paz conserva en su estructura general 
un sistema de justicia transicional que se basa en las al-

ternativas penales, reconoce esa importancia de la verdad 
histórica y la necesidad que tienen las victimas de ser re-
conocidas como tal, de ser reparadas y el compromiso de 
la restauración de su dignidad; así mismo se estructura un 
sistema nacional de
reconciliación y de reincorporación a la vida civil de los ex 
combatientes.

De acuerdo con el informe de  observatorio de la Justicia 
Transicional de 2005 a 2010 presentado por la  Procura-
duría General de la Nación  en octubre de 2011, se puede 
afirmar  que ninguna víctima se ha reparado integralmen-
te. Solo se han dado dos condenas que van inmersas en la 
misma sentencia del  29 de junio de 2010 (proceso 2006 
80077 tribunal superior del distrito judicial de Bogotá sala 
de justicia y paz magistrada ponente Uldi Teresa Jiménez 
López) que fue el caso de Mampujan. Este proceso fue con-
tra los ex comandantes de las autodefensas. Uber Enrique 
Bánquez Martínez, alias “Juancho Dique”, y Edwar Cobos 
Téllez, alias “Diego Vecino”, a los cuales se les imputaron 
delitos por desplazamiento forzado, concierto para delin-
quir, secuestro, Hurto entre otros. La pena alternativa  para 
estas dos personas fue la máxima establecida por esta ley 
que corresponde a ocho años de prisión.
De acuerdo a criterios constitucionales la reparación de 
la víctima en primera instancia corresponde al victima-
rio, quien debe asumir el costo, con sus bienes ya sean de 
origen lícito o ilícito. En caso de que estos bienes no sean 
suficientes para reparar a la víctima el Estado responderá. 
La reparación es una medida que tiende hacer desapare-
cer los efectos generados por la violencia y donde el daño 
material o inmaterial ocasionado, no implicara ningún em-
pobrecimiento ni enriquecimiento para la víctima y sus 
sucesores, razón por la cual deberá ser proporcional con 
los hechos cometidos. La reparación puede ser individual 
o colectiva. 
Respecto al fallo que origino la condena de estos parami-
litares, los aspectos centrales de esta reparación integral 
consistían en la solicitud de perdón a las víctimas por me-
dio de un  aviso en un periódico de amplia circulación, no 
obstante únicamente se realizó por el periódico universal 
de Cartagena, motivo por el cuál las victimas manifestaron 
su inconformidad ya que no se dio una difusión nacional 
y no se estableció con claridad el nombre de las víctimas.
Ante esta inconformidad las condenas tendrán un segui-
miento por parte del tribunal con finalidad de que las vícti-
mas sean reparadas integralmente.
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La magistrada del Tribunal de ley de justicia y paz solicito 
a Acción Social la publicación donde estos grupos subversi-
vos pidieran perdón a las víctimas y se hicieran  por medio 
de ceremonia ante la comunidad afectada, como  parte de 
una acción restauradora, de la dignidad, el buen nombre y 
el honor a las victimas ante la sociedad. El fallo ordenó la 
creación de tres colegios para la comunidad, la reparación 
de vías, la construcción de tres puentes.
Así las cosas la única reparación que se ha hecho es la sim-
bólica entendida como toda prestación realizada a favor de 
las víctimas o de una comunidad en general que tiende ase-
gurar la preservación de la memoria histórica, la no repe-
tición de hechos victimizantes, la solicitud del perdón pú-
blico por parte de los victimarios y el restablecimiento de 
la dignidad de las víctimas; después de aceptar los cargos 
y los hechos imputados pueden realizar una reparación co-
lectiva y simbólica tratando de resarcir a la comunidad los 
daños ocasionados y generados por sus acciones delictivas.
La corte permanente de justicia internacional afirma que 
“el principio general que está implícito en el concepto de 
acto ilícito, es que en la medida que sea posible, la repa-
ración debe anular todas las consecuencias ilícitas y res-
tablecer la situación que posiblemente hubiera existido de 
no haberse cometido dicho acto. Restitución en especie o, 
si ello no es posible un pago en dinero equivalente al valor 
que tendría la restitución en especie   si fuere posible”( As-
pectos De La Reparación En El Derecho Internacional, Pág 
45).
En el caso Argentina bajo un proceso que se llamó de reor-
ganización nacional se creó la dictadura militar desde 1976 
derrocado el gobierno de María Estela Perón e instaurando 
un régimen autoritario basado en la represión. Con esta 
dictadura, desapareció el estado de derecho y por ende se 
vieron afectados los derechos humanos, se instauro el es-
tado de sitio, toque de queda y la jurisdicción militar; esto 
con el fin de enfrentar situaciones anormales y excepciona-
les, para dar fuerza adicional al Poder Ejecutivo y ayudarlo 
a conjurar crisis y desordenes transitorios. El hecho de in-
terponer medidas legales como el habeas corpus o indagar 
por la detención o desaparición de alguna persona implica-
ba riesgo para cualquier abogado que la interpusiera y para 
los familiares que basándose en derechos fundamentales 
intentaran acceder a la justicia.

Entre 1930 y 1976 el ejército derroco a las autoridades ele-
gidas constitucionalmente y estableció un régimen militar 
que cuando no estaban directamente involucradas con el 

ejercicio del poder, desempeñaron papeles activos, respal-
dando u oponiéndose a políticas y programas de las autori-
dades civiles. Manifestando que con dicha intervención da-
ban cumplimiento a la base de sus responsabilidades por la 
seguridad interna o externa.
Entre 1976 y 1983 cuatro juntas militares (LORRENZETTI, 
2011, pág. 77) gobernaron en argentina aunque se trataba 
de un mandato conjunto y el representante del ejército era 
considerado como el presidente de la nación; cuando las 
fuerzas armadas tomaron el poder se instauro un aparato 
burocrático-autoritario estatal. 

“En un primer momento, al inicio del gobierno de Alfon-
sín, la transición argentina mostró una tendencia hacia 
una transición punitiva, ya que los miembros de la junta 
militar fueron condenados y todo parecía indicar que mu-
chos otros oficiales involucrados en crímenes iban a ser 
juzgados. Sin embargo, en un segundo momento y con la 
expedición de las leyes de punto final y obediencia debida 
(LORRENZETTI, 2011, pág. 113), producto de las presiones 
de los militares al gobierno Alfonsín y los retrocesos de los 
gobiernos civiles, dicho país se encaminó hacia el modelo 
de perdones “responsabilizantes”.
En un tercer momento, el indulto concedido a los je-
fes de la junta militar por parte de Menem condujo 
la transición argentina hacia el modelo de perdones 
“compensadores”(RODRIGO, 2006, pág. 4).

A su vez la Corte Suprema argentina, en sentencia de 14 de 
junio de 2005 (CSJA, 2005), declaró nulas las leyes de pun-
to final y obediencia debida, creadas para impedir procesos 
judiciales contra militares argentinos responsables de las 
violaciones de derechos humanos, leyes consideradas de 
amnistía e indulto.
A juicio de la Corte, si bien el Poder Legislativo tiene la fa-
cultad de dictar amnistías generales, dicha facultad se en-
cuentra limitada por las disposiciones de la Convención 
Americana de Derechos Humanos y del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos. Señala que aunque las 
leyes de amnistía han sido utilizadas históricamente como 
instrumentos de pacificación social para resolver conflic-
tos armados, sin embargo toda amnistía se orienta al olvido 
de graves violaciones de derechos humanos, lo que resulta 
Constitucionalmente intolerable y contrario a las disposi-
ciones del derecho internacional (CSJA, 2005, Fundamento 
Jurídico 16).
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“Si los responsables de graves violaciones de derechos hu-
manos o de graves infracciones del derecho internacional 
humanitario no pueden ser amnistiados ni indultados, tam-
poco, en principio, pueden ser objeto de reducción sustan-
tiva de la pena pues, por esta vía, no es difícil encubrir un 
indulto o amnistía parcial o integral. No obstante, lo cierto 
es que en ciertos casos excepcionales, las Cortes Penales In-
ternacionales han admitido la rebaja sustantiva de la pena 
impuesta a una persona responsable de cometer graves crí-
menes internacionales” (RODRIGO, 2006, pág. 61)

El primer paso en el proceso tendiente a terminar con la 
impunidad fue el reconocer que cuando se cometieron los 
hechos, ya existía un sistema internacional obligatorio de 
protección de derechos en función de la especial atención 
otorgada al derecho de gentes por el art, 118 de la constitu-
ción nacional, y que esa práctica consuetudinaria interna-
cional se veía fortalecida por las convenciones.

Así, pues se dio el reconocimiento por parte de los tribuna-
les del derecho de la víctima a conocer la verdad, median-
te la realización de los juicios de verdad (LORRENZETTI, 
2011, pág. 113) con un mecanismos que permitía mediante 
circunstancias de tiempo, modo y lugar evidenciar como se 
dieron estos crímenes y así establecer el destino de los des-
aparecidos y ubicar los cuerpos de las personas asesina-
das. Con la presencia de una institución que genéricamente 
podemos llamar Comisión de la Verdad” (HERRERA, Carlos 
Jose, TORRES, Silvania, 2003)

En lo referente a la verdad genera obligación ya que es 
necesario conocer los hechos y se crea una figura denomi-
nada ausente por desaparición forzada a toda aquella per-
sona que haya desaparecido por el accionar de las fuerzas 
represivas con anterioridad al 10 de diciembre de 1983 y 
esta ley no tiene plazo de caducidad.
La Justicia tiene la obligación de procesar y castigar a los 
responsables bajo los Juicios por   la Verdad y si en estado 
argentino no cumple con la obligación de juzgar a los res-
ponsables de crímenes de lesa humanidad, cualquier otro 
Estado podía hacerlo.
Reparación se tiene la obligación de reparar integralmente 
los daños morales y materiales ocasionados. La ley 24.411 
de 1994 artículo 4.
“La corte suprema le atribuye funciones principales a la 
unidad de superintendencia para delitos de lesa humani-
dad asignándole las siguientes funciones. 1. Solicitar infor-

mes periódicos a los magistrados respecto de la evaluación 
de los responsables por delitos de lesa humanidad; 2. Ex-
hortar a los jueces a acelerar los juicios; 3. Instar al consejo 
de la magistratura a adoptar medidas conducentes a dotar 
a los tribunales orales que participan en este tipo de casos 
de suficientes recursos humanos y materiales; 4. Convocar 
a los otros poderes del estado y al procurador general a 
coordinar medidas para acelerar las leyes de procedimien-
to penal.” (LORRENZETTI, 2011, pág. 243), Ahora bien con 
lo correspondiente al número casos condenados se han 
realizados varias acciones por parte del estado para dar 
cumplimiento a la política de reparación señalando crono-
lógicamente algunos ejemplos tomados  de el periódico la 
mañana de córdoba de la edición del 21 de marzo de 2010.
“El 30 de noviembre de 2006 se dispone la señalización de 
los 500 lugares de detención clandestinos que funcionaron 
en todo el país durante la dictadura militar. El primero fue 
“La Perla”, en la provincia de Córdoba.
El 7 de marzo de 2007, el Procurador General de la Nación, 
Esteban Righi, creó la Unidad Fiscal de Coordinación y Se-
guimiento de las Causas por Violaciones a los Derechos Hu-
manos cometidos durante la dictadura militar, a cargo del 
relevamiento y seguimiento de las causas.
En mayo de 2008, se crea por iniciativa del Poder Ejecuti-
vo, posteriormente aprobado por el Congreso, un fondo de 
recompensas por un total de cinco millones de pesos para 
quienes aporten datos que sirvan para capturar a represo-
res de la dictadura militar.
El 19 de noviembre de 2009, el Senado convirtió en ley la 
norma que regula la extracción de ADN a presuntos hijos 
de desaparecidos cuyo fin es establecer la identidad de un 
imputado u otra persona o para la constatación de circuns-
tancias de importancia en la investigación penal.
Ese mismo día se convierte en ley la normativa que regirá 
al Banco Nacional de Datos Genéticos y la que permite a 
las organizaciones de derechos humanos ser querellantes 
en las causas por delitos de lesa humanidad” (http://www.
lmcordoba.com.ar/nota.php?ni=7117., 2010)
 “permitió anular las leyes de impunidad, declaradas in-
constitucionales por la Corte Suprema en el 2005. Desde 
entonces 922 casos han sido judicializados, pero solo se ha 
emitido condena en 38, según un informe presentado ante 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el pa-
sado 23 de marzo de 2009. Están siendo procesadas 350 
personas que aún no han sido condenadas, y 77 de éstas 
lograron la excarcelación. Y aunque muchos victimarios 
han sido llamados a comparecer ante la justicia, en el úl-
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timo año han sido asesinados varios testigos claves en los 
procesos” (Lema, Panorama de la verdad y la reparación en 
América Latina, 2009)
Así las cosas Argentina ha llevado a cabo una fuerte in-
vestigación referente a la injusticias ocasionadas por la 
dictadura militar; ahora para el gobierno Argentino la im-
portancia de los procesos no están solo en el castigo de los 
victimarios; las victimas consideran que no hay nada que 
perdonar ni nada que vengar lo que el gobierno plantea es 
la necesidad de mantener la memoria publica; reactivando 
el pasado “perseverar en la búsqueda de justicia y repara-
ción. Sin memoria y justicia no hay presente, no hay futuro” 
(LORRENZETTI, 2011, pág. 207) .  
En cada uno de los países objeto de estudio se puede evi-
denciar el esfuerzo por lograr que las leyes tengan la apli-
cabilidad propuesta al momento de su creación esto se 
puede precisar en el caso Colombia con la comisión nacio-
nal de reparación y reconciliación y las  comisiones regio-
nales para la restitución de bienes estas comisiones tienen 
función de seguimiento a la reparación de las víctimas con 
esto se garantiza el esclarecimiento de los procesos se debe 
presentar un informe público. En cada uno de estos se pue-
de evidenciar el problema central de La ley de Justicia y Paz 
el cual atañe a la reparación.
Para la Fundación de Ideas para la paz el problema de la re-
paración  “es  la reparación judicial: debido a  la magnitud 
de números de víctimas que  están y el problema de protec-
ción y seguridad a las víctimas y de los testigos, de quienes 
depende en gran medida el éxito de las investigaciones que 
se adelantan contra los ex miembros de la autodefensas, y 
el último el inmenso costo financiero que este manejo judi-
cial conlleva”  (Torres, 2007).
En el caso Argentino con la creación de la unidad de asis-
tencia y seguimiento de las causas penales en las que se in-
vestiga la desaparición forzada de personas, ocurrida antes 
del 10 de diciembre de 1983.
La nueva dependencia fue creada para dar “la más rápi-
da satisfacción de las necesidades que plantean los ma-
gistrados a cargos de dichas causas en materia de perso-
nal, equipamiento y adecuación de espacios y elementos 
para la celebración de audiencias y otros actos de similar 
naturaleza” (http://www.pagina12.com.ar/diario/ulti-
mas/20-88795-2007-07-27.html, 2007).

Esto dada la complejidad de los graves casos de violaciones 
de los derechos humanos el anexo de la menciona unidad 
de los juicios realizados y en los que se ha dictado sen-

tencia y de los que encuentran en curso. (LORRENZETTI, 
2011, págs. I, II)  

Una vez planteados los puntos pendientes de analizar en 
cada uno de los países objeto de estudio se pudo demostrar 
la tesis que planteábamos referente a la ley 975 en el caso 
Colombiano y la ley de punto final y obediencia debida en 
el caso de Argentina; en primer lugar se mostró como pue-
de ser eficaz; mas en el caso que en colombiano; pero no 
se logra llegar a la eficiencia en ninguno de los estados, se 
tomó como punto de referencia la fecha en que se crearon 
las leyes de cada uno de los países y como estas en busca 
de aplicar las leyes generaron las comisiones de seguimien-
to para dar a las victimas la verdad que en algunos casos 
nunca se alcanzara por falta de evidencia y desaparición de 
los actores armados pero que finalmente es todo lo que le 
queda a la población afectada. 
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PRISIÓN Y JUSTICIA PREMIAL 
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Resumen
El artículo pretende ilustrar la percepción de la Sociedad  Co-
lombiana frente a las medidas incorporadas en la ley 1453 
de 2011 tendientes a garantizar la seguridad ciudadana,   en 
la que a simple vista se advierten potenciales falencias  de 
técnica jurídica y legislativa, como son entre otras:   el reco-
nocer mecanismos sustitutivos de la pena de prisión  para 
delitos  más graves, y desconocerlos frente a unos más leves. 
De igual forma el reconocer  menor rebaja de pena en acep-
tación de cargos a quien comete un delito y es capturado en 
Flagrancia.  Frente a una mayor rebaja de pena para quien  
cometiendo el mismo delito, elude la acción de la justicia, ge-
nerando mayor esfuerzo y gasto al Estado para su ubicación 
y comparecencia al proceso. 

Palabras Clave
Ley de seguridad social, pena de prisión, justicia premial. 

“ THE LAW OF CIVIL SAFETY “ AN ADVANCE OR 
LEGISLATIVE SETBACK IN HEADQUARTERS OF 
SUBSTITUTE MECHANISMS OF A SORROW OF 

PRISON AND JUSTICE PREMIAL

Abstract
The article tries to illustrate the perception of the Colombian 
Company opposite to the measures incorporated in the law 
1453 of 2011 tending to guarantee the civil safety, in which 
to simple sight they warn potential failings of juridical and 
legislative technology, since they are between others: to 
recognize substitute mechanisms of a sorrow of prison for 

more serious crimes, and not to know them opposite to the 
slighter some. 
Of equal form to recognize minor reduction of a sorrow in 
acceptance of charges to whom it commits a crime and is 
captured in Flagrancy. Opposite to a major reduction of a 
sorrow for whom committing the same crime, it eludes the 
action of the justice, generating major effort and expense to 
the State for his location and appearance to the process.

Key words
Social Security Act, imprisonment, justice reward system.

INTRODUCCIÓN
Dice un adagio popular: -estamos tan acostumbrados a que 
nos traten mal, que cuando nos tratan bien, lloramos-.  Lo 
paradójico, es que, en la sociedad del con�licto Colombiana, 
en sus “avances” jurídicos por parte del legislativo,  el ada-
gio deja de ser un simple “dicho”, para convertirse de mane-
ra recurrente en realidad, veamos un pequeño ejemplo no 
más, para no herir susceptibilidades.
La primera parte del adagio dice: – estamos tan  acostum-
brados a que nos traten mal-,  evidencia entonces una rei-
terada secuencia de eventos desafortunados, que conllevan 
a la aceptación pasiva de la sociedad,  lo que se re�leja,  en 

  euq ,avitalsigel adnega adauceda  anu ed atlaf anaiditoc al
en materia de seguridad ciudadana, incorpore al ordena-
miento jurídico disposiciones  serias y comprometidas con 
el colectivo,  producto de un trabajo de investigación, análi-
sis, disertación y técnica jurídica,  que confronten, el re�lejo 
�lagelar,  del día a día  de nuestra sociedad; el con�licto  ar-
mado con los grupos  al margen de la ley  bien sea guerrilla, 
o “paramilitarismo”,  sumado al cáncer del narcotrá�ico, la 
corrupción administrativa, la delincuencia organizada, las 
nacientes bandas criminales y la delincuencia común. 
En síntesis, esa suma de ine�iciencia institucional, nos ha 
llevado a acostumbrarnos a que nos traten mal, como en 
efecto viene sucediendo.   
Sin embargo, nuestro “estudioso y acucioso” legislador,  tra-
mitó en su seno la hoy,  ley  de la república  1453 de 2011, 
sancionada  el pasado 24 de junio por nuestro “diligente y 
e�iciente” gobernante. Para dar,  en gran medida, solución a 
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los  problemas  de seguridad  ciudadana,  que por su rele-
vancia  entran en la órbita del derecho penal.
En otras palabras, empezamos a desarrollar la segunda 
parte del adagio popular que dice:   – que cuando nos tra-
tan bien, lloramos-. Porque, para nuestro objeto de estudio 
como son los mecanismos sustitutivos de la pena privativa 
de la libertad (prisión). Ese tratamiento de “bienestar” le-
gislativo incorporado en el orden  jurídico con la ley 1453 
de 2011, en realidad de verdad, no provoca llorar de felici-
dad, por encontrar en ella,  soluciones  efectivas y e�icaces. 
Por el contrario, ese buen trato legislativo nos lleva a llorar 
de desasosiego,  por la falta de técnica jurídica y legislativa, 
por considerar que el mensaje es inadecuado frente a la co-
munidad criminal, y, a la sociedad en general. 

DISCUSIÓN
Como veremos a continuación  en nuestro punto de estu-
dio, somero ejemplo de ello son las modi�icaciones intro-
ducidas por el legislador en la ley 1453 de 2011 a los de-
nominados mecanismos sustitutivos de la pena de prisión.  
Veamos qué pasa al formular  una pregunta simple como: 
¿Que es más grave, que una persona  lesione a otra o  que 
una persona  le quite  la vida a otra?-
Para solucionar la pregunta  acudiremos desde el punto de 
vista punitivo  al ordenamiento penal  Colombiano,  concre-
tamente al artículo 136 del Código Penal Vigente    que es-
tablece el tipo penal de lesiones en persona protegida, con 
una pena incrementada  en una tercera parte  de la prevista 
para el tipo penal  de lesiones personales , lo que  traduce 
en cifras,  que la pena privativa de la libertad de (prisión), 
puede partir en su mínimo de un (1) año y en su máximo de 
dos (2) años de prisión,  en tratándose de una lesión leve, 
sin el incremento punitivo de la ley 890 de 2004. 

4
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     ARTICULO 136. LESIONES EN PERSONA PROTEGIDA. El 
que, con ocasión y en desarrollo de con�licto armado, cause 
daño a la integridad �ísica o a la salud de persona protegida 
conforme al Derecho Internacional Humanitario, incurrirá 
en las sanciones previstas para el delito de lesiones perso-
nales, incrementada hasta en una tercera parte. Ley 599 de 
julio 24 de 2000, promulgada en el Diario O�icial No 44097 
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     ARTÍCULO 111. LESIONES. El que cause a otro daño en el 
cuerpo o en la salud, incurrirá en las sanciones establecidas 
en los artículos siguientes.  
ARTÍCULO 112. INCAPACIDAD PARA TRABAJAR O ENFERME-
DAD. <Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 
2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas 
aumentadas es el siguiente:> Si el daño consistiere en incapa-
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cidad para trabajar o en enfermedad que no pase de treinta 
(30) días, la pena será de prisión de dieciséis (16) a treinta y 
seis (36) meses. 
Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o enfer-
medad superior a treinta (30) días sin exceder de noventa 
(90), la pena será de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) 
meses de prisión y multa de seis punto sesenta y seis (6.66) a 
quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si pasare de noventa (90) días, la pena será de treinta y dos 
(32) a noventa (90) meses de prisión y multa de trece punto 
treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 113. DEFORMIDAD. <Penas aumentadas por el ar-
tículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 
2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente:> Si 
el daño consistiere en deformidad �ísica transitoria, la pena 
será de prisión de dieciséis (16) a ciento ocho (108) meses y 
multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de prisión de treinta y dos 
(32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de treinta y cua-
tro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y cuatro (54) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará has-
ta en una tercera parte.

ARTÍCULO 114. PERTURBACION FUNCIONAL. <Penas au-
mentadas por el artículo14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 
1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el 
siguiente:> Si el daño consistiere en perturbación funcional 
transitoria de un órgano o miembro, la pena será de prisión 
de treinta y dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa 
de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a 
ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de 
treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y 
cuatro (54) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 115. PERTURBACION PSIQUICA. <Penas aumen-
tadas por el artículo14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 
1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es 
el siguiente:> Si el daño consistiere en perturbación psíqui-
ca transitoria, la pena será de prisión de treinta y dos (32) 
a ciento veintiséis (126) meses y multa de treinta y cuatro 
punto sesenta y seis (34.66) a sesenta (60) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a 
ciento sesenta y dos (162) meses de prisión y multa de trein-
ta y seis (36) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 116. PERDIDA ANATOMICA O FUNCIONAL DE UN 
ORGANO O MIEMBRO. <Penas aumentadas por el artículo 14 
de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El 
texto con las penas aumentadas es el siguiente:> Si el daño 
consistiere en la pérdida de la función de un órgano o miem-
bro, la pena será de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) 
meses de prisión y multa de treinta y tres punto treinta y tres 
(33.33) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
La pena anterior se aumentará hasta en una tercera parte 
en caso de pérdida anatómica del órgano o miembro.
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cuando una persona le quita la vida a otra persona,  el tipo 
penal de homicidio,   el cual contempla una pena privativa 
de la libertad  que parte en su mínimo de trece (13) años 
y en su máximo de veinticinco (25) años de prisión,  sin el 
incremento punitivo de la ley 890 de 2004.
Signi�ica entonces, a la luz del orden jurídico penal Colom-
biano, que resulta más grave punitivamente  el homicidio 
que las lesiones personales en persona protegida.  
Pero entonces, porque para nuestro actual legislador,  en 
sede de concesión de mecanismos sustitutivos de la pena 
privativa de la libertad de prisión, es más grave que una 

  etiuq el euq el  anosrep anu euq a ,arto a enoisel  anosrep
la vida a otra. 
O en otras palabras resulte más bene�icioso para el infrac-
tor en sede de concesión  de mecanismos sustitutivos de la 
pena privativa de la libertad de prisión, que una persona le 
quite la vida a otra,  a que  una persona lesione a otra.
Lo curioso del asunto, es que tanto en las Lesiones en Per-
sona Protegida,  como en Homicidio existe altamente la po-
sibilidad de que el presunto infractor  se  cobije a las reba-
jas por aceptación de cargos que prevé la justicia prémial 
de la ley 906 de 2004; por lo tanto, si  la pena impuesta al 
infractor tanto  en uno como en otro evento, fuera inferior 
a ocho (8) años de prisión, tendríamos conforme al artículo 
3 de la ley 1453 , que el individuo que mato  al otro  tendrá 
derecho al  bene�icio de la vigilancia electrónica  como sus-
titutivo de la pena de prisión, es decir que podrá estar con 
una manilla  electrónica, calle arriba y calle abajo, gozando 
de su libertad  con  la simple vigilancia electrónica.

6
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Ley 599 de julio 24 de 2000, promulgada en el Diario 
O�icial No 44097 de fecha 24 de julio de 2000. Imprenta 
Nacional de Colombia.  

  ARTÍCULO 103. HOMICIDIO. <Penas aumentadas por 
el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de 
enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el 
siguiente:> El que matare a otro, incurrirá en prisión de 
doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) 
meses.
Ley 599 de julio 24 de 2000, promulgada en el Diario 
O�icial No 44097 de fecha 24 de julio de 2000. Imprenta 
Nacional de Colombia.  

   ARTÍCULO 3o. VIGILANCIA ELECTRÓNICA. El artículo 
38A de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 38A Sistemas de vigilancia electrónica como 
sustitutivos de la prisión. El Juez de Ejecución de Penas 
y Medidas de Seguridad podrá ordenar la utilización de 
sistemas de vigilancia electrónica durante la ejecución 
de la pena, como sustitutivos de la prisión, siempre que 
concurran los siguientes presupuestos: 
1. Que la pena impuesta en la sentencia no supere los 
ocho (8) años de prisión. 
2. Que la pena impuesta no sea por delitos de genoci-
dio, contra el Derecho Internacional Humanitario, des-
aparición forzada, secuestro extorsivo, tortura, despla-
zamiento forzado, trá�ico de menores de edad, uso de 
menores de edad para la comisión de delitos, trá�ico de 
migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, extorsión, concierto 
para delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, 
usurpación y abuso de funciones públicas con �ines te-
rroristas, �inanciación del terrorismo y de actividades 
de delincuencia organizada, administración de recur-
sos con actividades terroristas y de delincuencia orga-
nizada, �inanciación del terrorismo y administración 
de recursos relacionados con actividades terroristas, 
delitos relacionados con el trá�ico de estupefacientes, 
fabricación, trá�ico y porte de armas y municiones de 
uso privativo de las fuerzas armadas y fabricación, trá-
�ico y porte de armas de fuego, municiones o explosivos 
y delitos contra la administración pública, salvo delitos 
culposos. 
3. Que la persona no haya sido condenada por delito 
doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años 
anteriores. 
4. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social 
del condenado permita al Juez deducir seria, fundada y 
motivadamente que no colocará en peligro a la comu-
nidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. 
5. Que se realice o asegure el pago de la multa median-
te garantía personal, prendaria, bancaria o mediante 
acuerdo, salvo cuando se demuestre que está en inca-
pacidad material de hacerlo teniendo en cuenta sus re-
cursos económicos y obligaciones familiares. 
6. Que sean reparados los daños ocasionados con el 
delito dentro del término que �ije el Juez o se asegure 
su pago mediante garantía personal, prendaria, ban-
caria o mediante acuerdo, salvo cuando se demuestre 
que está en incapacidad material de hacerlo teniendo 
en cuenta sus recursos económicos y obligaciones fami-
liares. 
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7. Que se garantice mediante caución el cumplimiento 
de las siguientes obligaciones, las cuales deberán cons-
tar en un acta de compromiso: 
a) Observar buena conducta; 
b) No incurrir en delito o contravención mientras dure 
la ejecución de la pena; 
c) Cumplir con las restricciones a la libertad de locomo-
ción que implique la medida; 
d) Comparecer ante quien vigile el cumplimiento de la 
ejecución de la pena cuando fuere requerido para ello. 
El incumplimiento de las obligaciones impuestas en el 
acta de compromiso dará lugar a la revocatoria de la 
medida sustitutiva por parte del Juez de ejecución de 
penas y medidas de seguridad. 
8. Que el condenado no se haya beneficiado, en una an-
terior oportunidad, de la medida sustitutiva de pena 
privativa de la libertad. 

PARÁGRAFO 1o. El juez al momento de ordenar la sus-
titución deberá tener en cuenta el núcleo familiar de la 
persona y el lugar de residencia. 
PARÁGRAFO 2o. La persona sometida a vigilancia elec-
trónica podrá solicitar la redención de pena por tra-
bajo o educación ante el Juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad, de acuerdo a lo señalado en el 
Código Penitenciario y Carcelario. 
PARÁGRAFO 3o. Quienes se encuentren en detención 
preventiva en establecimiento carcelario bajo el régi-
men de la Ley 600 de 2000 podrán ser destinatarios de 
los sistemas de vigilancia electrónica, previo cumpli-
miento de los presupuestos establecidos en el artículo 
314  de la Ley 906 de 2004. 
PARÁGRAFO 4o. El Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, suministrará la información de las personas 
cobijadas con esta medida a la Policía Nacional, me-
diante el sistema de información que se acuerde entre 
estas entidades, dentro de los seis meses siguientes a la 
expedición de esta ley. 
Este artículo será reglamentado por el Gobierno Nacio-
nal para garantizar las apropiaciones del gasto que se 
requieran para la implementación del citado sistema 
de vigilancia electrónica dentro de los 60 días siguien-
tes a su sanción. 

LEY 1453 DE 2011 (junio 24) Diario Oficial No. 48.110 
de 24 de junio de 2011.CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Mientras, que el otro individuo que no mato, sino que tan 
solo lesiono  no tendrá ese beneficio y deberá  purgar su 
pena en prisión.  
Nace una  serie de preguntas como:  ¿cuál es el mensaje 
del legislador a la comunidad delincuencial y comunidad 
en general?  o ¿Son coincidencia los beneficios  a los meca-
nismos sustitutivos de la pena de prisión, en  este momento 
actual en que se encuentran purgando pena, un sin número 
de parlamentarios y políticos de importancia por delitos  
comunes de gravedad? O, acaso  el entendido es que ¿tiene 
mayores beneficios si matas que si lesionas?.    
Sin mayor esfuerzo mental,  un ciudadano del común pue-
de  comprender que el principal de sus derechos es la vida, 
porque si no hay vida, no hay ejercicio de los otros dere-
chos por simple sustracción de materia,  de tal manera que 
el Delito de Homicidio, es más grave que la lesión así  se 
trate de persona protegida conforme al DIH. 
Por eso, sin el propósito de crear suspicacias, y en el mejor 
sentido,  se presenta una   inconformidad,  por considerar  
más que un avance un retroceso, en materia de seguridad 
ciudadana, las prerrogativas punitivas  que nuestro legis-
lador otorga a  conductas graves frente a conductas más 
leves,  como es el  matar, con prerrogativa, frente al lesionar 
a persona protegida por el DIH sin prerrogativa por citar 
uno de tantos ejemplos. 
Ahora bien, si vemos éste mismo caso en sede de Prisión 
Domiciliaria, tenemos que nuestro legislador en el parágra-
fo del artículo 25 de la ley 1453 de 2011 , que el infractor 
podrá  estar en su lugar de residencia  para cumplir el saldo 
de su pena  cuando  haya cumplido la mitad de la condena.   

8

     ARTÍCULO 25. DETENCIÓN DOMICILIARIA PARA FAVO-
RECER LA REINTEGRACIÓN DEL CONDENADO. El artícu-
lo 64 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 
Artículo 64. Libertad condicional. El juez podrá conceder 
la libertad condicional al condenado a pena privativa de 
la libertad previa valoración de la gravedad de la conduc-
ta punible, cuando haya cumplido las dos terceras partes 
de la pena y su buena conducta durante el tratamiento 
penitenciario en el centro de reclusión permita suponer 
fundadamente que no existe necesidad de continuar la 
ejecución de la pena. En todo caso su concesión estará 
supeditada al pago total de la multa y de la reparación 
a la víctima o se asegure el pago de ambas mediante ga-
rantía personal, prendaria, bancaria o mediante acuerdo 

8
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de pago. 
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se 
tendrá como período de prueba. Cuando este sea infe-
rior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro 
tanto. 
PARÁGRAFO. La ejecución de la pena privativa de la li-
bertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada 
del sentenciado, excepto en los casos en que el senten-
ciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, cuan-
do haya cumplido la mitad de la condena y concurran 
los presupuestos contemplados en los numerales 2, 3, 4 
y 5 del artículo 38 de la Ley 599 de 2000, siempre que la 
pena impuesta no sea por delitos de genocidio, contra 
el Derecho Internacional Humanitario, desaparición 
forzada, secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento 
forzado, tráfico de menores de edad, uso de menores de 
edad para la comisión de delitos, tráfico de migrantes, 
trata de personas, delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales, extorsión, concierto para delin-
quir agravado, lavado de activos, terrorismo, usurpa-
ción y abuso de funciones públicas con fines terroristas, 
financiación del terrorismo y de actividades de delin-
cuencia organizada, administración de recursos con 
actividades terroristas y de delincuencia organizada, 
financiación del terrorismo y administración de recur-
sos relacionados con actividades terroristas, delitos 
relacionados con el tráfico de estupefacientes, fabrica-
ción, tráfico y porte de armas y municiones de uso pri-
vativo de las Fuerzas Armadas, y fabricación, tráfico y 
porte de armas de fuego, municiones o explosivos. 

LEY 1453 DE 2011 (junio 24) Diario Oficial No. 48.110 
de 24 de junio de 2011.CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Entonces si el infractor  le ha quitado la vida a otra persona, 
a la mitad de su pena,  podrá  contemplar la posibilidad de 
cumplir el restante en su casa como sustitutiva de la pena 
de prisión. Pero  si solo lesiono a persona protegida  en los 
términos del DIH  no se le sustituirá la prisión por la pri-
sión domiciliaria. 
 De otra parte Miremos la Justicia Premial,  se había estu-
diado por parte del legislador  que en la medida  en que  
mas  prontamente el implicado  generara una aceptación 
de responsabilidad frente a su conducta criminal,  sería 
estimulado con una rebaja  mayor, de ahí que  el Sistema 
Penal Oral Acusatorio, incorporó   en el artículo 351 de la 

ley 906 de 2004  que la aceptación de los cargos en la im-
putación comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena. 

Sin embargo el legislador en a la ley 1453 de 2011 incor-
poró en su artículo 57   una curiosa modificación a dicha 
rebaja  que corresponde a que si la persona es capturada 
en flagrancia tendrá una rebaja de pena inferior a si no es 
capturada en flagrancia. 
Quiere decir que si  un individuo A comete un Homicidio 
pero  evita el desgaste de la administración de justicia  y 
permite su captura  en flagrancia,  tan solo  tendrá  una ¼  
del beneficio del artículo 351 de la ley 906 de 2004. 
Pero si  se trata de  un individuo B quien  comete un homici-
dio,  donde existe un gran desgaste por parte de la adminis-
tración de justicia para lograr su ubicación y comparecen-
cia,  se le premia  por desgastar mayormente al estado  con 
una rebaja mayor toda vez que se le concede el beneficio 
del artículo 351 de la ley 906 de 2004  integralmente. 
Queda el ciudadano del común con dos interrogantes: 
¿Sería lo correcto que el que genera menor desgaste para el 
Estado que es el aprehendido en Flagrancia,  tenga el esti-
mulo de mayor rebaja que al que genera mayor desgaste al 
Estado al no ser capturada en Flagrancia ?.

9
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   Artículo 351. Inciso 1°.  Ley 906 del 31 de agosto de  
2004. Modalidades. La aceptación de los cargos deter-
minados en la audiencia  de formulación de la imputa-
ción,  comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena 
imponible,  acuerdo que se consignará en el escrito  de 
acusación. 
  
   ARTÍCULO 57. Flagrancia. El artículo 301 de la Ley 
906 de 2004 quedará así: 

Artículo 301. Flagrancia. Se entiende que hay flagran-
cia cuando: 
1. La persona es sorprendida y aprehendida durante la 
comisión del delito. 
2. La persona es sorprendida o individualizada durante 
la comisión del delito y aprehendida inmediatamente 
después por persecución o cuando fuere señalado por 
la   víctima u otra persona como autor o cómplice del 
delito inmediatamente después de su  perpetración. 
3. La persona es sorprendida y capturada con objetos, 
instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundada 
mente que acaba de cometer un delito o de haber par-

9
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ticipado  en él. 

4. La persona es sorprendida o individualizada en la 
comisión de un delito en un sitio abierto al público 
a través de la grabación de un dispositivo de video y 
aprehendida  inmediatamente después. 

La misma regla operará si la grabación del dispositivo 
de video se realiza en un lugar  privado con consen-
timiento de la persona o personas que residan en el 
mismo. 

5. La persona se encuentre en un vehículo utilizado 
momentos antes para huir del lugar  de la comisión 
de un delito, salvo que aparezca fundada mente que el 
sujeto no tenga conocimiento de la conducta punible. 

Parágrafo. La persona que incurra en las causales  an-
teriores solo tendrá una ¼  del beneficio  de que trata 
el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.

O por el contrario, ¿Lo correcto es, que si no te dejas aga-
rrar como delincuente   en flagrancia,  se te premiará con 
mayor rebaja cuando se le imputen los cargos por haber 
desgastado más la administración de justicia y los recursos 
del Estado? Lo anterior nos lleva a concluir, que si,  como 
le enuncia el legislador,  en el capítulo 1°  de la ley 1453 de 
2011, estas son algunas de las “MEDIDAS PENALES PARA 
GARANTIZAR LA SEGURIDAD CIUDADANA”, y apreciando 
como vimos, las medidas  consistentes en darle la posibili-
dad jurídica y material de otorgarle beneficios  en sede de 
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad  
de prisión  de Vigilancia electrónica y Prisión domiciliaria;   
entre otros, a unos de los peores y más reprochables de 
los crímenes, como es el homicidio, y si  tiene  más rebaja 
de pena quien  elude la acción de la justicia  y dificulta su  
aprehensión,  que quien  facilita la acción del Estado,   pues,  
como no llorar,  si eso es, tratarnos bien.  
curiosa modificación a dicha rebaja  que corresponde a que 
si la persona es capturada en flagrancia tendrá una rebaja 
de pena inferior a si no es capturada en flagrancia. 
Quiere decir que si  un individuo A comete un Homicidio 
pero  evita el desgaste de la administración de justicia  y 
permite su captura  en flagrancia,  tan solo  tendrá  una ¼  
del beneficio del artículo 351 de la ley 906 de 2004. 
Pero si  se trata de  un individuo B quien  comete un homici-
dio,  donde existe un gran desgaste por parte de la adminis-

tración de justicia para lograr su ubicación y comparecen-
cia,  se le premia  por desgastar mayormente al estado  con 
una rebaja mayor toda vez que se le concede el beneficio 
del artículo 351 de la ley 906 de 2004  integralmente. 
Queda el ciudadano del común con dos interrogantes: 
¿Sería lo correcto que el que genera menor desgaste para el 
Estado que es el aprehendido en Flagrancia,  tenga el esti-
mulo de mayor rebaja que al que genera mayor desgaste al 
Estado al no ser capturada en Flagrancia ?.
O por el contrario, ¿Lo correcto es, que si no te dejas aga-
rrar como delincuente   en flagrancia,  se te premiará con 
mayor rebaja cuando se le imputen los cargos por haber 
desgastado más la administración de justicia y los recursos 
del Estado?
Lo anterior nos lleva a concluir, que si,  como le enuncia el 
legislador,  en el capítulo 1°  de la ley 1453 de 2011, estas 
son algunas de las “MEDIDAS PENALES PARA GARANTIZAR 
LA SEGURIDAD CIUDADANA”, y apreciando como vimos, las 
medidas  consistentes en darle la posibilidad jurídica y ma-
terial de otorgarle beneficios  en sede de mecanismos sus-
titutivos de la pena privativa de la libertad  de prisión  de 
Vigilancia electrónica y Prisión domiciliaria;   entre otros, 
a unos de los peores y más reprochables de los crímenes, 
como es el homicidio, y si  tiene  más rebaja de pena quien  
elude la acción de la justicia  y dificulta su  aprehensión,  
que quien  facilita la acción del Estado,   pues,  como no 
llorar,  si eso es, tratarnos bien.  
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Resumen
El Positivismo es una corriente filosófica, en la que se toma 
el conocimiento científico como un conocimiento auténtico, 
sosteniendo el cientificismo como clave de la resolución téc-
nica de todos los problemas prácticos, consagrando el ideal 
de una ciencia neutral, independiente de valores, incontami-
nada por los intereses o afectos individuales, con una demar-
cación entre ciencia y metafísica, donde todas las activida-
des filosóficas y científicas deben efectuarse únicamente en 
el marco del análisis de los hechos reales verificados por la 
experiencia, esta corriente en el campo del Derecho llega a 
través del concepto de Derecho Positivo, considerando al de-
recho como creación del ser humano.

Palabras Clave
Positivismo, derecho, racionalismo, derecho natural, iusposi-
tivismo, justicia social, derecho positivo.

POSITIVISM AND LAW

Abstract 
Positivism is a philosophical, in which scientific knowledge is 
taken as a true knowledge, scientism holding key technical 
solution of all practical problems, enshrining the ideal of a 
neutral science, independent of values, uncontaminated by 
individual interests or affections, with a demarcation bet-
ween science and metaphysics, in which all philosophical and 
scientific activities must be carried out only in the context of 
the analysis of facts verified by experience, this current in the 
field of law comes through the concept of Positive law, consi-
dering the law as a human creation.

Key Words
Positivism, law, rationalism, natural law, legal positivism, so-
cial justice, positive law.
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INTRODUCCIÓN
En este artículo de revisión de tema, realizado con la cola-
boración de los estudiantes de la asignatura  Escuelas de 
Epistemología de IV semestre (2011 II) de la Corporación 
Universitaria de Colombia IDEAS, se pretende hacer un 
recorrido por la corriente del positivismo frente a su  in-
cursión en el Derecho, a través de la exploración de varios 
aspectos; inicialmente se razonará sobre conceptos de jus-
ticia social realizados por diferentes autores frente a la teo-
ría de Rawls, luego se tratará el racionalismo frente al De-
recho como antecedente del positivismo, para finalmente 
estudiar el positivismo a través de los análisis hechos por 
distintos filósofos, sobre el empirismo, positivismo jurídico 
y el positivismo de Kelsen.
1. JUSTICIA SOCIAL
Para llegar a un concepto de justicia social, es importante 
iniciar con las concepciones de Jhon Rawls sobre el objeto 
primario de la justicia, que lo cataloga como la estructu-
ra básica de la sociedad, o sea, el modo en que las grandes 
instituciones sociales distribuyen los derechos y deberes 
fundamentales y determinan la división de las ventajas 
provenientes de la cooperación social. En su libro La Teoria 
de la Justicia (Rawls, 1971), el autor justifica que el ser es 
valorado por los medios y circunstancias en que nace ante 
la sociedad, y el lugar que puede llegar a ocupar de acuerdo 
a los medios que tenga a su alcance para lograrlo; afirma 
que nadie en un momento determinado conoce su situa-
ción con respecto a la clase social, distribución de activos 
que puede tener o llegar a ser y que capacidad de inteli-
gencia se tenga, ni cómo podrá este ser, afrontar a la socie-
dad sin tener este pleno conocimiento. Estima Rawls, que 
el individuo crece en un nivel de desconocimiento social, 
y que a modo propio trata de regular algunos campos en 
la sociedad para equilibrar ese modo de vida y lograr una 
justicia y equidad para todos.
Para este filósofo todas las personas tendrían unos dere-
chos iguales que se transformarían en libertad de esco-
gencia de su realidad para programar un futuro igualitario 
para todos los individuos.
Muchos autores Lavaud Maria Helena, Litchenka Arellano 
Ninoska y Marcano Carlos Alberto (2001), establecen que 
la teoría de Rawls está basada en la teoría del contrato so-
cial de Kant, Rousseau y Looke, pero es una concepción 
idealizada teniendo en cuenta que establece una situación 
hipotética determinando que desde una posición original, 
las personas bajo un velo de ignorancia proponen unos 
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principios de justicia y frente a ello, la crítica se determina 
en que no se establecen principios para otras virtudes dife-
rentes al de la justicia.  
Refieren los autores Lavaud Maria Helena, et al. (2001) que 
esta teoría crítica los planteamientos utilitaristas, en razón 
a que  ella refiere el principio de la elección individual de 
sus miembros para fundirse en uno sólo, maximizando el 
bienestar social en una serie de indicadores agregados de 
satisfacción de los que conforman un todo, es el bienestar 
de todos sin distinguir a las personas; mientras que la jus-
ticia como imparcialidad determina unos principios como 
resultado de un acuerdo o consenso social, asumiéndose 
como fundamentales dos de estos principios como es el 
principio de las libertades y el principio de la diferencia e 
igualdad de oportunidades, los cuales apoya en diferentes 
instituciones como  la igual distribución de beneficios en 
forma equitativa o justa para favorecer a los menos aventa-
jados de la sociedad maximizando sus expectativas a largo 
plazo y evitar la concentración de poder mediante la justa 
distribución de tributos y de la propiedad privada.
Según Caballero (2006), en su artículo La Teoría de la Justi-
cia de John Rawls, describe la teoría de Rawls (1971) como 
idealista y normativa porque pretende la distribución justa 
de bienes y servicios mediante el surgimiento de los princi-
pios de justicia a partir de un consenso social por personas 
que cubiertos por un velo de ignorancia, definen los prin-
cipios de la justicia que se centran en dos fundamentales, 
como es el principio de la libertad y el principio de la dife-
rencia e igualdad de oportunidades.
Frente a la posición idealista,  Rawls (1971) critica el utili-
tarismo, argumentando que la eficacia utilitarista se centra 
en la generación de riquezas que se concentra en una mi-
noría y esa minoría es la que hace efectivo su crecimiento, 
es decir es una elección individual; mientras que la justicia 
como imparcialidad tiene como presupuesto los principios 
de elección social, y por lo tanto los de justicia son obje-
to de un acuerdo original entre personas libres, iguales y 
racionales. Igualmente establece que la teoría utilitarista 
determina que el bienestar social  depende directa y única-
mente de los niveles de satisfacción e insatisfacción de los 
individuos y en estas circunstancias maximiza la suma de la 
utilidad total de la sociedad, es decir hay una suma de uti-
lidades de los individuos y esta suma de las utilidades deja 
al margen la forma como está distribuido el bienestar,  por 
lo tanto llegan a coexistir la pobreza y la riqueza; mientras 
que para Ralws lo justo es maximizar la utilidad mínima. La 
regla de Rawls se llama criterio del maximin, el cual refiere 

a que las instituciones deben propender por  maximizar el 
bienestar de la persona peor situada en la sociedad. 
A partir del postulado que uno de los ideales del Derecho 
es la justicia y que todo orden jurídico aspira a realizarla 
o cuanto menos a proclamarla como aspiración, Ralf Drei-
der (1989), jurista y filósofo Alemán, en su libro Derecho y 
Justicia, deduce que el concepto de justicia no es absoluto 
y que ha tenido un carácter histórico, afirma que la justicia 
es aquello bajo cuya protección puede florecer la ciencia y, 
junto con la ciencia la verdad y la sinceridad.
El autor se refiere a cada uno de los preceptos y bases que 
tiene la justicia para llegar a ser aplicada en los campos de 
la sociedad, teniendo en cuenta unos parámetros definidos 
para cada área en donde se quiera interpretar.
Según su tesis, la justicia no es tan solo un concepto que ha 
sido tratado en distintos campos de la historia de un modo 
particular para cada uno, puesto que se enfoca en compro-
bar si tanto en sociología, psicología y otras ciencias, tratan 
la  justicia en modo diferente desde diversos puntos de vis-
ta. Si los individuos crecen en un nivel de desconocimiento 
social, es posible que a modo propio traten de regular al-
gunos campos de la sociedad para equilibrar ese modo de 
vida y que se logre una equidad y justicia imparcial para 
todos.
Todas las personas tendrían unos derechos iguales, y que 
a su vez tratarían de transformarse en una libertad de es-
coger su realidad y su futuro, teniendo plena libertad de sí 
mismos de programar su futuro, con una justicia igualita-
ria.
Teniendo en cuenta el concepto de justicia se comienza a 
contextualizar el concepto de igualdad, igualdad intrínse-
ca que consiste en que cada individuo posee la capacidad 
de concebir su propia idea de bien y adquirir, además, un 
sentido de la justicia (Maiz, 1989); de esta suerte el prin-
cipio de igualdad intrínseca se transforma en el principio 
categórico de la igualdad: todos y cada uno de los ciudada-
nos están calificados para autogobernarse; así llegando al 
concepto de democracia, entendida como libertad de auto 
gobierno, que debe valorarse tanto por su capacidad ins-
trumental para la obtención de determinados fines, cuanto, 
como autoridad autotélica, esto es, que constituye un fin en 
sí misma (Dahl, 1989).
Dahl (1989) asevera que cada individuo posee la facultad 
de diferenciar la idea del bien, todo hombre tiene un dere-
cho a escoger, a elegir y ninguno tiene la suficiente autori-
dad para tomar decisiones o postulados por los demás, solo 
deben obedecer a las leyes por ellos mismos creadas para 
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el libre desarrollo social.
Cada individuo tiene una parte moral que tiene que ejerci-
tar para tener las capacidades necesarias de tomar decisio-
nes por medio de un proceso de reflexión y deliberación. 
Cada individuo tiene la capacidad de autocalificarse, de 
valorarse y de ser Juez de sus propios actos y consecuen-
cias, que el ser como tal tiene que regirse por una serie de 
principios u órdenes sociales para llegar a tener una demo-
cracia imparcial, que sea justa y que el mismo ser se sienta 
a gusto con sí mismo y con la sociedad.
Es de anotar que el autor declara que cada individuo tiene 
su puesto en la sociedad y que nadie se lo ha puesto a otro 
y que cada ser desde su inicio trata de buscar uno y llegado 
el momento en que la sociedad lo justifique, encontrará él 
mismo sin ser obligado a llevarlo, y sigue ratificando que 
la sociedad no puede tratar a cada ser como uno indepen-
diente en cuanto al sistema social, por medio de sus valores 
o de sus pérdidas puesto que es un sistema que abarca  un 
pluritalismo general, en que las reglas son fijadas para los 
seres sociales y no individuales, que es un campo general al 
que se le abarca en el que todos los individuos son iguales.
Propone como hipótesis que la Justicia Social es como lo 
dice su término aplicación dentro de un marco social, sin 
diferenciara las clases, o tipos de seres, que tienen que ser 
tratados de una manera similar e igual, que no se pueden 
estigmatizar unos individuos y que tanto como unos y otros 
tienen los mismos derechos y obligaciones.

2. RACIONALISMO Y DERECHO
El racionalismo es una corriente filosófica, formulada por 
René Descartes, quien creía que la geometría representa-
ba el ideal de todas las ciencias y también de la filosofía; 
aseveraba que sólo por medio de la razón se podían des-
cubrir ciertas verdades universales, evidentes en sí, de las 
que es posible deducir el resto de contenidos de la filosofía 
y de las ciencias, manifestaba que estas verdades eviden-
tes en sí eran innatas, no derivadas de la experiencia; esta 
corriente filosófica frente a las concepciones jurídicas se 
apoyaba en el Derecho Natural, para sostener sus teorías; 
Fernández (1966) explica el  modo  vivir visto a través del 
derecho natural, indica cómo vivir en armonía a través del 
racionalismo de cada uno pero viviendo en conjunto con 
los demás seres humanos.  La teoría del Derecho natural  
no conduce, necesariamente, a que hay una sola forma de 
vida correcta para los seres humanos, en consecuencia, el 
Derecho natural no sería un conjunto único de normas que 
no tolera la diversidad en el significado de “vivir lo mejor 

posible” (Ordoñez 1967).
Colmenares (2002), en su artículo expone que el Raciona-
lismo es toda postura o actitud filosófica que exagera el 
papel de la razón con detrimento de la experiencia, en con-
secuencia usa el método deductivo, así mismo el raciona-
lismo desconfía del conocimiento sensorial, es decir, si hay 
oportunidades en las que los sentidos engañan, pudiera ser 
muy bien que engañaran siempre, es por ello que existe un 
error lógico en esta teoría, ya que únicamente la sola razón 
puede producir un verdadero conocimiento, debido a que 
este debe ser universal y necesario, lo cual nunca es posible 
en el conocimiento empírico.
El racionalismo jurídico aplica al Derecho dicha manera 
de pensar, es por eso que la conciencia del Derecho resul-
ta formada desde adentro, es decir, de la razón, esponta-
neidad o inspiración del sujeto sin prestar atención a las 
condiciones sociales, económicas y  políticas que existen en 
una sociedad determinada, y es a partir de estos postula-
dos que el racionalismo coincide con el Derecho Natural.
Grocio jurista holandés, (1625, citado en Calvo García, 
2004, p. 4), sostiene que su teoría tiene como marco y fun-
damento la inseguridad de un mundo conflictivo y caótico, 
convulsionado por los problemas sociales, los conflictos 
religiosos y las guerras de Estados, por eso busca un funda-
mento inconmovible y unas formas jurídico-políticas que 
puedan tener validez universal encontrándolo en el Dere-
cho Racional Naturalista, de igual forma adopta el principio 
incontestable a partir del cual deriva los preceptos básicos 
de la ética social en el instinto  social del hombre, que ya no 
es un mero reflejo de una ley natural universal; sino una ley 
en específico sobre la naturaleza humana (racional).
Este instinto social o appetitus societatis impele al hombre 
a vivir en sociedad con los otros hombres, pero no en una 
sociedad cualquiera sino en una sociedad tranquila y or-
denada intelectualmente (tranquilla et pro su intellectus 
modo ordinatae). A partir de ese primer dato incontestable 
y de validez universal (racional) los principios del derecho 
natural se deducen según el método racional de la constitu-
ción jurídica; sobre este derecho racionalista, se aceptaría 
una teoría general del derecho con pretensiones científicas 
o jurisprudencia. 
Desde otro punto de vista (Noguera Laborde, 1996) el ra-
cionalismo desde la epistemología, es la doctrina según la 
cual la razón y no los sentidos es la verdadera fuente del 
conocimiento, adoptó como método de conocimiento el de-
ductivo y como tipo de  ciencia las matemáticas, y concluye 
en la desvinculación del Derecho Natural respecto de Dios, 
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el creador no es ya la fuente de la moral  y del derecho na-
tural, estos ahora se apoyan en la razón. El Derecho natural 
es un construcción de la sola razón que apoyándose en  un 
principio extraído de la naturaleza empírica del hombre los 
obtiene por vía deductiva a través de una serie de deduc-
ciones.
En una época todas las leyes se creían completamente uni-
das a lo divino, pero a través del racionalismo, las leyes po-
drán ser conocidas y establecidas por el hombre, gracias 
a la razón (racionalismo); esto no alejo al derecho natural 
de lo divino, pero si elimino cualquier intervención que no 
fuera de la razón del propio hombre, donde no interviene la 
fe sino la lógica. La razón intervino en el conocimiento del 
derecho natural para deducir el derecho positivo, siguien-
do un método que le permita alcanzar la verdad. 

3. POSITIVISMO JURIDICO
Para interpretar como a través del tiempo se llega al positi-
vismo jurídico, es importante incidir en los fundamentos fi-
losóficos del positivismo. Lloredo en su tesis Doctoral, ana-
liza el pensamiento del jurista alemán Rudolf Von Jhering, 
evidenciando las orientaciones filosóficas que movieron a 
Jhering en la línea iuspositiva. El autor (Lloredo) establece 
los aspectos centrales de la problemática de las relaciones 
entre el positivismo jurídico y la filosofía en tres doctrinas: 
historicismo, utilitarismo y la influencia de las ciencias.
En el Historicismo, el derecho ya no podía verse como algo 
absoluto e intemporal, sino como un producto de la histo-
ria en perpetuo movimiento, sujeto a variaciones de época, 
lugar y necesidad. Para Jhering (1865) el historicismo se 
tradujo  en su renuncia al iusnaturalismo. En el Utilitaris-
mo, hizo las veces de legitimador de ideas, el derecho de-
bió entenderse como un medio encaminado a un fin. En 
la Influencia de las ciencias, desbancó el derecho natural 
como opción legítima, y así muchos autores se fijaron en 
las ciencias como modelo a imitar para construir el rigor 
de su disciplina.
Para concluir, el carácter interdisciplinario de Jhering, 
(1865, citado en Lloredo, 2005) así como el carácter plu-
ral de la formación del paradigma positivista, trata de una 
emergencia cultural compleja, en la que se entrelazan fac-
tores políticos, sociales e intelectuales.
El positivismo como corriente filosófica visto por Comte 
(1842), éste afirmaba que el estudio empírico del proceso 
histórico, en especial de la progresión de diversas ciencias 
interrelacionadas, se desprendía una ley que denominó de 
los tres estados y este tránsito de un estado a otro constitu-

ye una ley del progreso de la sociedad, necesaria y universal 
porque emana de la naturaleza propia del espíritu humano, 
que rige el desarrollo de la humanidad  en su conjunto y el 
individuo como parte constitutiva, está determinado a pa-
sar por tres estados sociales diferentes que se correspon-
den con distintos grados de desarrollo intelectual: el esta-
do teológico o ficticio, el estado metafísico o abstracto y el 
estado científico o positivo.
En el Estado teológico, asevera que el hombre busca las 
causas últimas y explicativas de la naturaleza en fuerzas 
sobrenaturales o divinas, primero a través del fetichismo 
y, más tarde, del politeísmo y el monoteísmo. A este tipo de 
conocimientos le corresponde una sociedad de tipo militar 
sustentada en las ideas de autoridad y jerarquía.
En el Estado metafísico, cuestiona la racionalidad teológica 
y lo sobrenatural es reemplazado por entidades abstractas 
radicadas en las cosas mismas (formas, esencias, etc.) que 
explican su por qué y determinan su naturaleza. Es una eta-
pa intermedia entre el estado teológico y el positivo, como 
una época de tránsito entre la infancia del espíritu y su 
madurez, en el se siguen buscando los conocimientos ab-
solutos. La metafísica intenta explicar la naturaleza de los 
seres, su esencia, sus causas. En el Estado positivo, la imagi-
nación queda subordinada a la observación, el positivismo 
busca sólo hechos y sus leyes, no  causas ni principios de las 
esencias o sustancias. El hombre no busca saber qué son 
las cosas, sino que mediante la experiencia y la observa-
ción trata de explicar cómo se comportan, describiéndolas 
fenoménicamente e intentando deducir sus leyes genera-
les, útiles para prever, controlar y dominar la naturaleza (y 
la sociedad) en provecho de la humanidad (Diez Elena, La 
Cortina Montemayor).
En este recorrido por el positivismo, es importante enun-
ciar como gran filósofo de esta corriente, el inglés John 
Stuart Mill, para quien la inducción es el principio lógico 
que permite derivar conocimientos universales a partir de 
la observación de fenómenos particulares. El autor sostie-
ne la tesis de que el empirismo y una filosofía basada en la 
experiencia obtienen mejores resultados, en orden a mejo-
rar la sociedad, que cualquier otra.  Consideró que el fin de 
toda actividad moral y de toda organización social debía ser 
“la mayor felicidad posible para el mayor número de perso-
nas”.  Sus teorías se basaban en la creación de una doctri-
na que se encargara del estudio de los comportamientos 
del hombre, dónde  propone la psicología para alcanzar 
el conocimiento humano. Para Mill (citado en Positivismo 
grandes corrientes de pensamiento, 2005), la realidad del 
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ser humano está sometida a un irreductible dinamismo, y 
las razones que empujan a los hombres a actuar de forma 
determinada nunca pueden ser objeto de previsiones cien-
tí�icas deterministas. Esta realidad conlleva la negación y el 
rechazo de todo ordenamiento social y político que tienda a 
ejercer un control absoluto sobre los individuos.    
Por último, en esta trayectoria por el positivismo es in-
dispensable el análisis del pensamiento de Hans Kelsen a 
través de Stanley L Poulson (2003), en el positivismo jurí-
dico normativo, donde muestra una contribución de Hans 
Kelsen a la �iloso�ía del derecho acompañado de un trabajo 
fundamental en la teoría política y  en los problemas del 

  ,odavirp lanoicanretni ohcered y lanoicutitsnoc ohcered
también en las incursiones de la especulación antropoló-
gica, y en los importantes estudios de los �ilósofos clásicos; 
concluye el autor que Hans Kelsen dejo una gran marca en 
1934 donde construyo conceptos fundamentales de la ley.
Para Kramer Mateo (1999), en su libro, En defensa del po-
sitivismo jurídico, ley sin pasamanería; el positivismo debe 
ser visto desde dos aspectos, uno desde la perspectiva está-
tica, como un sistema establecido, como un sistema de nor-
mas que regulan la conducta humana y desde el punto de 
vista dinámico, referido a los distintos actos por los cuales 
se crea y aplica el derecho y que tiene en cuenta sobre todo 
la conducta regulada por las normas jurídicas; el autor con-
cluye, que la validez del derecho positivo se origina en una 
norma superior donde se supone se extrae una serie de 
consecuencias donde se vincula con la lógica jurídica con-
siderando que el derecho es un sistema de normas validas.
Finnis John (1976), frente al positivismo de Hans Kelsen 
en su artículo “La verdad en el positivismo jurídico” el au-
tor evidencia que es preciso tener en cuenta la diferencia 
que existe entre la ciencia de la naturaleza y la ciencia de la 
sociedad, por ello el autor relata que la naturaleza es vista 
como un sistema de elementos relacionados entre sí por el 
principio de causalidad, aseverando que se da una relación 
causa – efecto independiente de la voluntad humana,  y que 
la sociedad como un orden donde se regula la conducta de 
los hombres,  y se establecen relaciones entre determina-
dos hechos, por lo tanto las normas positivas son normas 
creadas y aplicadas por actos humanos. En consecuencia 
la naturaleza es un orden distinto al de la sociedad, esto se 
debe al tipo de principios que se establecen en la relación 
entre un hecho y su consecuencia. Concluye el autor que el 
derecho es pues un orden normativo, un sistema de normas 
que se coordinan entre sí, formando un todo coherente.
Gardner Jhon (2001), en su artículo “El positivismo jurídi-

co cinco y medio mitos”, muestra parte del trabajo de Hans 
Kelsen frente al positivismo; el autor  en su opinión rela-
ta como la ley se caracteriza por una forma básica y una 
norma básica; la forma de cada ley es el de una orden con-
dicionada dirigida a los tribunales, para aplicar sanciones 
sin una determinada conducta (el delito), se lleva a cabo 
desde esta perspectiva, que el derecho es un sistema indi-
recto de orientación, no le dice a los sujetos que hacer, sino 
que le dice a los funcionarios que hacer a sus súbditos bajo 
ciertas condiciones. Concluye el autor que para Kelsen la 
obligación legal de no robar solo es un correlato lógico de 
la norma primaria que estable la sanción por el robo, man-
teniendo el monismo imperativalists.

CONCLUSIONES
El positivismo en el derecho incursionó a través de las nor-
mas positivas, formando el iuspositivismo, corriente que 
no deja de lado la a�irmación que las normas son hechas 
por los hombres, y que estos pertenecen a una sociedad, los 
cuales buscan un orden social y una justicia social, que es-
tán in�luenciados por un Derecho natural, como intención 
interna de justicia no como Derecho divino,  y que a su vez 
debe ser complementada con la razón, donde el racionalis-
mo cumple un papel muy importante, aportando coheren-
cia a ese orden normativo, a todo el sistema de normas que 
regula a los hombres como integrantes de una sociedad 
creada por hombres.
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Resumen
Este artículo pretende describir y exponer herramientas 
conceptuales y metodológicas en torno al objeto de estudio, 
como las causas de la violencia homicida en el barrio cande-
laria de la ciudad de Bogotá D.C., desde la perspectiva  de la 
Policía Nacional. Teniendo en cuenta el índice de violencia 
que presenta este sector, haciendo énfasis en el impacto so-
cial que repercute directamente en la seguridad en del ba-
rrio la Candelaria de la Capital de la República de Colombia. 
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A LOOK AT THE INSTITUTION OF THE POLICE 
AND SOCIAL RESPONSIBILITY HOMICIDAL 

VIOLENCE IN THE CANDELARIA TOWN, BOGOTÁ, 
2009 - 2010

Abstract
This article is made for the purpose of describing and presen-
ting conceptual and methodological tools around in order to 
study the causes of homicidal violence in Barrio Candelaria 
in Bogotá DC, from the perspective of the National Police. Gi-
ven the level of violence presented by this sector, with empha-
sis on the social impact that directly affects the security of 
the Candelaria neighborhood of the capital of the Republic 
of Colombia.
Key Words
Murder, Violence, Serious Injuries, Crime, Society.

INTRODUCCIÓN
Este artículo se desarrollará con el objetivo de describir la 
problemática y las causas que generan la violencia homici-
da en el sector de la Candelaria de la ciudad de Bogotá D.C., 
desde la visión del cuerpo de Policía que día a día atiende 
los numerosos casos de violencia homicida que se presen-
tan. El propósito principal de este artículo es identificar ta-

les causas, para que dentro del órgano de la Policía Nacio-
nal se expongan los métodos que son los implementados 
para contrarrestar cualquier brote de violencia homicida.   
Cuando hablamos de violencia homicida le corresponde 
al Gobierno Nacional de la República en desarrollo de las 
políticas de seguridad de Colombia, establecer una base 
normativa que a su vez deberá estar acompañada de un ca-
pital humano, que garantice el orden público, es por ello, 
que mediante el Decreto 1000 del 5 de Noviembre de 1891, 
se da la creación de un cuerpo de Policía permanente de 
naturaleza civil a cargo de la nación  cuyo fin primordial 
es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el 
ejercicio de los derechos y libertades públicas para asegu-
rar que los habitantes de Colombia convivan en paz. 
Esta investigación parte de un estudio de tipo descriptivo, 
ya que nos basamos en la problemática de violencia ho-
micida en la que ha vivido el barrio de la Candelaria en la 
ciudad de Bogotá, en el transcurso de los dos últimos años. 
Uno de los métodos guía de esta investigación es el de ob-
servación, ya que nos centramos en el comportamiento de 
la población y las consecuencias que genera la delincuen-
cia común,  partiendo de la visión institucional de la Policía 
Nacional en la reducción de las tazas de homicidio, dando 
a conocer los métodos usados por parte de este organis-
mo, además, de las políticas que posiblemente permitan un 
cambio en el centro de la capital del país. 
Dentro de las múltiples estrategias que ha ideado el orga-
nismo de Policía, nos encontramos con un mecanismo para 
la salvaguarda de la seguridad, un método mediante el cual 
la Policía Nacional garantiza a la ciudadanía, que por cada 
tres cuadras debe haber una patrulla que está disponible 
las 24 horas del día para cualquier requerimiento de la 
comunidad, además, esta patrulla deberá conocer todos 
y cada uno de los locales comerciales y comerciantes del 
sector para así facilitar su rápido proceder exigiendo de 
esta institución un trabajo arduo con responsabilidades 
que comprometen directamente al cuadrante encargado, 
de igual forma tiene una red de cooperantes, este méto-
do denominado el programa de policías por cuadras o por 
cuadrantes, ha tenido una gran acogida por parte de la co-
munidad de la candelaria, ya que, mediante este sistema se 
han evitado varios hurtos incluso hasta llegar a capturas 
importantes. 
De manera general los comerciantes están sufriendo por 
la delincuencia común y organizada quienes están encon-
trando en el hurto, la extorción, vacunas diarias y la venta 
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de estupefacientes como patrocinio para delinquir y forta-
lecer su grupo; cometan varios ciudadanos que el sector 
comercial, además de vivir con la zozobra de homicidios 
violentos, están constantemente rodeados de habitantes de 
la calle quienes frecuentemente dan rondas y no dejan que 
los clientes compren con tranquilidad. (Ver tabla 2)

* Tomada por los autores

* Tomada por los autores

LA RAZÓN DE LA VIOLENCIA
Una de las tendencias sobre la violencia es el resultado de 
factores socioeconómicos, tales como la pobreza y la des-
igualdad, se destaca el argumento que nos demuestra que 
la violencia en las ciudades de Colombia es un fenómeno 
cotidiano y generalizado, resultado de la intolerancia ciu-
dadana. Esta perspectiva se puede resumir en una frase 
de la Comisión de Estudios sobre la Violencia realizada en 

1987, la cual afirma que “mucho más que las del monte las 
violencias que nos están matando son las de la calle”, dando 
paso así a un diagnóstico de la violencia que se explica por 
causas como la intolerancia social, la delincuencia común, 
o el consumo de alcohol, rechazando hipótesis “no objeti-
vas”, como la presencia de grupos armados al margen de la 
ley. Pese a que este enfoque ha sido ampliamente critica-
do y parece no ser pertinente en la explicación de la actual 
violencia, ha penetrado e impulsado las políticas contra el 
crimen urbano en Bogotá, y en particular se ha visto am-
pliamente este fenómeno en el Sector de la Candelaria.
“Los delitos de impacto que afectan la seguridad ciuda-
dana tienen un grado significativo tanto  en las pérdidas 
económicas que implican, como en la percepción de seguri-
dad que generan en la sociedad y son: lesiones personales 
comunes, lesiones en accidente de tránsito, hurto común 
(incluye residencias, comercio y personas), hurto de vehí-
culos (incluye automotores y motocicletas) hurto en enti-
dades financieras, abigeato y piratería terrestre.  Dentro de 
la política de consolidación de la Seguridad Democrática, 
la seguridad ciudadana se plasma como uno de los ejes en 
los cuales se soportan todos los esfuerzos para proteger a 
la población, reconociendo el derecho de los ciudadanos a 
sentirse seguros y protegidos, por lo que existe en dicho 
plan la “Estrategia para fortalecer la seguridad ciudadana”, 
en la que se contempla el incremento del pie de fuerza, el 
fortalecimiento de la movilidad, la creación de nuevas uni-
dades judiciales, la adaptación al sistema penal acusatorio 
y se fortalecerán la inteligencia y comunicaciones de la Po-
licía Nacional”  

Con el fin de responder apropiadamente a las necesidades 
y requerimientos de la   seguridad ciudadana y a los fenó-
menos de inseguridad y criminalidad, la Policía Nacional 
establece como mecanismo orientador, para la toma de 
decisiones, la Política de Consolidación de la Seguridad 
Democrática, encaminada a la reducción de delitos de im-
pacto social. La estrategia se orienta al cumplimiento de los 
siguientes objetivos: direccionar y orientar a los coman-
dantes de las unidades policivas en la formulación de ac-
ciones operativas que contribuyan al mejoramiento de la 

1

   Lineamientos institucionales para la consolidación de 
la seguridad ciudadana en el marco de la política de Se-
guridad Democrática. Tomo 2.2. Policía Nacional de Co-
lombia, Dirección General.

1
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percepción y sensación de seguridad; desarticular y con-
trarrestar el accionar de organizaciones criminales, y dis-
minuir las cifras de delitos denominados de impacto social, 
y el que realmente nos atañe, el de la violencia homicida.  
En concepto del mismo comandante de la Estación de la 
Candelaria, a pesar de que el sector es considerado como 
una de las zonas más seguras de la capital, la policía nacio-
nal sigue intensificando sus esfuerzos por erradicar la inse-
guridad y sigue con su plan de requisas para lograrlo. Entre 
los implementos más usados por los delincuentes, según 
la opinión del comandante, es el uso de armas blancas y 
asevera la cooperación entre cada una de las dependencias 
que integran la Policía Nacional para evitar la ocurrencia 
de delitos en ocasión del  porte de estas armas, que dan 
como resultado la violencia homicida. Considera que si-
guen en marcha los planes de charlas y campañas de pre-
vención que integran a los niños y adolescentes, ya que en 
este tipo de población es donde se dan la mayoría de casos 
y son los que requieren de mayor atención por parte de las 
autoridades. Además, recomienda el uso de la línea 123 en 
algún caso de emergencia o denuncia, ya que ha sido un 
mecanismo muy efectivo, para contrarrestar la violencia 
homicida y otro tipo de delitos. 
Estos son algunos de los resultados de este estudio, que 
podemos evidenciar de acuerdo a los resultados de con-
trol estadístico que ha realizado la Estación de Policía de la 
Candelaria en el transcurso de los años 2009 y 2010:  

ENTREVISTA. Resultados estadísticos respecto a la cantidad  y las clases de 
delitos. Fuente: Policía Nacional de Colombia. Estación de la Candelaria. 

Patrullero Walter Cardenal. Bogotá 2010.

HURTO A PERSONAS  32%
LESIONES PERSONALES 16%
HURTO A RESIDENCIA 12%

HURTO VEHICULOS 10%
HURTO MOTOS 8%

HOMICIDIOS 8%

RESULTADOS DE LA ENCUESTAS. Análisis Estadístico;  Arti-
culo Una mirada a la Institución de la Policía Nacional y su 
Responsabilidad Social frente a la violencia homicida en la 
localidad de la Candelaria, Bogotá D.C, 2009- 2010.Equipo 
Investigador.

ENTREVISTA. Resultados estadísticos respecto a la cantidad  y las clases de 
delitos. Fuente: Policía Nacional de Colombia. Estación de la Candelaria. 

Patrullero Walter Cardenal. Bogotá 2010.
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CONCLUSIONES
En conclusión, la tendencia sobre la violencia, en especial 
la violencia homicida  en este sector, es el resultado de 
factores socioeconómicos tales como la pobreza y la des-
igualdad, y la violencia como respuesta a la intolerancia 
ciudadana. Los comerciantes del sector la candelaria están 
sufriendo la delincuencia común y están constantemente 
rodeados de habitantes de la calle y delincuentes, quienes 
frecuentemente dan rondas sobre el sector robando y no 
dejan que el comercio funcione con tranquilidad.
Conforme a las necesidades y a los fenómenos de insegu-
ridad y criminalidad que se ve en el sector la candelaria, 
la Policía Nacional establece como mecanismo orientador, 
para la toma de decisiones, la Política de Consolidación de 
la Seguridad Democrática, encaminada a la reducción de 
delitos de impacto social. La Policía Nacional dentro de 
sus mecanismos de seguridad ciudadana ha implementa-
do programas como policía por cuadrantes, y una red de 
cooperantes los cuales han tenido buena acogida por la 
población de la candelaria en la reducción de los delitos. 
También actúa ampliamente a través de las denuncias y las 
requisas y dentro de las modalidades de mayor afectación 
se encuentra en primer lugar hurto a personas, el hurto de 
vehículos, el hurto a residencias y el hurto al comercio, que 
sirven de pretexto para cometer homicidios, a las personas 
que oponen resistencia. 

*Tomada por los autores

*Tomada por los autores

Según la experiencia tomada a través del trabajo de cam-
po, es impotente anotar que la comunidad siempre ha ma-
nifestado que estos problemas delictuales siempre se han 
presentado en esta comunidad, y cada alcalde año tras año 

Respecto a las consecuencias a futuro podemos decir que 
si no se toman los correctivos necesarios por parte de la 
Policía Nacional, puede aumentar la inseguridad y el incre-
mento de homicidios en el sector de la Candelaria, viéndose 
comprometida la credibilidad y la eficacia de la gestión de 
la Policía Nacional, además, el detrimento económico por 
parte de los comerciantes, que día a día tienen que convivir 
con este flagelo. La violencia homicida no es una modalidad 
delincuencial que esté reflejada en esta época, esta tiene 
sus antecedentes en el mundo, el país y la ciudad, por lo 
tanto se deben contrarrestar sus efectos mediante políti-
cas públicas de seguridad y prevención. La Policía Nacional 
busca ahora como método de apoyo la colaboración de la 
población con información de cualquier movimiento sos-
pechoso que pueda afectar la tranquilidad del sector, una 
herramienta de vital importancia porque con la colabora-
ción de todos podremos consolidar una mejor ciudad, una 
mejor Candelaria.

promete realizar un cambio que nunca se lleva a cabo, uno 
de los detalles que sale a la luz, es que estos delincuentes 
vienen de otros sectores pero en especial del sector de los 
Laches, Las cruces, La Perseverancia, Egipto. Y cuando se 
presenta algún incidente grave la presencia de la policía es 
demasiado tardía y la actuación de la Policía se ve refleja-
da después de los primeros tres días del *Tomada por los 
autores
acaecimiento del hecho delictual. 
Viendo los índices de criminalidad homicida en la candela-
ria podemos observar, que es de apenas un ocho por ciento, 
de la totalidad de ilícitos presentados en la candelaria, pero 
todo esto se debe a que la ciudadanía ha entrado en un te-
mor tal que no se resisten a un hurto por temor a perder 
su vida. 
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Misión
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El Centro de Investigaciones Sociojurídicas de la Facultad de Derecho de la Corporación Universitaria de Colombia IDEAS, 
invita a los estudiantes, egresados, docentes e investigadores nacionales e internacionales vinculados con el desarrollo 
de la academia y del pensamiento jurídico y sociojurídico a presentar artículos para su publicación, bajo el cumplimiento 
de los siguientes criterios:
Sólo se publicarán trabajos originales e inéditos. El idioma oficial de la revista es el español. Los artículos que estén escri-
tos en inglés se publicarán en ese mismo idioma. Se consideran inéditos aquellos que ya hayan sido publicados en otros 
idiomas y se traduzcan por primera vez al español.
Una vez que se acepte un trabajo, los autores deberán ceder el derecho de autor al Centro de Investigaciones Sociojurídi-
cas de la Facultad de Derecho de la Corporación Universitaria de Colombia IDEAS.
El contenido y perfil de los artículos deberá adecuarse necesariamente a una sola de las siguientes categorías:

• Artículo de investigación científica y tecnológica. Documento que presenta, de manera detallada, los resultados origina-
les de proyectos terminados de investigación. La estructura generalmente utilizada contiene cuatro apartes importantes: 
introducción, metodología, resultados y conclusiones.

• Artículo de reflexión. Documento que presenta resultados de investigación terminada desde una perspectiva analítica, 
interpretativa o crítica del autor, sobre un tema específico, recurriendo a fuentes originales.

• Artículo de revisión. Documento resultado de una investigación terminada donde se analizan, sistematizan e integran 
los resultados de investigaciones publicadas o no publicadas, sobre un campo en ciencia o tecnología, con el fin de dar 
cuenta de los avances y las tendencias de desarrollo. Se caracteriza por presentar una cuidadosa revisión bibliográfica de 
por lo menos 50 referencias.
La constitución formal del artículo deberá contener:

• Resumen en español

• Palabras clave
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• Título en inglés

• Abstract (traducción del resumen al idioma inglés)

• Key - words (traducción de las palabras clave al idioma inglés)

• Introducción

• Se deben distinguir expresamente los apartados referentes al problema jurídico o sociojurídico analizado, el método 
utilizado en la investigación para resolver el problema, los resultados de la aplicación de dicho método y la discusión 
científica a partir de los resultados obtenidos.

• Citas o referencias bibliográficas. 
Para la citación prima normas de publicación APA. Siguiendo el Manual de estilo de Publicaciones de la American Psycho-
logical Association 

• Notas o pie de página.

• Conclusiones.

• Referencias.

• Cuando se utilicen dibujos, pinturas, fotografías, gráficos o tablas, estos deben ir acompañados de un breve texto o sub-
título que ilustre o explique la idea central de su contenido y su relación con el tema del artículo. En el caso en que estas 
ayudas visuales hayan sido extractadas de una página web, un libro, revista, o cualquier otro documento de relevancia 
e interés jurídico o socio jurídico, se deberá hacer alusión a ello mediante una cita bibliográfica, en atención al respeto 
debido a los derechos de autor.

• Los artículos deberán tener una extensión entre quince (15) y treinta (30) páginas, incluyendo bibliografía, texto a es-
pacio y medio en tamaño carta y márgenes (superior, inferior, izquierdo y derecho) de 3x3.

• A todo trabajo deberá adjuntarse una hoja por separado con el resumen de hoja de vida del autor, la dirección postal y 
su correo electrónico a efecto de mantener comunicación con él y para realizar la presentación correspondiente. El resu-
men debe venir escrito en el siguiente orden: a) nombre del o los autores; b) título profesional, c) títulos de postgrado; 
d) libros o productos anteriores o paralelos al artículo en cuya elaboración se haya participado; e) nombre del proyecto 
de investigación a partir del cual surgió el artículo, f) nombre del grupo y de la línea de investigación al cual pertenece 
el proyecto, g) entidad o entidades que patrocinan el proyecto. Si el autor o los autores del artículo tienen algún vínculo 
con la Corporación Universitaria de Colombia IDEAS, se debe hacer mención expresa de ello en el resumen; asimismo, se 
indicará la institución donde labora, su cargo académico y, en su caso, teléfono y fax.
Las citas bibliográficas podrán incluirse en las notas al pie con las referencias en una bibliografía al final. Deberán conte-
ner los siguientes elementos:

1.  Citas en el texto: Citas de referencia en el texto (pp. 59 - 70)

1.1.  Un trabajo por un solo autor 
Kelsen (1800) comparó los tiempos de la filosofía del Derecho
En un reciente estudio de la teoría del Derecho (Kelsen, 1800)En 1800 Kelsen comparó las teorías del Derecho.
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1.2  Un trabajo por múltiples autores
“Cuando un trabajo tenga dos autores, siempre cite ambos nombres cada vez que se presente la referencia dentro del 
texto”.
 “Cuando un trabajo tenga tres, cuatro o cinco autores, cítelos a todos la primera vez que se presente la referencia; en citas 
subsecuentes, incluya únicamente el apellido del primer autor, seguido de et.al. ( sin cursivas y con punto después de ‘al’) 
y el año, si se trata se trata de la primera cita de la referencia dentro de un párrafo:

1.3.  Grupos como autores
“Los nombres de grupos que funcionan como autores (e.g. corporaciones, asociaciones, instituciones gubernamentales y 
grupos de estudio) por lo común se escriben completos cada vez que aparecen citados en el texto. Si el nombre es extenso 
y laborioso puede abreviar el nombre a partir de la segunda cita. Si el nombre es corto o la abreviatura no resultaría fácil-
mente entendible, escriba el nombre completo cada vez que se presente”.

1.4. Autores con el mismo apellido
“Si una lista de referencias incluye publicaciones realizadas por dos o más autores principales con el mismo apellido, 
incluya las iniciales del primer autor en todas las citas dentro de texto, aun si en año de publicación difiere”.

2. Citación de fuentes
Siempre cite: autor, año y pagina, (autor, año, p.)

2.1 “Una cita textual corta (con menos de 40 palabras) se incorpora en el texto y se encierran entre dobles comillas”.

2.2 Una cita más larga de 40 palabras. Debe ir en un párrafo aparte. Sin comillas. Doble espacio la cita entera.

3. Lista de referencias:
“Disponga las entradas en orden alfabético por el apellido del primer autor”.
“Las entradas en un solo autor por el mismo autor se ordenan por el año de publicación, primero el más antiguo”:

• Libros: Apellido. Iniciales en mayúsculas de los Nombres. (año). Titulo. (N. edición). Ciudad, País: Editorial.

• Artículos o capítulos de libros: Apellido. Iniciales en mayúsculas de los Nombres. (año). Titulo. En. Iniciales de Nombre. 
Apellido. Titulo (pp. ).

• Artículos de publicaciones periódicas: Apellido. Iniciales en mayúsculas de los Nombres. (año).
Titulo. Nombre de publicación. N. de publicación. Paginas.

• Medios electrónicos: mínimo debe contener tres partes: Titulo del documento. Fecha de
Publicación, y una dirección. Autor cuando sea posible.
Los artículos, previo envío a la revisión por pares académicos serán seleccionados por el Comité Editorial, y éste se reser-
va el derecho de seleccionar los que cumplan con los criterios propios de un artículo científico para el correspondiente 
proceso de edición.
No se hará devolución de los originales entregados para revisión, por tal motivo es importante que el autor o autores 
conserven una copia con todas las modificaciones que se hagan para efectos de la revisión. El Comité Editorial se reserva 
también el derecho de modificar la forma del artículo para que cumpla con los requisitos de la revisión, de acuerdo con la 
diagramación que se plantee internamente para cada publicación.
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1.  Requisitos de fondo: Los artículos que presenten resultados de investigación deben contener   un balance a manera 
de confrontación entre el problema inicialmente planteado y los hallazgos finales, los objetivos propuestos y objetivos 
cumplidos, la metodología diseñada y la desarrollada y las conclusiones.

2. Temática: La temática jurídica o sociojurídica

3. Envío de los artículos al E-mail: revistajuridica@ideas.edu.co

4. Proceso de arbitraje:
4.1.  Los artículos recibidos serán evaluados por el Comité Editorial.
4.2.  Aprobados por el Comité editorial se enviarán a un PAR experto en la temática para la evaluación de la calidad cien-
tífica del artículo. El PAR podrá:
-  Aprobarlo.
-  Aprobarlo con correcciones.
- Rechazarlo.
4.3.  Si el artículo es aprobado por el PAR, pasará nuevamente al Comité Editorial, para participar en la selección final de 
artículos.
4.4.  Si el artículo es aprobado con correcciones, el artículo se devolverá al autor, quien tendrá 5 días hábiles para analizar 
y realizar los cambios sugeridos por el PAR.
4.4.1. Si el autor acoge las sugerencias del PAR, una vez realizados los cambios se enviará nuevamente al PAR para su 
revisión y aprobación.
4.4.2.  Si el autor no está de acuerdo con las sugerencias del PAR, deberá informarlo inmediatamente al Comité Editorial, 
quien designará segundo PAR para la revisión y reiniciará el procedimiento.
4.4.3.  Si dentro de los 5 días hábiles siguientes no se realizan las modificaciones solicitadas o se manifiesta el desacuer-
do, el artículo será rechazado.
4.5.  Si el artículo es rechazado, el autor tendrá 5 días hábiles para solicitar la segunda revisión del mismo, al Comité 
Editorial, quien designará segundo PAR para la revisión y reiniciará el procedimiento.
4.6.  Una vez revisados todos los artículos, los que fueron aprobados regresarán al Comité editorial para la selección final.
4.7.  Los artículos que aprobados por el PAR no fueren seleccionados por el Comité editorial quedarán en turno para la 
siguiente publicación.

PUBLICACIÓN
La Revista Jurídica IDEAS de IDEAS es publicada semestralmente, en junio y diciembre. A cada autor se le envían dos 
ejemplares.
Los colaboradores son responsables de obtener el permiso para reproducir cualquier material, incluyendo ilustraciones 
para los que no cuenten con derecho de autor, así como para asegurar que los reconocimientos adecuados sean incluidos 
en el artículo.
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